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S U M A R I O  

Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana. 
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modifican determinados preceptos del 
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tra la Hacienda Pública y contra la Se- 
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En relación con las enmiendas del Senado al proyecto 
de ley de modernización de las explotaciones agra- 
rias intervienen, para fijación de posiciones, los se- 
ñores Mardones Sevilla, del Grupo de Coalición 
Canaria, y 'Iiibert i Alsina, del Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió); la señora Rivadulla Gracia, del 
Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, 
y los señores Ramírez González, del Grupo Popu- 
lar, y Torres Sahuquillo, del Grupo Socialista. 

E n  relación a las enmiendas del Senado al proyecto 
de ley por el que se modifican determinados precep- 
tos del Código Penal relativos a los delitos contra 
la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social 
intervinen, para fijación de posiciones, los señores 
Olabarría Muñoz, del Grupo Vasco (PNV); Olarte 
Cullen, del Grupo de Coalición Canaria; Sánchez 
i Llibre, del Grupo Catalán (Convergencia i Unió); 
Espasa Oliver, del Grupo Izquierda Unida-lnicia- 

tiva per Catalunya; Costa Climent, del Grupo Po- 
pular, y señora Aroz Ibáñez, del Grupo Socialista. 

Sometidas a votación las enmiendas del Senado al 
proyecto de ley de modernización de las explota- 
ciones agrarias, son aprobadas por 290 votos a fa- 
vor y 17 abstenciones. 

Asimismo son aprobadas, en diferentes votaciones, 
las enmiendas del Senado al proyecto de ley orgá- 
nica por la que se modifican determinados precep- 
tos del Código Penal relativos a los delitos contra 
la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social. 
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Real Decreto-ley 411995, de 12 de mayo, por 
el que se adoptan medidas urgentes pa- 
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En nombre del Gobierno expone las razones que ha 
determinado la promulgación del Real Decreto el 
señor Ministro de Obras Públicas, Transportes y 
Medio Ambiente (Borre11 Fontelles), manifestando 
que la situación por la que atraviesa la agricultu- 
ra y la ganadería españolas se deduce tanto de la 
escasez de las precipitaciones de recogida de agua 
en el período 1991-95para los cultivos y aprovecha- 
miento de secano como por la crítica situación del 
agua embalsada en  el caso de los cultivos de rega- 
dío. Respecto al año agrícola 199495, las precipi- 
taciones permitiron iniciar el año con buenas 
expectativas pero han resultado particularmente 
deficitarias en  todos y cada uno de los meses que 
van de noviembre a mayo, e n  los que los valores 
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del déficit anual se estiman entre el 60 y el 70por  
ciento respecto a una  media de 20 años. A ello se 
junta un régimen térmico más  cálido de lo habi- 
tual, todo lo cual ha generado una sequía especial- 
mente asentada e n  una amplia franja del territorio 
peninsular. 
E n  cuanto al agua embalsada, la situación a 2 de 
mayo de 1995 indica que disponemos del 2 7 p o r  
ciento de agua embalsada sobre la total capacidad 
de los embalses, pero con situaciones m u y  críticas 
e n  las cuencas del Guadiana, Guadalquivir, Segu- 
ra y Júcar, que han  dado origen a la práctica su- 
presión de las dotaciones de agua para el riego e n  
las cuencas del Guadalquivir y Guadiana, quedan- 
do  la del Segura pendiente de las aportaciones del 
trasvase Tajo-Segura. 
Expone también el señor Ministro la situación con- 
creta e n  que se encuentran los cultivos más signi- 
ficativos, como son los de secano, lechosos, regadío, 
herbáceas y leñosos, con un conjunto de repercu- 
siones importantes a nivel de empresa agraria y e n  
materia de empleo, lo que obliga a adoptar un con- 
junto de medidas que eviten el deterioro de estas 
empresas, que arrastraría consigo al mundo  rural 
e n  el que están situadas, y que afectaría también 
e n  mayor o menor medida a las empresas transfor- 
madoras de la materia prima obtenida. 
Alude igualmente a los criterios utilizados para la 
adopción de estas medidas, afirmando que todo 
ello ha  sido objeto de consulta con las comunida- 
des autónomas afectadas, así como con las orga- 
nizaciones profesionales de ámbito nacional. 
Espera que las razones expuestas hayan servido pa- 
ra justificar la adopción de las medidas urgentes 
tomadas por el Gobierno, por lo que confía que el 
Real Decreto-ley sea convalidado con el voto uná- 
nime de los señores Diputados. 

E n  turno de fijación de posiciones intervienen los 
señores Chiquillo Barber, del Grupo Mixto; Mar- 
dones Sevilla, del Grupo de Coalición Canaria, y 
'Iiibert i Alsina, del Grupo Catalán (Convergencia 
i Unió); la señora Rivadulla Gracia, del Grupo Zz- 
quierda Unida-Zniciativa per  Catalunya, y los seño- 
res Ramírez González, del Grupo Popular, y Torres 
Sahuquillo, del Grupo Socialista. 

Sometida a votación se aprueba la convalidación del 
Real Decreto-ley 41995, de 12 de mayo, por 186 vo- 
tos a favor y 116 abstenciones. 

Asimismo se aprueba la tramitación del Real Decre- 
to como proyecto de ley por 300 votos a favor y dos 
abstenciones. 
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El sefior Olabarría Muñoz defiende las enmiendas del 
Grupo Vasco (PNV), manifestando que a través del 
proyecto de ley se actualiza un sector del ordena- 
miento jurídico laboral, e n  concreto la materia 
relativa a la prevención de los riesgos laborales, an- 
taño denominada seguridad e higiene e n  el trabajo, 
mediante la incorporación de una serie de directi- 
vas comunitarias de manera eficiente. Considera 
que se trata de un buen proyecto de ley que incor- 
pora los elementos más modernos del Derecho 
comparado y los mandatos de las directivas comu- 
nitarias, que recuerda tienen la condición de nor- 
mas mínimas que las legislaciones estatales pueden 
mejorar. S in  embargo, el proyecto de ley genera al- 
gunos recelos o reparos conceptuales a su  Grupo 
parlamentario de naturaleza competencial, como 
casi siempre, habida cuenta de que el artículo 10.23 
del Estatuto de Autonomía de Gernika atribuye 
competencias exclusivas a la Comunidad Autóno- 
ma y, por ello, competencia legislativa al Parlamento 
Vasco. Hay también un proyecto de ley de cooperati- 
vas e n  Euskadi cuyo contenido vulnera este proyecto 
de ley mediante la desproporcionada determinación 
de preceptos que tienen la consideración de básicos. 
Alude concretamente a las disposiciones adiciona- 
les tercera y quinta como las más polémicas del 
proyecto y concluye llamando la atención sobre la 
necesidad de actuar con cautela e n  materia de des- 
regulación, ya que e n  otro caso se puede terminar 
privando al Derecho del Trabajo de algunos de sus 
principios esenciales o acabar hasta con el propio 
Derecho del Trabajo. 

La señora Maestro Martín defiende las enmiendas del 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per  Catalun- 
ya. Expone que estamos a punto  de incorporar al 
marco normativo de nuestro país una ley indispen- 
sable, que, sorprendentemente, llega con retraso y 
que no supone únicamente la incorporación de di- 
rectivas europeas, que, por lo demás, son normas 
mínimas que los Estados pueden y deben desarro- 
llar y mejorar e n  función de sus situaciones. E n  es- 
te sentido la situación laboral e n  accidentes de 
trabajo o e n  enfermedades profesionales es m u y  
grave e n  nuestro país y la obligación del legislador 
tendría que haber sido la de intervenir de manera 
más eficiente y rotunda para dar respuestas a esa 
situación, que reviste tintes más graves que e n  otros 
países de la Unión Europea. E n  el propio proyecto 
de ley que hoy debaten considera que se ha actua- 
d o  con racanería y de manera restrictiva, no estan- 
d o  a la altura de las circunstancias. 

I 
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Respecto a las enmiendas parciales presentadas al 
proyecto, son lógicamente la traslación de la enmien- 
da de totalidad presentada en su día para hacer fren- 
te a la situación a que antes aludía, especificando 
algunos de los aspectos concretos a que se refiere 
aquélla. 

El señor Hinojosa i Lucena defiende las enmiendas 
del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), califican- 
do de correcto y bueno el proyecto de ley que final- 
mente va a ser aprobado por la Cámara, después 
de muchas vicisitudes y tras el diálogo y el acuer- 
do en  algunos aspectos con las fuerzas sociales. Se 
trata de un proyecto que encontraban necesario da- 
da nuestra alta tasa de siniestralidad laboral, don- 
de debemos recuperar un retraso m u y  importante. 
Agrega que el proyecto contenía algunos defectos 
en su texto originario, pero en  gran parte han sido 
corregidos en Comisión, donde se han incorporado 
bastantes enmiendas de su Grupo Parlamentario, 
así como de otros grupos de la Cámara, con lo que 
el texto con el que hoy se encuentran, si no perfec- 
to sí es bastante acertado y espera que aún pueda 
mejorarse en  este trámite. 
A continuación alude a algunos de los puntos que, 
a su juicio, todavía pueden ser mejorados después 
del trámite de Comisión, a cuyo fin se dirigen las 
enmiendas de su Grupo, cuyo contenido resume. 

El  señor Mardones Sevilla defiende las enmiendas 
del Grupo de Coalición Canaria. Comienza retiran- 
do algunas de las que mantenía al proyecto, sobre 
el que, en  conjunto, realiza alguna valoración al- 
tamente positiva, salvo en  materia competencial. 
Expone, que dada la altura de perfección del pro- 
yecto, sus enmiendas son fundamentalmente per- 
feccionistas para introducir cuestiones de detalle, 
ya que aumentarían las garantías de seguridad tan- 
to para el trabajador como para la propia empresa. 
Termina mencionando el contenido concreto de di- 
chas enmiendas. 

El señor Camps Devesa defiende las enmiendas del 
Grupo Popular. Afirma que el proyecto de ley desa- 
rrolla una materia de enorme trascendencia hu- 
mana y social y, en  su globalidad, merece también 
una valoración positiva para su Grupo Parlamen- 
tario, ya que por fin España adapta su legislación 
a las normas europeas en  calidad de vida laboral. 
Sin embargo, esa valoración positiva inicial no les 
debe servir de excusa para olvidar el retraso en  la 
promulgación de una ley de enorme importancia 
para los trabajadores de este país, que ya en el deba- 
te de investidura de 1982 prometió don Felipe Gon- 
zález remitir a la Cámara. 
Se refiere a continuución a los altos índices de sinies- 
tralidad laboral, aun reconociendo que en los últi- 
mos años ha habido una mejoría, pero no es menos 

cierto que para atajarlo teníamos y seguimos tenien- 
do una legislación anticuada, preconstitucional en 
la mayoría de los casos, con una enorme dispersión 
de normas que hace imprescindible la articulación 
y desarrollo del marco normativo que con esta Ley 
se pone en marcha. Se trata, por otra parte, de una 
ley de principios, una ley marco que incorpora a 
nuestro Derecho interno los criterios de prevención 
contenidos en las normas comunitarias, que el Go- 
bierno ha tardado prácticamente cinco años en co- 
piar, y no del todo bien, dando lugar a lagunas a las 
que justamente van dirigidas las enmiendas del Gru- 
PO Popular. 
Concluye el señor Diputado resumiendo el conte- 
nido de las enmiendas en  cuestión. 

E n  turno en  contra de las enmiendas al proyecto de 
ley interviene en  primer lugar, en  nombre del Gru- 
po  Socialista, el señor Zambrana Pineda, que re- 
salta como primera característica del debate la 
práctica unanimidad de los grupos parlamentarios, 
estimando que nos hallamos ante una buena ley 
que, aunque algunos consideran que llega con re- 
traso, todos entienden que va a mejorar sensible- 
mente la situación de nuestro país en torno a este 
problema. Por consiguiente, cree que deben felici- 
tarse de que este texto salga adelante. 
Una segunda cuestión a resaltar es que el proyecto 
ha tenido importantes modificaciones a lo largo de 
su tramitación parlamentaria, en  el que se han in- 
corporado del orden de sesenta enmiendas en Co- 
misión, en  un espíritu de consenso de todos los 
grupos en  beneficio de la mejora de un texto que 
va a redundar en  la calidad del trabajo de los tra- 
bajadores españoles. 
Seguidamente procede a exponer la posición del 
Grupo Socialista en  relación con las enmiendas 
mantenidas por los grupos parlamentarios a los 
cuatro primeros títulos del proyecto de ley. 

Completa el turno en  contra de las enmiendas al pro- 
yecto de ley, en  representación del Grupo Socialista, 
el señor Arnau Navarro, destacando la importan- 
cia del Título V del proyecto, en el que se establece 
una serie de mecanismos de intervención, de con- 
trol, de información y de consulta por parte de los 
trabajadores y, en  definitiva, un foro de encuentro 
entre trabajadores y empresarios en  materias es- 
pecíficas de seguridad y salud. E n  este título y en  
los siguientes capítulos del proyecto se establece un 
cuadro muy  completo de derechos de los trabaja- 
dores al que las enmiendas que permanecen vivas 
no añaden ninguna iniciativa. 
Termina incidiendo en la idea general expuesta por 
todos los intervinientes de que se hallan ante un 
buen proyecto de ley defensor de los derechos de 
los trabajadores y de los funcionarios y nada cicate- 



- 
CONGRESO 

8091 - 
15 DE JUNIO DE 1995.-Nrs~. 154 

ro con la trasposición de las directivas comunita- 
rias. E n  segundo lugar, el esfuerzo de aproximación 
al resto de los grupos de la Cámara ha  quedado 
plasmado e n  el ((Diario de Sesiones», e n  el que 
consta la presentación y aceptación de 21 enmien- 
das transaccionales y otras varias e n  sus propios 
términos. Todas estas enmiendas, junto a las 3Opre- 
sentadas por el propio Grupo Socialista, cree que 
han servido para mejorar notablemente el proyec- 
to  del Gobierno. 

Replican el señor Olabarría Muñoz, la señora Maes- 
tro Martín y los señores Hinojosa i Lucena y Camps 
Devesa, duplicando los señores Zambrana Pineda 
y Arnau Navarro. 

Se  procede a las votaciones de las enmiendas debati- 
das anteriormente, así como a la del texto del dic- 
tamen de la Comisión, que es aprobado. 
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Presehta el proyecto de ley, e n  nombre del Gobierno, 
el señor Ministro de Justicia e Interior (Belloch 
Julbe), afirmando que la asistencia a las víctimas 
de delitos violentos constituye una antigua aspira- 
ción de los penalistas desde casi principios de este 
siglo, que se ha ido abriendo paso a paso hasta s u  
reconocimiento e n  la realidad social. Menciona al- 
guno de los textos más  significativos en el ordena- 
miento internacional, donde ese reconocimiento ya 
se ha producido, añadiendo que esa sensibilidad 
internacional ha tenido su  reflejo e n  la doctrina y 
e n  los trabajos prelegislativos de gobiernos ante- 
riores, que han  sido plasmados e n  el proyecto que 
ahora presenta la Cámara. Expone que el proyecto 
encaja plenamente e n  la razón de ser e incluso e n  
el marco prioritario de preocupaciones del Minis- 
terio de Justicia e Interior, suponiendo una acción 
conjunta desde distintos órganos de la Administra- 
ción que inciden e n  la preservación del ejercicio 
de los derechos y libertades de los ciudadanos. E n  
segundo lugar, supone una visión más  integral del 
fenómeno delictivo que incluye, además de la pre- 
vención y la represión, la consideración social de 
la víctima, situándola como elemento central de 
importancia dentro del conjunto del sistema. Supo- 
ne, por último, un ejemplo de solidaridad que tiene 
su  expresión e n  la acción redistributiva del Esta- 
do  sobre los ciudadanos víctimas, concretamente 
aquellos que hayan visto menguadas sus posibili- 
dades y sus libertades de un modo brutal y ajeno 
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a su voluntad y a s u  participación. Esta acción de 
solidaridad se manifiesta singularmente, aunque 
no sólo, e n  ayudas económicas que no  pretenden 
la reparación integral del daño, sino cubrir de una 
manera estandarizada las consecuencias que e n  ia 
vida de la víctima y de su  inmediato entorno sig- 
nifica la intromisión del fenómeno delincuencial. 
Agrega el señor Ministro que el proyecto se desa- 
rrolle e n  torno a los dos ejes fundamentales: por 
un lado, la red de asistencia general y, por otro, el 
sistema de ayudas públicas a las víctimas y a los 
beneficiarios. Para instrumentar ambos tipos de ac- 
ción el proyecto incluye, además, la creación de un 
órgano administrativo de gestión y regula la coor- 
dinación necesaria con las autoridades judiciales 
y con el ministerio público. 
Termina calificando el texto del proyecto como 
equilibrado y razonable entre las distintas opciones 
posibles y, sin duda, mejorable, como está seguro 
que sucederá e n  su  tramitación parlamentaria. 

Se suspende la sesión a las dos y quince minutos de 
la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor Trillo-Figueroa Martínez-Conde defiende la 
enmienda de totalidad de texto alternativo presen- 
tada por el Grupo Popular. Expresa la satisfacción 
de s u  Grupo porque, por fin, haya llegado a esta 
Cámara un proyecto de ley que viene a atender una 
demanda social largamente sentida y que ha provo- 
cado que el Grupo Popular presentase hasta cuatro 
proposiciones de ley para intentar dar una indem- 
nización a las víctimas de los delitos violentos, 
proposiciones que fueron sistemáticamente recha- 
zadas por la mayoría. Ocurre también que, además 
de esas iniciativas del Grupo Popular, ha habido 
otras muchas voces e n  la sociedad española que 
han  reclamado una ley que diera especial trato a 
las víctimas de los delitos violentos. Menciona, e n  
este sentido, las reiteradas recomendaciones del De- 
fensor del Pueblo desde el año 1990 y la unánime 
opinión de las Fiscalías provinciales, así como las 
constantes quejas de las asociaciones civiles y orga- 
nismos que se dedican a la defensa de los derechos 
de las víctimas y, más  ampliamente, de los dere- 
chos humanos. 
Agrega que el proyecto del Gobierno llega tarde y 
mal, lo que considera lamentable, ya que les hubie- 
ra gustado apoyarlo después de esperar tanto tiem- 
po. Afirma que el proyecto es defectuoso porque no 
afronta una filosofía capaz de solventar el proble- 
m a  que trata de resolver: la indemnización de los 
delitos violentos. El propio Ministro de Justicia e 
Interior ha sido bien claro al decir que no preten- 
den  la reparación integral, sino simplemente un 
sistema de ayudas, sistema que no satisface las pre- 
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tensiones de los interesados ni los planteamientos del 
Grupo Popular y que, además, es contradictorio en 
sí mismo. Es, por otra parte, un proyecto técnicamen- 
te malo e incompleto, contradictorio e incoherente, 
falto de rigor en sus propios términos y, sobre todo, 
un proyecto de carácter restrictivo en las ayudas que 
deben tener las víctimas de los delitos violentos. El 
proyecto del Gobierno es, además, bastante más cos- 
toso para el erario público que el que plantea alter- 
nativamente el Grupo Popular, aun siendo mucho 
más insuficiente en la cobertura de los daños y per- 
juicios que se puedan generar a las víctimas con oca- 
sión de la comisión de delitos violentos. 
A continuación explica las características princi- 
pales del texto alternativo presentado por el Gru- 
po Popular, en el que la indemnización se considera 
como un derecho de las víctimas y se incorpora con 
carácter amplio el concepto de daños y perjuicios 
sobre el que se establece el alcance y cobertura de 
la indemnización y ayuda, por lo que pide a la Cá- 
mara la aceptación de dicho texto alternativo. 

En turno en contra de la enmienda de totalidad in- 
terviene, en nombre del Grupo Socialista, el señor 
Mohedano Fuertes. Expone que la enmienda del 
Grupo Popular no constituye ninguna novedad, ya 
que es la copia literal de la proposición de ley que 
presentaron en el mes de noviembre de 1994 sin 
cambiar una sola palabra. Por otra parte, frente a 
la incoherencia que se achaca al Gobierno, recuer- 
da que la proposición del Grupo Popular, hoy repro- 
ducida en forma de enmienda, es absolutamente 
distinta y hasta contradictoria con otra proposición 
del mismo Grupo presentada en el Senado dos me- 
ses antes. Se trata, por lo demás, de un refrito de 
una parte de la ley francesa, reproducida por la Aso- 
ciación de Víctimas del Terrorismo y presentada a 
todos los Grupos parlamentarios. 
Frente a lo que el enmendante achaca al proyecto 
del Gobierno, tiene que decir que en el texto alter- 
nativo la actitud hacia la víctima del delito violen- 
to oscila entre la comprensión y la demagogia, 
entre la solidaridad hacia las víctimas y la mani- 
pulación de éstas. Se trata de una actitud absolu- 
tamente equivocada, mercantilista o economicista, 
frente al texto del proyecto de ley, que refleja una 
concepción de asistencia y ayuda a las víctimas y 
sus problemas, sin agotar su cometido en indem- 
nizaciones de tipo económico. 
Por otra parte, no debe excluirse, como se hace en 
la enmienda, ningún tipo de delitos de la ayuda y 
asistencia a las víctimas, ya que en un Estado so- 
cial dicha asistencia no debe ser meramente eco- 
nómica y, además, debe ser universal. 
Agrega que la enmienda de totalidad, a pesar de 
su visión estrictamente economicista, no ha hecho 
ningún cálculo económico de lo que supone, aun- 
que el señor Trillo-Figueroa diga que es más bara- 
ta que el proyecto de ley. 

Concluye señalando que el proyecto no es insufi- 
ciente y que, desde su punto de vista, constituye un 
paso histórico que se ajusta al Convenio Europeo, 
yendo más allá que aquél en muchos aspectos, por 
lo que, lógicamente, se opondrán a la enmienda de 
totalidad del Grupo Popular. 

Replica el señor Trillo-Figueroa Martínez-Conde y du- 
plica el señor Mohedano Fuertes. 

En turno de fijación de posiciones intervienen los se- 
ñores Olarte Cullen, del Grupo de Coalición Cana- 
ria, y Martínez Blasco, del Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya. 

Sometida a votación la enmienda de totalidad de tex- 
to alternativo del Grupo Popular, es rechazada por 
92 votos a favor, 147 en contra y una abstención. 

Página 

Proyecto de ley sobre concesión de un 
crédito extraordinario por importe de 
3.020.942.990 pesetas, para compensar el 
déficit de la Compañía 'hasmediterránea, 
S. A., comspondiente al ejercicio de 1993, 
por la explotación de los servicios de c e  
municaciones marítimas de interés 
nacional . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El señor Ministro de Economía y Hacienda (solbes Mi- 
ra), presenta el proyecto de ley sobre concesión de 
un crédito. Se trata de compensar el déficit de la 
Compañía Trasmediterránea correspondiente al ejer- 
cicio de 1993 y que tiene su origen en el Real Decre- 
to 187d78por el que se aprueban las bases a las que 
ha de ajustarse el contrato suscrito entre el Estado 
y dicha Compañía, contrato que tiene una duración 
de veinte años y que establece que el equilibrio 
económico-financiero de los servicios se obtendrá a 
través de las aportaciones del Estado, cuyas cuantías 
se fijarán cada año. 

El señor Camisón Asensio, en nombre del Grupo Po- 
pular, expone las razones por las que se ha presen- 
tado una enmienda de totalidad al proyecto de ley, 
a pesar de lo cual finaliza su intervención señalan- 
do que, dado que la desacertada gestión de la Com- 
pañía está consumada y también que ha habido un 
cambio en la Presidencia de la empresa, con visos de 

mejores propósitos en su gestión, van a dar un perío- 
do de gracia y en este momento retiran la enmienda 
de totalidad, mostrando así su buena voluntad y que- 
dando a la espera de que, de una vez por todas, se 
corrija el desgobierno de esta empresa pública. 

Interviene el señor Padrón Delgado, en nombre del 
Grupo Socialista. 

Se levanta la sesión a las cinco y cincuenta minutos 
de la tarde. 

8149 
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Se reanuda la sesión a las nueve de la mañana. 

ENMIENDAS DEL SENADO 

- PROYECTO DE LEY DE MODERNIZACION DE 
LAS EXPLAXACIONES AGRARIAS (Número de ex- 
pediente 121 /000061) 

- PROYECTO DE LEY ORGANICA POR LA QUE SE 
MODIFICAN DETERMINADOS PRECEPTOS DEL 
CODIGO PENAL RELATIVOS A LOS DELITOS 
CONTRA LA HACIENDA PUBLICA Y CONTRA LA 
SEGURIDAD SOCIAL (Número de expediente 
1211000069) 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Punto séptimo del orden del día: Enmiendas del Se- 

nado. Enmiendas al proyecto de ley de modernización 
de las explotaciones agrarias. 

¿Grupos que desean fijar su posición en relación con 
este proyecto? (Pausa.) 

¿Grupos que desean fijar su posición en relación con 
el proyecto de ley orgánica por la que se modifican de- 
terminados preceptos del Código Pedal relativos a los 
delitos contra la Hacienda pública y contra la Seguri- 
dad Social? (Pausa.) 

Enmiendas al proyecto de ley de modernización de 
las explotaciones agrarias. Por el Grupo de Coalición 
Canaria tiene la palabra el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA: Muchas gracias se- 
ñor Presidente. 

Coalición Canaria va a votar favorablemente todas las 
enmiendas que procedentes del Senado se han presen- 
tado a este proyecto de ley de modernización de explo- 
taciones agrarias. En su mayoría son enmiendas de 
corrección, de perfeccionamiento técnico y de aclara- 
ción de sentido para dar mayor seguridad jurídica. 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE: Un momento, señor Mar- 

Señorías, les ruego que guarden silencio. (Pausa.) 
Cuando quiera señor Mardones. 

dones. 

El señor MARDONES SEVILLA Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Como venía diciendo, por entender que unas son de 
mejora técnica y que otras introducen aclaraciones que 
dan mayor seguridad jurídica en sus cláusulas es por 
lo que merecen nuestro voto afirmativo. 

Señor Presidente, dado que ha sido objeto de conver- 
saciones con los portavoces de los distintos grupos par- 
lamentarios y para que sea tenido en cuenta por los 
servicios de la Cámara, quiero hacer una observación 
sobre el artículo 14, que no ha sido enmendado en el 

Senado. Posiblemente se deba a algún cambio en los ca- 
lificativos de las explotaciones, pero entendemos que 
:n el artículo 14 estamos hablando no de explotacio- 
nes asociativas prioritarias, sino de explotaciones agra- 
rias. Otra observación, para que también sea tenida en 
xenta por los servicios de la Cámara si se estima con- 
veniente, es la referida concretamente, en la página 40 
del texto que se nos ha entregado a los portavoces, a 
la disposición adicional sexta, relativa a la Comunidad 
Autónoma de Canarias. Como portavoz de Coalición Ca- 
naria apoyamos esta disposición adicional sexta (que 
Fue como salió del Congreso para el Senado: hoy quin- 
ta precisamente por la enmienda que introduce el Se- 
nado) en la que no tiene nada que ver el título con el 
contenido al cambiarle el número, porque nos estamos 
refiriendo a los agricultores profesionales, no a los agri- 
cultores a título principal. Por tanto, la observación que 
hago, señor Presidente, es que cuando se dice: «No obs- 
tante lo establecido en el artículo 2.6 ... » hay un error 
y tiene que decir a,.. artículo 2.5 ... », que es al que se re- 
Fiere específicamente el párrafo que encabeza esta dis- 
posición adicional quinta que introdujo la enmienda del 
Senado. Y lo digo a efectos de que sea tenida en cuenta. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Mardones. 
Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 

palabra el señor Tubert. 

El señor TUBERT 1 ALSINA Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo para fijar la posición del Grupo Ca- 
talán (Convergencia i Unió) relativa a las enmiendas 
introducidas en el Senado a la ley de modernización de 
las explotaciones agrarias y, en definitiva, a su apro- 
bación final. 

Quiero constatar que la mayoría de las enmiendas 
son de carácter técnico, lo que indica el grado de con- 
senso con que salió la propuesta de esta Cámara. Del 
resto destacamos dos de las enmiendas que considera- 
mos oportunas. Una, la introducida al artículo 2P y otra 
a la disposición adicional sexta. 

La introducida al artículo 2P, que amplía la conside- 
ración de actividad complementaria del titular de la ex- 
plotación, permite que dicho titular, como consecuencia 
de ser electo en cargo público, ya sea en instituciones 
de carácter representativo o en órganos de representa- 
ción sectorial: sindical, cooperativo y de organización 
profesional, por el mero hecho de ser elegido cargo pú- 
blico no tenga que renunciar a las líneas de ayuda ofi- 
cial y quede protegido en su condición de titular de 
explotación. Ello permite la participación de todo un 
colectivo de personas arraigadas en el sector produc- 
tor en este tipo de cargos. Cargos que muchas veces son 
muy poco consistentes, bien por el tiempo de su dura- 
ción, bien por su remuneración. Destacaría también de 
esta enmienda el hecho de que sienta un precedente en 
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la legislación del sector. Hago mención a ello porque 
creo que es bueno que se tenga presente introducir en 
todas y cada una de las nuevas opciones que se consi- 
dere pertinente. 

Respecto a la disposición adicional sexta, nosotros 
la apoyamos porque creemos que es oportuno benefi- 
ciar fiscalmente en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas la transmisión de determinadas fin- 
cas rústicas o explotaciones agrarias, persiguiendo dos 
objetivos: consolidar la explotación familiar agraria e 
incorporarlas, con la tutela de las administraciones pú- 
blicas a proyectos de bancos de tierra o proyectos de 
medio natural. Entendemos que es una orientación nue- 
va que se abre y que forma parte del espíritu de la pro- 
pia ley. 

Permítanme hacer una referencia desde una óptica 
general. Nuestro Grupo entiende que tenemos una muy 
buena ley. Evidentemente habrá que desarrollarla a ni- 
vel autonómico porque ha sido muy respetuosa con el 
tema competencial, aparte de establecer un compromi- 
so especial para las comunidades autónomas, sobre 
todo para aquellas que tienen transferidas todas las 
competencias. Es una ley a la que habrá que darle una 
dotación económica suficiente. No podemos repetir 
viejos errores. No se puede poner un instrumento en 
manos del sector y, después, a la hora de darle soporte 
económico poner límites, pues se crean expectativas y 
en este momento ello no es bueno para el sector agrario. 

Desde el Grupo Catalán (Convergencia i Unió) hubié- 
ramos sido más audaces en la redacción de algunos 
apartados, como así se preveía en las muchas enmien- 
das que presentamos. Realizamos un trabajo muy con- 
sistente y razonado, pero hemos renunciado a una parte 
importante de dichas enmiendas con el fin de ser cons- 
tructivos y positivistas. Creo que se ha instrumentado 
una ley muy válida que va a permitir reestructurar la 
base productiva del Estado español, que va a permitir 
poner las explotaciones de nuestro campo a nivel co- 
munitario y que corregirá sin duda la tendencia del en- 
vejecimiento del campo, de las fincas limitadas en su 
extensión o incluso las limitaciones que hoy sufrimos 
en los procesos de transformación o comercialización. 

En definitiva, el punto más importante por el que no- 
sotros damos soporte a esta ley es porque creemos que 
se va a conseguir el objetivo de que los agricultores po- 
damos sacar una renta digna de los procesos de pro- 
ducción. Es interesante la renta añadida mediante los 
procesos de transformación y comercialización, pero 
es básico que en nuestra actividad principal y prima- 
ria tengamos una renta digna suficiente, ya sea por las 
vías de producción habituales, ya por las vías de pro- 
ducción mediante las que se abren nuevas puertas co- 
mo el ocio rural o la conservación medioambiental. 

En esta Cámara, señorías, se tratan muchos temas en 
relación con el sector agrario, tanto sectoriales como 
territoriales y técnicos, pero creo que todos tenemos 

que congratularnos de que se apruebe esta ley porque, 
como decía mi compañero de Grupo Pere Vidal, en su 
momento, es una de las leyes más importantes aproba- 
das por el sector agrario desde la recuperación de la 
democracia. 

Por todo ellos vamos a votar a favor, y vamos a votar 
a favor con especial ilusión. Además, nos congratula- 
mos de que el Partido Popular haya variado su posición 
desde que el proyecto salió de esta Cámara -lo deci- 
mos por cómo se ha pronunciado en el Senado-, por- 
que entendemos que es bueno que una ley con esta 
repercusión en el sector sea aprobada con el consenso 
de toda la Cámara. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Tubert. 
Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 

lunya, la señora Rivadulla tiene la palabra. 

La señora RIVADULLA GRACIA Señor Presidente, 
señorías, voy a ser breve puesto que hemos tenido oca- 
sión de debatir el contenido de esta ley en Comisión y 
en Pleno. Ahora nos llegan las enmiendas del Senado, 
a las cuales ya anuncio que nuestro Grupo va a votar 
favorablemente aquellas que se refieren a la exposición 
de motivos, que entendemos que son técnicas y que me- 
joran la sintaxis del texto, pero nos vamos a abstener 
en el resto, por cuanto se refieren a un articulado que 
nuestro Grupo ha votado sustancialmente en contra. 

Lamento no compartir la satisfacción que ha expre- 
sado el portavoz del Grupo Catalán (Convergencia i 
Unió) en relación a la bondad de la ley. Pienso que el 
Senado se ha preocupado de eliminar aquella opera- 
ción de maquillaje que consistía en titular el artículo 
4 <<Explotaciones familiares », cosa que no se correspon- 
de con el texto del articulado de la ley. Tengamos en 
cuenta, señorías, que con esta ley nos estamos cargan- 
do el concepto de explotación familiar agraria. De he- 
cho, esta ley deroga la Ley 49/1981, del Estatuto de la 
Explotación Familiar y de los Agricultores Jóvenes, y 
al no exigirse en esta ley que la explotación sea fami- 
liar, o sea, que los trabajos sean realizados fundamen- 
talmente por los titulares de la explotación, desaparece 
de nuestra legislación el concepto de explotación fami- 
liar, cosa que no sucede en el Derecho comparado de 
los países de la Unión Europea. Quiero recordar que 
el carácter de familiar no consiste en que el trabajo lo 
hagan los miembros de la familia, sino que sean los ti- 
tulares fundamentalmente los que desarrollen los tra- 
bajos personalmente, a pesar de que puedan tener 
trabajadores asalariados, pero sin superar el número 
de los que son titulares más sus familias. 

Aquí se ha producido una opción, la opción del PSOE 
y del PP, compartida también por CiU. Se ha decidido 
optar por apoyar a las empresas competitivas, entre co- 
millas. Estamos otra vez con el objetivo de la moderni- 
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dad, que tan malos resultados ha dado en nuestro país 
en políticas económicas y en políticas industriales. Me 
da la impresión de que ese modelo se pretende traspa- 
sar al agro español. Esperemos que los resultados no 
sean aquellos a los que nos han llevado unas políticas 
equivocadas, erróneas, que se han producido en este 
país desde 1985. Si lo que se pretende es favorecer a 
las empresas competitivas, entre comillas, lo que se ha 
hecho en realidad a través del articulado es excluir a 
las pequeñas empresas. Al exigir una renta mínima de 
referencia, al exigir una unidad económica determina- 
da, hemos dejado fuera un montón de empresas. Yo di 
aquí datos que no han sido respondidos. Son datos del 
Ministerio de Agricultura en los que, según la proyec- 

-ción que hizo don José María Sumpsi en toda una se- 
rie de estudios referidos a las explotaciones agrarias, 
proyectando esos datos con el censo agrario de 1989, 
resulta que con esta ley, señorías, sean conscientes de 
ello, estamos dejando de estimar prioritarias 1.700.000 
explotaciones que se considera que son pequeñas y, por 
tanto, no vamos a desperdiciar dinero público en ayu- 
dar a esas empresas. Y no son pequeñas, señorías. Lo 
que pasa es que la renta de referencia está disminuida 
porque hay bastante trabajo, un trabajo familiar que 
incorporan a la explotación. 

Estamos considerando obsoleto el concepto de explo- 
tación familiar agraria. Ya dije que me hubiese gusta- 
do estar en aquella legislatura, cuando se discutió en 
1981, en esta Cámara, la ley del Estatuto de la Explota- 
ción Familiar Agraria y de los Agricultores Jóvenes, por- 
que entonces hubiésemos podido hacer una mayoría de 
izquierdas porque defendíamos el mismo modelo: el de 
defensa de la explotación familiar agraria. El Partido 
Socialista donde dice digo digo Diego y ahora conside- 
ra obsoleto, considera caduco el concepto de explota- 
ción familiar, cuando en nuestro país representa, según 
datos del Ministerio de Agricultura, el 75 por ciento del 
trabajo agrario. Sin embargo, señorías, se ha optado por 
un modelo que se aleja de las recomendaciones del in- 
forme del CES, del Consejo Económico y Social. Punto 
por punto de lo que ha ido recomendando el CES en 
cuanto a las empresas que había que considerar prio- 
ritarias, se ha optado justamente por el modelo contra- 
rio. Es un modelo lleno de coladeros para, incluso, dar 
ayudas a aquellas explotaciones que no son prioritarias. 
Pero es que ese modelo, señorías, está en sintonía con 
la política agraria que se está llevando en este momen- 
to en nuestro país, con la que se está favoreciendo a los 
grandes productores en detrimento de los pequeños. Me 
refiero concretamente a decretos importantísimos que 
han ido a favorecer a grandes productores del sector 
del tomate en fresco, poniendo en grades dificultades 
a los pequeños y medianos agricultoEs que no solamen- 
te ven que se les da dinero a los que ya tienen, sino que 
esos empresarios deslocalizan sus producciones, se van 
a Marruecos, y luego entran en competencia con nues- 

tros productos. Eso es lo que está pasando en nuestro 
país, señorías. 

De las enmiendas que nuestro Grupo había presen- 
tado en el Senado y en el trámite del Congreso, han si- 
do solamente votadas favorablemente aquéllas en las 
que solicitábamos que las ayudas a los jóvenes agricul- 
tores se hiciesen también extensivas a los asalariados 
agrarios. Nos felicitamos de haber podido obtener es- 
ta solución que entendemos que será muy beneficiosa 
para los asalariados del campo. También hemos con- 
seguido elevar la edad de 60 años, como estaba previs- 
to en el proyecto de ley, a los 65, para ser considerado 
como titular prioritario. Nos parece que esta medida 
es de sentido común y, por tanto, nos felicitamos de ha- 
berla podido sacar adelante. 

Señorías, en una de las enmiendas del Senado a la 
disposición adicional sexta vuelve a salir otra vez un 
eufemismo jurídico en nuestro país ¿Qué son los ban- 
cos de tierra? Nosotros sí que sabemos lo que son los 
bancos de tierra, los hemos defendido, están en nues- 
tro programa y si gobernásemos los llevaríamos ade- 
lante. Pero ¿qué son los banco de tierra en un país que 
tiene un gobierno que no ha definido jurídicamente el 
concepto de banco de tierra? No se puede hablar de 
banco de tierra. Además, teníamos una enmienda en la 
que pedíamos el derecho de tanteo y retracto a favor 
de las administraciones, precisamente para que pudie- 
sen ejercer ese derecho a comprar la tierra y poderla 
distribuir después. Eso fue denegado, fue votado en 
contra y ahora se nos habla de nuevas exenciones de 
carácter fiscal para favorecer a unas explotaciones prio- 
ritarias de carácter muy amplio que compran y a unos 
bancos de tierra cuyo concepto, como digo, no está ju- 
rídicamente definido. Definan primero el concepto y 
después podremos votar enmiendas de esta categoría. 
Con la supresión del concepto de explotación familiar 
agraria, y de todo lo que lo beneficia, estamos dejando 
un gran vacío que será ocupado por personas que no 
son agricultores y que se van a poder beneficiar de las 
ayudas y, en cambio, vamos a dejar a explotaciones de 
tamaño pequeño y mediano sin ningún tipo de ayudas 
y a ver dónde vamos a parar. 

Termino diciendo a los portavoces y a los represen- 
tantes del Grupo Socialista que, lamentablemente, es- 
tán dejando en manos de la alternancia un instrumento 
importante para hacer política de derecha agraria. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Rivadulla. 
Por el Grupo Popular tiene la palabra el señor 

Ramírez. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ Señor Presidente, 
señorías, las enmiendas que nos remite el Senado al 
proyecto de ley de modernización de explotaciones 
agrarias van a ser votadas afirmativamente por el Gru- 
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PO Popular. Son, como se ha dicho, enmiendas de ca- 
rácter técnico que perfeccionan un texto que, como se 
recordará, fue votado con la abstención de nuestro Gru- 
po en el trámite que sufrió el proyecto de ley en esta 
Cámara. Por tanto, nada tenemos que añadir ni decir 
en relación con las enmiendas del Senado, que son en- 
miendas técnicas. Hay que tener en cuenta y reiterar 
lo dicho por el representante de Coalición Canaria res- 
pecto a la redacción de estas enmiendas que podría im- 
pedir una interpretación exacta del proyecto de ley, por 
lo que espero que los servicios de la Cámara la rectifi- 
quen. Poco más podemos decir respecto a estas enmien- 
das. No obstante, en este último paso del proyecto de 
ley por la Cámara sería conveniente hacer una referen- 
cia crítica al contenido de la ley. 

Nosotros nos abstuvimos porque entendimos que la 
Ley era una oportunidad perdida de la sociedad agra- 
ria española para enfrentarse a su modernización. Nos 
abstuvimos porque el proyecto de ley no contemplaba 
con generosidad aquel otro aspecto de la agricultura, 
la agricultura asocidada, la agricultura cooperativa, la 
agricultura de medios de producción puestos al servi- 
cio de la comercialización de sus productos, habida 
cuenta de que el proyecto de ley nada decía y nada di- 
ce respecto al mundo asociativo agrario, al mundo co- 
mercializador. Entendíamos que las remisiones a los 
límites de las rentas de referencia excluían, por abajo 
y por arriba, a un importante número de agricultores. 
Igualmente entendíamos que el grupo mayoritario y los 
grupos que le apoyan no habían sido capaces de defi- 
nir aquellos aspectos importantes como el agricultor 
a tiempo parcial y aquellos elementos fundamentales 
a la hora de establecer un cuadro de ayudas generosas 
y claras a los efectos de aplicación de la ley, por lo que 
creíamos que se iba a perder una oportunidad. La ley 
está nuevamente aquí. El Senado ha introducido unas 
pequeñísimas enmiendas y modificaciones que van a 
ser asumidas por nuestro Grupo pero nos sigue que- 
dando la duda de si no hemos perdido una gran opor- 
tunidad, la oportunidad que nos recomendaba en su 
informe el Consejo Económico y Social, el cual nos de- 
cía que el proyecto abandonaba al mundo cooperativo, 
al sector más dinámico de la agricultura española, y 
que no lo contemplaba. Nosotros seguimos teniendo la 
duda, la gran duda de que con la aprobación definitiva 
de este proyecto de ley el campo español ha perdido una 
gran oportunidad. 

Muchas gracias. 

' 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señor 

Por el Grupo Socialista tiene la palabra el señor To- 
Ramírez. 

rres Sahuquillo. 

El señor TORRES SAHUQUILLO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, tomo la palabra para anunciarles que el 
Gmpo Parlamentario Socialista votará favorablemen- 
te las enmiendas del Senado contenidas en el mensaje 
motivado que nos ha remitido la Cámara, y lo hará por 
entender que el Senado no ha introducido ninguna mo- 
dificación sustancial en el proyecto de ley que debatió 
y aprobó esta Cámara, y por entender también que, en 
todo caso, en una enmienda singular que ha presenta- 
do lo que ha hecho, a nuestro juicio, es mejorar de ma- 
nera considerable el proyecto de ley. Me refiero a la 
nueva disposición adicional sexta que reconoce unos 
beneficios fiscales relativos al Impuesto sobre la Ren- 
ta de las Personas Físicas para la transmisión de de- 
terminadas fincas rústicas y explotaciones agrarias. 
Ello no hace sino redundar para conseguir que la mo- 
vilidad del mercado de la tierra sea mayor, puesto que 
si así no fuere podría producirse un cuello de botella 
que hiciera casi inviable o de muy difícil aplicación la 
propia ley cuando ésta lo sea. 

Resumiendo, votaremos favorablemente todas las en- 
miendas. Debo añadir no obstante, señorías, en concor- 
dancia con lo dicho por el señor Mardones en su 
intervención, que a las dos Cámaras, al Congreso en el 
primer trámite y después al Senado, se nos pasó un 
error técnico que se contempla en la actual disposición 
adicional quinta, antes sexta, del proyecto de ley, en la 
que se habla de agricultores a título principal en la Co- 
munidad Autónoma de Canarias. Lo que realmente de- 
be decir el título, puesto que el texto del artículo se 
refiere a ello, es «Agricultores profesionales en la Co- 
munidad Autónoma de Canarias)) y, asimismo, como de- 
cía el señor Mardones donde se hace referencia al 
artículo 2P6 debe hacer la referencia al artículo 2P5. 
Todos los grupos de la Cámara estamos de acuerdo en 
que esto es un error técnico que debe corregirse, y es- 
peramos que así se haga. 

Igualmente, aunque parece que esta corrección es di- 
fícil de producirse ahora, sí me gustaría dejar constan- 
cia, puesto que también todos los grupos de la Cámara 
están de acuerdo en ello -en este caso me atrevo a ser 
portavoz de todos-, que en el artículo 14 del proyecto 
de ley, aprobado definitivamente por el Senado, y es- 
pero que hoy por esta Cámara, no queremos que la acep- 
ción «agrarias», a continuación de «cooperativas» en 
la línea novena, signifique ningún tipo de restricción 
para las cooperativas en general, para que conste que 
el espíritu del legislador, a la hora de aprobar esta ley, 
es que todos los tipos de cooperativas contemplados en 
el artículo 7P de la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, so- 
bre Régimen Fiscal de las cooperativas, todos los tipos 
de cooperativas que establece este artículo 7 como es- 
pecialmente protegidas, lo sean también a los efectos 
de esta ley, y todas ellas gocen de la bonificación de la 
cuota íntegra en el Impuesto de Sociedades del 80 por 
ciento. Repito, este es el espíritu del legislador, por lo 
que esperamos que sirva a la hora de la interpretación 
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de la ley, aunque la redacción quizás no esté del todo 
acorde con el espíritu que queremos que tenga esta ley 
y sobre todo este artículo. 

Finalmente, para terminar, hacer una referencia al 
conjunto de la ley. Hemos vuelto a reproducir, creo que 
innecesariamente, un debate que ya hemos mantenido 
en esta Cámara, primero en Comisión, después en Ple- 
no, y creía que hoy no era necesario hacerlo, pero, na- 
turalmente respeto la opinión de otros grupos de hacer 
un debate de totalidad. La señora Rivadulla, de Izquier- 
da Unida, ha hecho ese debate completo, ha reabierto 
aquí todo el debate anterior, ha vuelto a manifestar que 
las explotaciones familiares agrarias están fuera de este 
proyecto de Ley. En repetidas ocasiones, le hemos ar- 
gumentado que esto no es así, y seguimos convencidos 
de que no es así, porque, si así fuere, mi Grupo no po- 
dría apoyar este proyecto de ley, y lo apoya desde el 
principio. Por lo tanto, pensamos que Izquierda Unida 
no tiene razón cuando hace esa apelación, aunque nos 
parece legítimo que la haga, naturalmente. 

Por todo ello, nos parece que éste es un magnífico pro- 
yecto de ley que sin duda tendrá algunas carencias, que 
en todo caso se irán demostrando con su aplicación y 
que, probablemente, pasado algún tiempo, quizá nece- 
site algún retoque, porque también es verdad que en 
muchos de sus aspectos es algo nuevo, pero, en cual- 
quier caso, nos parece un magnífico instrumento para 
la mejora de las estructuras agrarias. Por eso es por lo 
que desde un principio hemos estado apoyándolo. 

Por otra parte, lamentamos que la contradicción que 
se evidencia dentro del seno de Izquierda Unida entre 
sus dos grupos parlamentarios del Congreso y del Se- 
nado tenga que ser aprovechada para venir a reabrir 
el debate, puesto que el Grupo de Izquierda Unida en 
el Senado ha votado favorablemente este proyecto de 
ley, cuando el Grupo de Izquierda Unida en el Congre- 
so lo votó en contra en el trámite del Congreso y hoy 
se va a abstener otra vez. Por ello, si hay alguna contra- 
dicción, lo lamentamos, pero no tiene sentido querer 
que se reabra este debate. 

Finalmente, señora Rivadulla, los bancos de tierras 
hay que crearlos en las comunidades autónomas. Por 
ejemplo, en Aragón -seguramente su compañero lo sa- 
be muy bien- el Gobierno socialista de don Santiago 
Marraco y el grupo parlamentario que le apoyaba, creó 
el Banco de Tierras en Aragón, y la verdad es que los 
bancos de tierras no han tenido aplicación, lamentable- 
mente, porque los gobiernos posteriores no han queri- 
do ponerlo en marcha, pero los bancos de tierras están 
creados y se debe y se pueden crear en las comunida- 
des autónomas, porque no necesariamente hay que 
crear un banco de tierras a nivel estatal. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE. Gracias, señor Torres. 

El señor PRESIDENTE Enmiendas del Senado al 
proyecto de ley orgánica por la que se modifican deter- 
minados preceptos del Código Penal relativos a los de- 
litos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad 
Social. 

Por el Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor 
3labarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, para comentar en un breve intervención que 
mi Grupo se considera satisfecho con lo que se ha in- 
troducido en el Senado en relación a este importante 
proyecto de ley. Proyecto de ley que regula la nueva ti- 
pificación de los delitos contra la Hacienda pública, 
rontra la Seguridad Social y contra -y esto es una no- 
vedad importante que conviene consignar- la obten- 
ción fraudulenta de subvenciones obtenidas tanto .de 
las administraciones autonómicas como de la Adminis- 
tración central del Estado, como de la Administración 
o administraciones de la Unión Europea. 

Señor Presidente, por tanto, mi Grupo quiere mani- 
€estar expresamente su satisfacción; no obstante, tam- 
bién quiere comentar, aobiter dicta)) y con rapidez, 
algunos de los recelos y algunas de las renuncias que 
este proyecto de ley, a pesar de su buena concepción 
general, todavía le genera. 

En primer lugar, señor Presidente, tenemos un orde- 
namiento punitivo que está constituido- y parece ver- 
gonzoso comentarlo pero, lamentablemente, es así- 
por no menos de 617 normas jurídicas, de diferente ran- 
go jurídico formal. Nos encontramos con un ordena- 
miento punitivo de auténtico aluvión, sin ninguna 
consistencia sistemática por lo menos hasta que se 
apruebe el Código Penal que se está debatiendo en es- 
tos momentos en las Cámaras, constituido por 619 le- 
yes, orgánicas, ordinarias, reales decretos-leyes, reales 
decretos legislativos, decretos, decretos legislativos, re- 
soluciones de la Fiscalía General del Estado, resolucio- 
nes de la Fiscalía del Tribunal Supremo, circulares, 
tratados internacionales, cartas sociales europeas y no 
europeas, en definitiva, un ordenamiento jurídico de 
auténtico aluvión o un ordenamiento jurídico sin la con- 
sistencia sistemática que el más elemental requerimien- 
to de seguridad jurídica debe exigir, perentoria e 
intensamente, a un sector del ordenamiento jurídico co- 
mo es el punitivo, y separando el debate de esta ley del 
debate general del Código Penal no estamos precisa- 
mente contribuyendo a mejorar la consistencia siste- 
mática de nuestro ordenamiento penal. Esa es la prime- 
ra reflexión crítica que mi Grupo considera pertinente 
hacer, señor Presidente. 

La segunda hace referencia a manifestaciones, lúci- 
das pero discutibles, que el señor Espasa hizo en su día 
en esta Cámara, y no quiero abrir un turno de alusio- 
nes con estos comentarios, que son nominalistas, y lo 
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son en el sentido, primero, más admirativo del térmi- 
no y luego por la necesidad de tensionar dialécticamen- 
te con quien mantiene opiniones discrepantes con todos 
los demás grupos parlamentarios de esta Cámara. El 
señor Espasa hizo una curiosa reflexión, un curioso ca- 
lificativo de la naturaleza jurídica de estas normas... 

El señor PRESIDENTE: Señor Olabarría, en la me- 
dida en que sea posible y no le resulte imprescindible, 
le ruego que consuma el turno para fijar la posición 
sobre las enmiendas del Senado y no para continuar 
un debate con el señor Espasa, que es un debate cerra- 
do y que tuvo su momento procesal oportuno. 

El señor OLABARRIA MUfiOZ Tiene toda la razón, 
señor Presidente, como siempre. 

Alguien dijo en esta Cámara que las conductas que 
se tipifican en este momento en este proyecto de ley 
eran conductas que debían ser tipificadas de otra ma- 
nera, que este delito se debía conceptuar o calificar co- 
mo delito de conducta. La verdad es que ésta es una 
reflexión dogmática de difícil ubicación en nuestro De- 
recho penal, en nuestro Derecho punitivo. Yo no sé qué 
es un delito de conducta. Los delitos se cometen me- 
diante la incursión o la realización del hecho tipifica- 
do como delito, del injusto penal, si bien tiene razón 
parcialmente el señor Espasa -perdón alguien-, tie- 
ne razón quien dijera que también cabe la comisión de 
todos los delitos, no sólo de éste, en grado de tentativa, 
en grado de frustración y a través de diferentes parti- 
cipaciones de naturaleza personal en su comisión; ca- 
be la apología -que en el nuevo Código Penal se va a 
transformar en provocación-, cabe la proposición, ca- 
be la conspiración, etcétera. Sin embargo, en delitos de 
resultado (y a quien diga lo contrario hay que comen- 
társelo con esta claridad), como todos son de resulta- 
do, cabe la tentativa y la frustración, y comete el delito 
quien defrauda a la Hacienda Pública, comete el deli- 
to quien obtiene fraudulentamente subvenciones y co- 
mete el delito quien incurre en cualquiera de los tipos 
que expresamente se consideran en estos preceptos. 

La ley está muy bien concebida, y la ley está muy bien 
concebida sobre todo después del trámite del Senado, 
y mediante la elevación -y esto es lo más importante 
que se puede comentar ya en este trámite de valoración 
de las enmiendas del Senado, su recomendación o su 
reconvención era muy pertinente por ello, señor Presi- 
dente-, tras la elevación del umbral de punibilidad, 
tras la elevación del límite de la cuantía del delito fis- 
cal a 15 millones de pesetas. Eso es lo que mi Grupo 
siempre pretendió y eso es lo que formaba parte del 
consenso tácito, primigenio que sirvió incluso de for- 
ma finalista, teleológica para la presentación de este 
proyecto a las Cámaras, y esto también es el requeri- 
miento de múltiples interlocutores sociales y agentes 
económicos, y con esto estamos reflejando lo que la so- 

ciedad o lo que parte importante de la sociedad quiere 
y, por tanto, estamos incorporando a la configuración 
jurídica de estos delitos lo que es un valor dilecto para 
el ordenamiento jurídico, el valor de la justicia, en es- 
te momento acreditada o acreditable incluso en térmi- 
nos estadísticos. Desde esa perspectiva el umbral de 
punibilidad en 15 millones de pesetas, tal como ha que- 
dado redactado en el Senado, excluyendo de esta con- 
figuración cuantitativa los porcentajes de aplicación 
sobre la cuota, que no provocaban más que problemas 
de interpretación y de aplicación del precepto, nos pa- 
rece que provee a este delito de una regulación jurídi- 
ca correcta y, sobre todo, lo más importante, justa en 
opinión de nuestro Grupo Parlamentario. 

Una de las perversiones en que se incurrieron, por 
lo menos en la primera ronda en que se debatió este 
proyecto de ley orgánica en el Congreso, era su peligrosa 
personalización. En debates periodísticos, incluso en 
debates políticos astricto sensu» se vinculó un poco o 
bastante la cuantificación o el umbral de punibilidad 
a los avatares jurídico-procesales del señor Mariano Ru- 
bio, y nosotros ya lo comentábamos, esto nos parecía 
una perversión incalificable. Nos importa mucho lo que 
le vaya a pasar en el futuro a Mariano Rubio, no en va- 
no yo participé en la Comisión de Investigación que in- 
dagó en sus irregularidades, y un compañero de mi 
Grupo fue el Presidente de esta Comisión, pero me im- 
porta una higa lo que le pase a Mariano Rubio -si la 
expresión no es improcedente reglamentariamente-, 
me parece irrelevante lo que le ocurra a Mariano Ru- 
bio en el momento de configuración intelectual y de 
configuración jurídica posteriormente de este injusto 
penal, de esta figura delictiva. Desde esa perspectiva, 
todo es bueno en esta ley prácticamente, salvo una co- 
sa, señor Presidente, cual es la regulación de la que se 
denomina, bien denominada, excusa absolutoria que se 
prevé para los que espontáneamente regularicen su si- 
tuación antes de determinados momentos que expre- 
samente se consignan en el proyecto de ley, es decir, 
antes del inicio de las actuaciones inspectoras de la ins- 
pección tributaria y antes de la interposición de que- 
rellas cuando la querella se interponga contra un 
comitente personal de un delito fiscal. Sin embargo, no 
nos oponemos tampoco a que se prevea o a que se re- 
gule esta denominada excusa absolutoria, si bien lo ha- 
cemos desde el recelo y desde la prevención de que éste 
va a ser el único delito en nuestro Derecho Penal en el 
que la reparación espontánea del daño causado provee 
de excusa absolutoria, y, además, son las únicas excu- 
sas absolutorias o va a ser la única excusa absolutoria 
que se consigne en el Derecho penal salvo los ya cono- 
cidos supuestos de despenalización del aborto, que son 
los tres supuestos que SS. SS. conocen y que también 
proceden u operan en forma de excusa absolutoria 
cuando concurran las circunstancias o los supuestos 
o las indicaciones de despenalización del aborto que 
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se prevén en nuestro Derecho penal en este mo- 
mento. 

No obstante, como son reflexiones de posibilismo efi- 
ciente las que hay que hacer en el ámbito tributario, 
y las reflexiones de posibilismo eficiente nos conducen 
a pesar que la excusa absolutoria puede ser un buen 
instrumento para conseguir regularizaciones fiscales 
más intensas de las que por otros procedimientos se es- 
tán pudiendo conseguir, a pesar de los recelos y pre- 
venciones que he comentado, señor Presidente, mi 
Grupo Parlamentario tampoco se va a oponer a esta re- 
gulación de la excusa absolutoria tal y como se consig- 
na en el nuevo artículo 349 de este proyecto de Ley 
Orgánica. 

Por último, decir que mi Grupo, que es un grupo na- 
cionalista como todo el mundo sabe, está especialmente 
satisfecho porque los problemas competenciales que se 
preveían en el proyecto de ley, tal como fue mandado 
o configurado originariamente por el prelegislador, no 
contenía la posibilidad de que también se pueda de- 
fraudar y, por tanto, se puedan cometer delitos fisca- 
les contra las administraciones tributarias forales que 
existen en el Estado español, que son las administra- 
ciones tributarias forales vascas, es decir, la adminis- 
tración tributaria foral navarra y la administración o 
administraciones tributarias forales de la Comunidad 
Autónoma del País Vasco. Esto se ha podido arreglar 
satisfactoriamente en los distintos trámites que ya se 
han producido en el debate de este proyecto de ley. 

Sin más, señor Presidente, volver a manifestar nues- 
tra satisfacción por el gran consenso que está concitan- 
do este proyecto de ley, por su, desde una perspectiva 
técnico-jurídica, muy correcta previsión de los injus- 
tos penales que aquí se consignan, y por la previsible 
eficiencia para conseguir lo que todos pretendemos en 
este ámbito, que es que quien defrauda al fisco o a la 
Seguridad Social regularice de forma rápida sus situa- 
ciones irregulares. 

Señor Presidente, estas son las reflexiones que mi 
Grupo considera pertinente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Olabarría. 
Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra 

el señor Olarte. 

El señor OLARTE CULLEN: Señor Presidente, seño- 
rías, Coalición Canaria se suma a los resultados posi- 
tivos de la tramitación de este proyecto de ley orgánica 
por el que se han modificado ciertos preceptos del Códi- 
go Penal en lo que atañe a la Hacienda pública y a la 
Seguridad Social. Ha sido la tónica que desde un prin- 
cipio hemos mantenido. Incluso con anterioridad a ello, 
en más de una ocasión expresamos nuestra posición al 
respecto, porque una de las cuentas pendientes de la 
gestión política en nuestro país venía siendo la falta de 
una auténtica consideración penal de la infracción fis- 

cal y de las infracciones contra la Seguridad Social en 
su trascendencia penal. 

Si es cierto que los inicios siempre suponen y cons- 
tituyen defectos de construcción jurídica y la conforma- 
ción de una jurisprudencia estable es limitada, no lo 
es menos que los delitos fiscales, y aún más contra la 
Seguridad Social, no han formado parte nunca de nues- 
tras convicciones cívicas sobre el interés general. Nues- 
tro pueblo no ha tenido realmente la conciencia colec- 
tiva, amplia, total y categórica que debía tener al res- 
pecto. Y no quiere decirse con ello que hoy se modifique 
totalmente esa situación que está en la ciudadanía, si- 
no más bien que la actual reforma no debe suponer un 
intento más en el proceso de regeneración fiscal, que 
ciertamente no ha evolucionado al ritmo deseado des- 
de las primeras reformas democráticas. 

La Hacienda española, señorías, se encuentra ante 
dos actuaciones paralelas que desarrollar a un tiempo: 
la lucha contra el fraude, sin olvidar también la necesi- 
dad de una regulación cada vez más seria y accesible. 
El fraude a nuestra Hacienda es sencillamente impre- 
sentable, inadmisible, y manifiesta la mejor realidad del 
itinerario fiscal de los últimos años: conllevar la situa- 
ción en lo posible y considerándola casi como un mal 
menor. Pero un mal mayor se ha presentado con la di- 
mensión del mismo fraude que no ha pasado ni debía 
pasar inadvertido para la opinión pública. Aquí se en- 
cuentra, sin lugar a dudas, una suerte de escepticismo 
hacia los principios básicos de nuestra Hacienda: la se- 
guridad jurídica, la igualdad y progresividad, la coor- 
dinación entre administraciones y la solidaridad entre 
los españoles. Precisamente todo ello demandaba que, 
con todo rigor, se hubiese dado el paso que hoy vamos 
a culminar afortunadamente. 

Una regulación seria y accesible es realmente una re- 
gulación avanzada democráticamente. Es en la política 
fiscal donde más se requería, acaso, que las adminis- 
traciones públicas sirviesen con objetividad los intere- 
ses generales, actuando siempre bajo el principio de 
eficacia, siguiendo el tenor constitucional del artículo 
103 de la Constitución Española. No es razonable ni, 
peor aún, eficaz, persistir en regulaciones que reque- 
rían de periódicas campañas mal llamadas explicati- 
vas. La reconsideración fiscal, si se nos permite esta 
expresión, requiere de una familiaridad en los métodos 
y en los conceptos. Ahí reside el éxito, y no al revés, tal 
como parece habitual y reincidente en nuestra tónica 
jurídico-fiscal y administrativa. ¿Es, por ejemplo, ra- 
zonable dificultar la imposición sobre la renta con do- 
ble ejercicio de las retenciones y una declaración anual 
cuando sólo con la primera ya se obtiene una propor- 
ción altísima de los ingresos? ¿No comienza a ser un 
mandato social para las Cortes Generales abordar con 
claridad fiscal aquella pretendida reconciliación? 

La consideración sobre todo lo expuesto incidirá cier- 
tamente en el futuro del delito fiscal. Sólo con recordar 
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la peculiaridad jurídica de la regularización tributaria 
podemos convenir en la necesaria atención y esfuerzo 
de las dos medidas indicadas. La lucha contra el frau- 
de y una regulación accesible requieren de los poderes 
públicos. De lo contrario, señorías, sólo con una políti- 
ca recaudatoria continuista pudiera llegar a violentar- 
se principios básicos que, con el tiempo, regresarían 
contra aquélla y de manera muy perjudicial. Así pues, 
es preciso mucha prevención y cuidado con el binomio 
delito fiscalíregularización tributaria a los efectos que 
venimos comentando. 

A juicio de Coalición Canaria nos encontramos ante 
un texto útil para afrontar el inicio de una mayor res- 
ponsabilidad fiscal de los poderes públicos, primero, 
y de una mayor y mejor concienciación fiscal de toda 
la ciudadanía, después, con las sanciones inherentes a 
las conductas lesivas contra el bien jurídico protegido 
en virtud de estas normas punitivas. Es importante, de 
tal suerte, enmarcar así la reforma mejor que bajo la 
perspectiva simplemente penal o recaudatoria. 

Coincidimos con la oportunidad del texto y lo aplau- 
dimos en cuanto a los tipos cualificados por la concu- 
rrencia de circunstancias que suponen ánimo en la 
defraudación y en la obstaculización de las investiga- 
ciones correspondientes. La lucha contra el fraude se 
ganará de esta suerte. 

También coincidimos con que los delitos contra la Se- 
guridad Social sean equiparables a los cometidos con- 
tra la Hacienda pública. Son delitos que, en definitiva, 
atentan también, como los primeros, a los intereses 
generales. Ciertamente se trata, en ambos casos, de re- 
cursos de titularidad estatal, de patrimonio de la glo- 
balidad, de la totalidad de la ciudadanía. Sobre este 
particular sería muy interesante avanzar en todo lo PO- 
sible sobre la colaboración, tanto de trabajadores CO- 

mo de empresarios, en la gestión de la Seguridad Social 
conforme a lo establecido en el artículo 129.1 de la 
Constitución y en la Ley General de la Seguridad Social. 
No pueden existir muchas dudas sobre el descenso que 
para la defraudación iba a suponer una participación 
de todos los agentes sociales en los centros de segui- 
miento e información del fraude y, al mismo tiempo -y 
con ello termino, señor Presidente- obtendríamos una 
mejor explicación de las consecuencias del fraude y una 
incuestionable incriminación de los insolidarios. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Muchas gracias, señor 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
Olarte. 

palabra el señor Sánchez i Llibre. 

El señor SANCHEZ 1 LLIBRE Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Sirva nuestra intervención para manifestar que el 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió) va a votar favora- 

blemente las enmiendas introducidas en el debate que 
se ha realizado en el Senado sobre la modificación de 
diferentes preceptos relativos a los delitos contra la Ha- 
cienda pública y contra la Seguridad Social en cuanto 
a modificaciones que se han de introducir en el Códi- 
go Penal. 

Queremos mostrar nuestra satisfacción dando nues- 
tro voto favorable a dichas enmiendas, ya que, según 
nuestro entender, se han conseguido los objetivos que 
se había propuesto nuestro Grupo cuando esta ley se 
presentó en el Congreso de los Diputados el pasado mes 
de octubre de 1994. Entendemos que a través de la in- 
corporación de dichas enmiendas conseguimos moder- 
nizar nuestra legislación fiscal respecto a estos delitos 
y que pueda homologarse y compararse al resto de paí- 
ses de la Unión Europea. A través de esta moderniza- 
ción de dicha legislación conseguiremos que también 
sea más competitiva y conseguiremos un cuadro jurí- 
dico estable para poder enmarcar inversiones, tanto na- 
cionales como internacionales, que consigan ventajas 
favorables para nuestra economía. También, como con- 
secuencia de lo mismo, vamos a conseguir más seguri- 
dad jurídica para todos nuestros ciudadanos y, al 
mismo tiempo, para el Estado de Derecho. Y, lógicamen- 
te, también estamos convencidos en Convegencia i Unió 
de que, a través de la aprobación de dicha ley, con toda 
certeza, conseguiremos más recaudación de los tribu- 
tos, ya que estimamos que dicha ley va a ser un instru- 
mento útil para la lucha y la represión contra el fraude 
fiscal. 

Asimismo, queremos mostrar nuestra satisfacción 
porque en la modificación de dicha ley, relativa a los 
delitos contra la Hacienda pública y a la Seguridad So- 
cial, entendemos que se han incorporado algunos as- 
pectos fundamentales que nuestro Grupo parlamen- 
tario había venido reivindicando desde el inicio de di- 
chas discusiones a través de las enmiendas que ya pre- 
sentamos inicialmente el pasado mes de octubre. En 
primer lugar, hemos conseguido la elevación del um- 
bral del delito fiscal de cinco a quince millones de pe- 
setas; en definitiva, lo que se ha conseguido con esta 
elevación del delito es normalizar las propuestas ini- 
ciales que el Gobierno había pretendido en dicho pro- 
yecto de ley, cuando lo remitió a las Cámaras, donde 
finalmente cambiaba los quince millones de pesetas por 
los cinco; también hemos conseguido con dicha eleva- 
ción normalizar y actualizar un cantidad que nosotros 
entendíamos que estaba desfasada; y, por descontado, 
pensamos que la premisa fundamental e ineludible con- 
siste en que es necesario reservar el reproche penal, y 
lógicamente el reproche social, a conductas que por sí 
mismas representan defraudaciones graves y que cons- 
tituyen casos notoriamente dolosos y que no pueden ser 
cometidos por error. Por tanto, creemos que con esta 
elevación queda perfectamente delimitada cuál va a ser 
la actuación administrativa de la inspección fiscal en 
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todos los casos en los que no exista ánimo doloso de 
defraudar, no exista, en definitiva, ánimo de defrauda- 
ción. Asimismo, creemos que con la incorporación de 
la cláusula absolutoria se ha utilizado el sentido común, 
ya que la incorporación de la exención de responsabi- 
lidad penal para todas aquellas personas que hayan re- 
gularizado su situación fiscal antes de que hubieran 
recibido la notificación de la inspección, introduce na- 
turalidad en una cuestión tan importante como es la 
regularización tributaria de los contribuyentes. Estima- 
mos desde Convergencia i Unió que es absurdo, antie- 
conómico e incluso perjudicial para los órganos de la 
administración de justicia que se debiera perseguir co- 
mo delito una defraudación ya regularizada con ante- 
rioridad, con el convencimiento pleno de que la 
sentencia a dictar debería ser necesariamente absolu- 
toria. Creemos también que se ha hecho justicia con la 
ampliación de la cláusula absolutoria a los delitos con- 
tables y a los delitos instrumentales que se hayan co- 
metido exclusivamente en relación a la deuda tributaria 
objeto de regularización. Al incorporar la exención de 
responsabilidad penal, vamos a permitir que volunta- 
riamente los ciudadanos satisfagan no sólo sus obliga- 
ciones fiscales (cuota defraudada, más intereses, más 
recargos y sanciones), sino que también renuncien a 
perseverar en una situación irregular en la que tal vez 
pudieran incluso haber llegado a la prescripción fiscal 
y a la prescripción penal. Estamos, sin duda, contribu- 
yendo a una menor existencia de fraude fiscal y a la 
consiguiente mejora de la recaudación de los tributos. 

También creemos que es interesante la introducción 
de la cláusula absolutoria para todas aquellas perso- 
nas que en el año 1991, y de acuerdo con una ley que 
se promulgó en el Parlamento, acudieron a la compra 
de deuda pública para regularizar su situación fiscal 
y que hoy se ha demostrado que dicha regularización 
no consiguió lo que pretendía en cuanto a las exencio- 
nes de responsabilidad penal, ya que muchas de estas 
personas que regularizaron su situación fiscal, acudien- 
do a la compra de deuda pública, hoy están en los juz- 
gados. Creemos que es de justicia, de acuerdo con la 
legislación aprobada aquí en las Cortes, que a todas 
aquellas personas también les alcance la cláusula ab- 
solutoria en cuanto a la exención de responsabilidad 
penal. 

Entendemos también satisfactoria la introducción de 
las enmiendas en el Senado para aquellos delitos rela- 
tivos a la Seguridad Social y las subvenciones obteni- 
das indebida y fraudulentamente. Asimismo, pensamos 
que se ha llegado a una regulación satisfactoria en lo 
relativo a la extensión, tanto objetiva como subjetiva, 
del ámbito de la exención de la responsabilidad penal 
en los delitos ahora regulados, en la línea de las enmien- 
das presentadas por nuestro Grupo Parlamentario du- 
rante la tramitación del proyecto en el Senado, las 
cuales han quedado incorporadas en el texto articula- 
do y en la exposición de motivos. 

Por todas estas consideraciones sería interesante que, 
aparte del voto afirmativo de nuestro Grupo Parlamen- 
tario en el sentido de apoyar dichas enmiendas, se pu- 
diera conseguir en el Congreso de los Diputados el 
mayor número de adscripciones a los votos favorables 
de todos los grupos parlamentarios, ya que entendemos 
que, sin duda, dicha legislación moderniza nuestra si- 
tuación jurídica, la hace más competitiva y, en defini- 
tiva, también conseguiremos más recaudación de los 
tributos. 

Muchas gracias, señoras y señores Diputados, señor 
Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Sánchez i Lli- 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
bre. 

lunya, tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, éste es un notable proyecto de 
ley que vuelve del Senado después de unas vicisitudes 
importantes en esta Cámara; tan importantes que lle- 
varon al Grupo Socialista a desestimar todas las en- 
miendas y votar, de forma correcta, acertada, el texto 
que el Gobierno había remitido, puesto que las enmien- 
das de Convergencia i Unió, PNV y Partido Popular, 
aceptadas por el propio PSOE, empeoraban muchísi- 
mo aquel proyecto de ley. 

Hoy nos vuelve del Senado. En algunos aspectos, se- 
ñorías, vuelve corregido -vamos a señalarlo en el ini- 
cio de nuestra intervención- en lo que calificamos 
desde esta misma tribuna el disparate fiscal más gran- 
de que se había cometido en este país desde los Aus- 
trias; esto es, la voluntad del Partido Popular, del PNV, 
de Convergencia i Unió, aceptada por el PSOE, de in- 
troducir el porcentaje en la cuota a defraudar para con- 
siderarlo delito. Esto, que fue una auténtica barbaridad 
política, fiscal y económica, ha sido eliminado en el trá- 
mite del Senado. Es bueno señalarlo y a nuestro Gru- 
po le satisface haber tenido el honor de representar en 
esta Cámara el sentido común, la razón, aunque fuése- 
mos los únicos. A veces, el consenso, señor Olabarría, 
no es garantía de razón, estaba usted en el consenso el 
otro día y no tenía razón; por tanto, no siempre la ma- 
yoría es sinónimo de razón o de sentido común; puede 
ser una mayoría de intereses económicos, que es lo que 
denunciamos en aquel momento, pero ahora esto se ha 
corregido. Por consiguiente, lo saludamos y nos apun- 
tamos, humildemente, el pequeño honor de haber con- 
seguido esta rectificación en la ley. Este es el aspecto 
más positivo de la ley. 

Sin embargo, señorías, siento tener que manifestar 
que en otros aspectos esta ley todavía no es suficiente- 
mente positiva, a nuestro entender. ¿Por qué? En pri- 
mer lugar -quisiera debatir políticamente con el digno 
representante del PNV, no en el terreno jurídico, que 
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quizá conoce mejor que yo, sino en el terreno político, 
que es el que compete a esta Cámara-, sí es cierto que 
se puede tipificar el delito de fraude fiscal como delito 
de conducta o de actividad, como quiera, señor Olaba- 
rría. ¿O es que no es delito la prevaricación indepen- 
dientemente del resultado? 20 es que no es delito espiar 
independientemente del resultado? Pues bien, también 
se podía tipificar el delito de fraude fiscal como delito 
de actividad, delito de conducta, llámelo usted como 
quiera en terminología jurídica; estoy hablando en tér- 
minos políticos. Y no han querido ustedes -el PNV, 
Convergencia, el Partido Popular y el PSOE- tipificar 
el fraude fiscal como delito de actividad, como lo está 
en Francia, en Alemania y en Italia; ustedes no han que- 
rido, porque esto favorece más a los defraudadores, por 
eso no han querido. Por tanto, sí hay delitos de activi- 
dad y sí hay delitos de resultados, señor Olabarría, ha- 
blando en términos políticos, no en términos jurídicos; 
no envuelva usted en las brumas jurídicas de la univer- 
sidad lo que es un debate político. 

Respecto del umbral de delito, nosotros proponíamos 
que fuese umbral de punibilidad, no umbral de delito, 
lo saben perfectamente. Se nos dice que quince millo- 
nes es una buena cantidad, una cantidad razonable. Se- 
ñorías, saben ustedes que en el IRPE el impuesto rey 
de nuestro sistema fiscal, quince millones de fraude im- 
plican bases imponibles de 48 millones. Por tanto, es- 
tán ustedes situando el umbral de delito por encima de 
los que ganan más de 48 millones. Todos los que ganan 
menos de 48 millones, y por lo tanto tienen una cuota 
a defraudar menor a 15 millones, pueden defraudar 
tranquilamente sin ir a la cárcel. Esto es lo que uste- 
des están haciendo -PNV, Convergencia, Partido Po- 
pular y Partido Socialista-, permitir que todos 
aquellos que tienen bases imponibles inferiores a 48 mi- 
llones puedan defraudar tranquilamente sabiendo que 
no irán a la cárcel porque no cometerán delito. Esto es 
lo que están ustedes haciendo con este umbral tan ra- 
zonable de 15 millones, confundiendo a la opinión pú- 
blica, pensando que es la base imponible, cuando es la 
cuota defraudada, que, repito, corresponde a una base 
imponible de al menos 48 millones en el IRPF. Había 
otras formas de arreglar eso, se podía haber discrimi- 
nado por impuesto la cantidad o el umbral; no han que- 
rido ustedes, lo han querido meter todo en el mismo 
saco y así asegurar a los posibles defraudadores que 
en todo caso su umbral de punibilidad y de delito está 
altísimo, muy alto, tienen un gran camino que recorrer. 

Pero quizá lo más grave en esta ley, todavía insufi- 
ciente aunque positiva en algunos aspectos -ya lo he 
dicho, se ha eliminado el porcentaje en el umbral de 
delito y también estamos de acuerdo en que es un avan- 
ce, es positiva la disposición adicional- el tema grave 
que aún queda en esta ley, señorías, es la excusa abso- 
lutoria. Como a veces los ejemplos valen más que los 
argumentos dialécticos o la vehemencia con que uno 

quiere expresarse desde esta tribuna para intentar con- 
vencer a SS.  SS., les voy a citar dos que están sucedien- 
do ahora mismo y que esta ley va a permitir. 

La excusa absolutoria que ustedes han diseñado, se- 
ñorías, permitirá, por ejemplo, que en el caso que está 
siendo juzgado en las Islas Baleares, Inverbroker, un 
chiringuito financiero que con nombres falsos ha mo- 
vilizado alrededor de 40.000 millones de pesetas, escon- 
diéndolos en una comunidad de bienes, como por una 
parte se desconoce la identidad de los que están escon- 
didos detrás de la comunidad de bienes y, por otra par- 
te, ustedes se han negado a incluir en la tipificación del 
delito el papel de los inductores, quedará con esta ley 
totalmente impune -el señor Olabarría manifestaba 
dudas jurídicas, y creo que también políticas, cosa que 
le honra en este aspecto-; repito que quedarán abso- 
lutamente impunes tanto los inductores como los de- 
fraudadores del caso Inverbroker, 48.000 millones de 
pesetas, gracias a su excusa absolutoria, señorías. 

Tenemos también el caso de las cesiones de crédito 
del Santander, donde ocurre lo mismo. En este caso, 
aproximadamente también 40.000 millones del total es- 
tán en manos de personas que han suplantado su iden- 
tidad para no ser reconocidas por Hacienda. Les 
recuerdo que la excusa absolutoria que ustedes inclu- 
yen se extiende no sólo al delito de la defraudación tri- 
butaria de la cuota, sino a otras falsedades instrumenta- 
les que puedan concurrir para defraudar. La falsedad 
instrumental es cambiar la personalidad, es utilizar un 
documento nacional de identidad falso, es poner el di- 
nero a nombre de otro. Esto ustedes lo excluyen del de- 
lito. Esto es lo que hacen ustedes con su excusa 
absolutoria: permitir que las cesiones de crédito del 
Banco de Santander queden impunes, permitir que el 
caso Inverbroker quede impune. Esto es lo que hacen 
ustedes. Esta es su manga ancha en el delito fiscal, en 
el fraude fiscal, señorías. Esto es lo que van a conse- 
guir ustedes si no hacen lo que deberían, que es volver 
a votar el texto del Gobierno, que para eso es el Gobier- 
no, señor Sánchez Llibre, al que usted apoya, para eso 
es el Gobierno. ¿Por qué no vota usted el texto del Go- 
bierno? Un texto mucho más justo, mucho más equili- 
brado y mucho más progresista, porque no tiene la 
excusa absolutoria y no tiene la manga ancha que us- 
tedes han introducido en esa excusa absolutoria; man- 
ga ancha por donde Inverbroker, cesiones de crédito, 
primas únicas ... Por ahí, por ahí se escaparan todos. Por- 
que, además de defraudar, pueden haber hecho otras 
falsedades instrumentales para poder defraudar. Fal- 
sedades instrumentales como, por ejemplo, facturas fal- 
sas, sustituciones de personalidad, cuentas corrientes 
a nombre de otros ... Todo esto quedará impune en nues- 
tro país, señorías, si se aprueba la ley como quieren 
Convergencia, PNV, Partido Popular, y como acepta el 
Partido Socialista. 
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Piensen y reflexionen sobre esta cuestión. El señor 
Olabarría lo señalaba cuando decía: nos plantea dudas. 
Bueno es dudar, señor Olabarría, puede usted aún cam- 
biar de opinión. No  son dudas, son hechos, son hechos 
gravísimos los que está planteando esta excusa abso- 
lutoria que no existe en nuestro Código Penal, que es 
la primera vez que se introduce, y se introduce ioh, sor- 
presa! para el dinero, se introduce para los defrauda- 
dores, se introduce para los que van contra el principio 
fundamental de la solidaridad que marca nuestra Cons- 
titución: todos debemos contribuir a las arcas del Esta- 
do para hacer un Estado social y de Derecho. Para eso 
se introduce la excusa absolutoria, para el dinero, pa- 
ra el dinero de los fraudulentos, para el dinero de los 
que defraudan. Buena introducción de excusa absolu- 
toria, señorías. Buen trabajo, señorías, haber introdu- 
cido una cuestión dura y de difícil encaje en los códigos 
penales, y especialmente en el nuestro, precisamente 
en el tema del dinero. 

El señor PRESIDENTE Señor Espasa, le ruego con- 
cluya. 

El señor ESPASA OLIVER Voy a concluir, señor Pre- 
sidente, haciendo una invocación a los dioses, por su- 
puesto del Olimpo, puesto que dice la tradición que, a 
veces, los dioses ciegan a quienes quieren perder. Lo 
triste es que en este caso los que han sido cegados, que 
son muchos, lo han sido sólo por el dinero. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Espasa. 
Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor Costa. 

El señor COSTA CLIMENT: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señoras y señores Diputados, tomar posición con re- 
lación a las enmiendas del Senado a este proyecto de 
ley de reforma de los delitos contra la Hacienda Públi- 
ca y la Seguridad Social exige, en opinión del Grupo 
Parlamentario Popular, valorar y analizar esas enmien- 
das aprobadas por el Senado a la luz de los objetivos, 
de los elementos desencadenantes de esta reforma pre- 
cipitada del Código Penal. 

Es difícil hacer nuevas valoraciones después de las 
personas que me han precedido en el uso de la pala- 
bra. Hemos oído desde esta tribuna afirmaciones tan 
razonables como que esta reforma iba a contribuir a 
perjudicar la sistematización de nuestro ordenamiento 
punitivo, pero también hemos oído un cúmulo de cosas 
sin sentido, de sinrazones, de afirmaciones puramente 
demagógicas, afirmaciones carentes de contenido, afir- 
maciones no justificadas ni desde un punto de vista ju- 
rídico, ni desde un punto de vista de política legislativa 
y de política criminal, afirmaciones, en definitiva, que 
no deben merecer la mínima réplica por parte de mi 
Grupo Parlamentario. 

En primer lugar, querría manifestar que una de las 
razones por las que se puso en marcha esta reforma del 
Código Penal fue actualizar las cuantías, es decir, esos 
parámetros que permitían cruzar la frontera, que per- 
mitían cruzar la barrera entre lo que puede constituir 
una mera infracción administrativa y lo que debe ser 
constitutivo de delito fiscal. 

Como todos ustedes saben, señoras y señores Diputa- 
dos, en el Derecho Penal rige el principio de intervención 
mínima. Eso exige que la jurisdicción penal únicamen- 
te tenga acceso a aquellos casos de defraudación tribu- 
taria objetivamente graves y que causen un determinado 
perjuicio económico. Esos casos que exigen un cierto E- 
proche, un determinado reproche penal. 

El Gobierno eludió su responsabilidad en esta mate- 
ria y no sometió a la consideración de esta Cámara nin- 
guna propuesta concreta para modificar los parámetros 
a partir de los cuales un incumplimiento fiscal pasaba 
de constituir una infracción administrativa a constituir 
delito fiscal. 

En esta línea, el Senado ha modificado el apartado 
1 del artículo 349 del Código Penal. Eleva a 15 millo- 
nes de pesetas la cuantía determinante de que la de- 
fraudación de una cuota impositiva, el no ingreso de 
retenciones practicadas o que debieron de haberse prac- 
ticado y el disfrute indebido de beneficios fiscales o de 
devoluciones, determinen o sean constitutivos de deli- 
to fiscal. 

Mi Grupo parlamentario va a votar positivamente 
esta elevación de la cuantía, porque se encuentra ple- 
namente justificada básicamente por dos razones. En 
primer lugar, por ese principio de intervención mínima 
al que me refería con anterioridad y, en segundo lugar, 
por razones de equidad que exigen contemplar las situa- 
ciones de defraudación dentro de un marco y de unas 
coordenadas temporales y territoriales determinadas. 
En esa línea, actualizar la cuantía a 15 millones de pe- 
setas supone adecuarla a la evolución de la inflación 
y de las restantes magnitudes económicas. 

No se puede afirmar que el fijar una cuantía de 15 
millones de pesetas suponga abrir las puertas o no ser 
eficaces en una estrategia de lucha contra el fraude fis- 
cal. No podemos criminalizar los incumplimientos fis- 
cales. No podemos hacer que recaiga bajo la órbita del 
Código Penal cualquier incumplimiento fiscal. 

Como he dicho al principio, el Código Penal, el repro- 
che penal, las consecuencias penales para un determi- 
nado incumplimiento fiscal, exigen que estos casos sean 
de defraudación tributaria objetivamente graves y que 
causen un determinado perjuicio económico. 

Para el resto de los casos de defraudación, el siste- 
ma de infracciones y sanciones de la Ley General Tribu- 
taria debe ser suficiente. Si no podemos conseguir que 
el sistema de infracciones y sanciones de la Ley Gene- 
ral Tributaria pueda luchar eficazmente contra el frau- 
de sin necesidad de criminalizar la mayor parte o una 
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parte más importante de los incumplimientos fiscales, 
lo único que estaríamos haciendo es reconocer de en- 
trada el propio fracaso de ese sistema de infracciones 
y sanciones. 

El segundo gran objetivo que perseguía el Gobierno 
con esta reforma del Código Penal fue clarificar y atri- 
buir trascendencia penal a la regularización volunta- 
ria en general y, en particular, a las regularizaciones 
fiscales que se introdujeron a través de las disposicio- 
nes adicionales decimotercera y decimocuarta de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Unas regularizaciones fiscales que permitían a aque- 
llos sujetos pasivo aflorar rentas ocultas e impuestos 
no pagados sin la necesidad de incurrir en el pago de 
sanciones, recargos e intereres de demora. Unas regu- 
larizaciones fiscales que implicaban la posibilidad de 
acogerse a una regularización de forma indiscrimina- 
da y en la que se producía una cierta condonación de 
parte de los elementos integrantes de la deuda tributa- 
ria. Una regularización que, por tanto, introducía una 
quiebra en la confianza del contribuyente honesto que 
confía en la generalidad del sistema tributario y que 
cumple regularmente sus obligaciones fiscales, y un re- 
conocimiento también de que en esos momentos el sis- 
tema tributario estaba alimentando, favoreciendo o 
permitiendo la existencia de elevados niveles de incum- 
plimiento fiscal. 

Las restantes enmiendas aprobadas por el Senado tie- 
nen como finalidad básicamente clarificar y atribuir 
trascendencia en el ámbito penal a la regularización vo- 
luntaria en particular y a las regularizaciones fiscales 
aprobadas por las disposiciones adicionales decimoter- 
cera y decimocuarta de la Ley del IRPF. 

Mi Grupo Parlamentario se abstendrá en la votación 
de estas enmiendas, igual que se abstendrá en la vota- 
ción correspondiente al proyecto de ley, porque el tex- 
to legal que resulta de estas enmiendas introduce un 
modelo de delito fiscal que no coincide con el modelo 
de delito fiscal que propugna el Partido Popular; no 
coincide básicamente por dos razones. 

En primer lugar, porque, en nuestra opinión, el bien 
jurídico protegido debe recaer en mayor medida sobre 
el orden público económico, sobre la protección de ese 
mandato constitucional que obliga a todos los ciuda- 
danos españoles con generalidad a contribuir al soste- 
nimiento del gasto público. También porque, en nuestra 
opinión, el delito fiscal debe contemplar las situacio- 
nes particulares de cada contribuyente, el nivel de in- 
cumplimiento fiscal y, por tanto, el reproche penal que 
se le puede exigir a un determinado contribuyente, y 
las circunstancias particulares de cada uno de los im- 
puestos. 

No nos llamemos a equívocos, no nos podemos en- 
gañar. No tiene nada que ver una defraudación tribu- 
taria en un determinado tipo de impuesto como es el 
Impuesto sobre el Valor Añadido, las cotizaciones a la 

Seguridad Social o las retenciones, con una defrauda- 
ción tributaria en un impuesto que grava unas magni- 
tudes distintas como la renta, la renta personal o la 
renta de las empresas correspondientes a beneficios 
empresariales. Y eso no hemos logrado hacerlo, no he- 
mos sido capaces de introducir esa discriminación y 
esa diferenciación en el tipo penal que estamos deba- 
tiendo en estos momentos. 

En segundo lugar, mi Grupo Parlamentario se abs- 
tendrá en la votación de las restantes enmiendas del 
proyecto de ley porque introducen un modelo de delito 
fiscal que es la consecuencia del actual sistema tribu- 
tario, un sistema tributario que genera y favorece la 
existencia de elevados niveles de fraude fiscal y, por tan- 
to, que no se adecua a las líneas de reforma que plan- 
tea el Partido Popular. 

Quiero concluir mi intervención, señor Presidente, 
manifestando únicamente que todo aquello que no sea 
contemplar una estrategia global en la lucha contra el 
fraude no garantiza, ni mucho menos, que todas esas 
modificaciones en el sistema de infracciones y sancio- 
nes de la Ley General Tributaria; todas esas modifica- 
ciones en el tipo del delito fiscal o de los delitos contra 
la Seguridad Social; que todas esas modificaciones que 
inciden en los aspectos de control del fraude fiscal pue- 
dan contribuir a reducir los actuales niveles de fraude 
fiscal. Para eso resulta necesario mucho más. Resulta 
necesario un planteamiento más preventivo y que inci- 
da también en esos factores y causas que actualmente 
predisponen a la existencia de elevados niveles de in- 
cumplimiento fiscal. 

Si el Gobierno no es capaz de acometer esas líneas 
de reforma y plantear medidas en esa dirección, será 
incapaz de contribuir a reducir los actuales niveles de 
fraude fiscal. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Costa. 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora 

Aroz. 

La señora AROZ IBAÑEZ Gracias, señor Presidente. 
Señorías, quiero manifestar la posición favorable del 

Grupo Socialista a las enmiendas aprobadas por el Se- 
nado en relación con este proyecto de ley. Estas enmien- 
das responden, en sus aspectos fundamentales, a las 
enmiendas transaccionales que en su momento, en el 
debate en esta Cámara del dictamen de la Comisión de 
Justicia, se presentaron por parte de los distintos gru- 
pos y, entre ellos, del Grupo Socialista. 

Quisiera señalar que el Grupo Socialista no votó dichas 
enmiendas en aquella ocasión, algunas de ellas enmien- 
das propias, no por una reconsideración sobre la mar- 
cha de nuestras posiciones, sino como consecuencia de 
que un grupo parlamentario, con pocos argumentos y la 
utilización de una estratagema, impidió dicha votación. 
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A pesar de ello, el Grupo Socialista siguió reflexio- 
nando y dialogando con el resto de los grupos para me- 
jorar el proyecto de ley, con independencia de criterio 
y sin aceptar las lecciones que el portavoz de dicho gru- 
po pretendió dar en su momento y ha pretendido dar 
en el trámite de hoy. Lecciones de un portavoz que, pa- 
ra afrontar los problemas reales de sociedad españo- 
la, propone las vías del radicalismo verbal y de un 
maniqueísmo realmente trasnochado. 

Quisiera señalar que las enmiendas que hoy aproba- 
mos son idénticas en lo que se refiere a la configura- 
ción de la excusa absolutoria como una excusa que se 
aplica en las regularizaciones voluntarias con un carác- 
ter de exención de responsabilidad penal. Asimismo, en 
cuanto a la extensión de dicha exención a los delitos 
y falsedades instrumentales, que son medios para lle- 
gar a la comisión del delito principal. Por tanto, me re- 
mito a los argumentos que en ese momento defendió 
el portavoz del Grupo Socialista, señor Martínez Noval, 
cuando presentó las enmiendas del Grupo Socialista. 

Sí se ha modificado el criterio determinante de la co- 
misión del delito de defraudación tributaria, se ha es- 
tablecido el criterio de cuantía absoluta, frente al de 
cuantía absoluta y porcentaje que se había propuesto 
en esta Cámara. Finalmente, la cuantía se ha fijado en 
la cifra de quince millones que, como han señalado 
otros portavoces parlamentarios, responde a una actua- 
lización, en términos reales, de la cifra contenida en la 
ley de 1985 y respecto de la cual existía unanimidad 
doctrinal sobre la conveniencia de revisar y actualizar- 
la. En su momento, el Grupo Socialista había apoyado, 
junto con otros grupos, dicho criterio de cuantía abso- 
luta y porcentaje. En el debate que se produjo en esta 
Cámara ya manifestó, no obstante, su posición, una po- 
sición ponderada en la que se tuvieron presentes los as- 
pectos favorables y las objeciones que podía conllevar 
dicho criterio. 

Finalmente se ha optado, con la mayoría de los gru- 
pos, por definir un criterio cuantitativo que tiene la ven- 
taja de ser un elemento claro en la configuración del 
delito, lo que aporta una mayor seguridad jurídica pa- 
ra los contribuyentes y es, al mismo tiempo, un crite- 
rio claro para la actuación de los tribunales de justicia. 

Quisiera valorar también positivamente la mejora que 
se ha producido en la consideración de la excusa abso- 
lutoria respecto de los delitos instrumentales que acom- 
pañan a infracciones administrativas, con lo cual se 
aborda de una manera justa las regularizaciones volun- 
tarias que se llevan a cabo cuando éstas no constitu- 
yen, por la cuantía de las mismas, delito fiscal o de otro 
tipo. 

Se ha producido también en el Senado la retirada de 
la regulación de delitos contra la Unión Europea. Al 
Grupo Socialista le parece pertinente esta retirada, te- 
niendo presente que España va a suscribir en breve el 
Tratado de la Comunidad en esta materia que obliga 

a trasponer a nuestra legislación dicho Tratado, pero 
únicamente en lo que hace referencia a los delitos con- 
tra la Unión Europea. 

Quisiera también manifestar, como otros portavoces 
que me han precedido, la satisfacción del Grupo Socia- 
lista por la aprobación de este importante proyecto de 
ley que ha mejorado notablemente su contenido en el 
trámite parlamentario del Congreso y del Senado en los 
dos aspectos básicos de la reforma: reservar las san- 
ciones penales a las conductas más graves en materia 
de defraudación a la Hacienda Pública y a la Seguri- 
dad Social y favorecer la regulación y el cumplimiento 
voluntario de las obligaciones tributarias. 

Por otro lado, quisiera señalar que el proyecto de Ley 
llegó al Parlamento con el encargo de que tratásemos 
cuestiones que eran consideradas abiertas en el proyec- 
to de ley, y así se manifestaba en la memoria. Una de 
estas cuestiones, concretamente, era la necesidad de re- 
flexionar sobre la elevación de la cuantía constitutiva 
de delito fiscal. 

Quisiera agradecer a todos los grupos parlamenta- 
rios su disposición desde el primer momento, su volun- 
tad de abordar adecuadamente estas cuestiones. Esta 
actitud, esta posición ha permitido que a través del diá- 
logo, que ha sido intenso y fructífero, hayamos llegado 
a un acuerdo amplio en relación a esta importante re- 
forma. Por tanto, nos congratulamos por la aprobación 
de esta ley, que va a ser una pieza importante dentro 
de un nuevo y amplio conjunto de medidas que el Go- 
bierno, con el apoyo de esta Cámara y de la sociedad 
española, está impulsando y va a impulsar contra el 
fraude fiscal. 

Gracias, señor Presidente 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Aroz. 
Vamos a proceder a las votaciones. 
Enmiendas del Senado al proyecto de ley de moder- 

nización de las explotaciones agrarias. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 307; a favor, 290 abstenciones, 17. 

El señor PRESIDENTE Quedan aprobadas las en- 
miendas del Senado. 

Enmiendas del Senado al proyecto de ley orgánica 
por la que se modifican determinados preceptos del Có- 
digo Penal relativos a los delitos contra la Hacienda pú- 
blica y contra la Seguridad Social. (El señor Espasa 
Oliver pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Espasa. 

El señor ESPASA OLIVER Señor Presidente, pedi- 
mos votación separada de las enmiendas que hacen re- 
ferencia a las disposiciones adicionales de este proyecto 
de ley. 
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El señor PRESIDENTE: Enmienda del Senado al 

Comienza la votación. (Pausa.) 
apartado 1, del artículo 349. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 305; a favor, 288; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la en- 

Enmiendas del Senado a las disposiciones adi- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

mienda. 

cionales. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 305; a favor, 187; abstenciones, 118. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 

Restantes enmiendas del Senado a este proyecto de 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 307; a favor, 173; en contra, 17; absten- 
ciones, 117. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas las en- 
miendas. 

La votación de conjunto correspondiente al carácter 
de ley orgánica de este proyecto tendrá lugar a la una 
de la tarde o en el momento posterior en que el debate 
en curso lo permita. 

CONVALIDACION O DEROGACION DE REALES DE- 
CRETOS-LEYES: 

- REAL DECRETO-LEY 411995, DE 12 DE MAYO, POR 
EL QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGENTES PA- 
RA REPARAR LOS EFECTOS PRODUCIDOS POR 
LA SEQUIA (Número de expediente 1301oooO28) 

El señor PRESIDENTE: Punto octavo del orden del 
día, convalidación o derogación de Reales Decretos-le- 
yes. Real Decreto-ley 411995, de 12 de mayo, por el que 
se adoptan medidas urgentes para reparar los efectos 
producidos por la sequía. 

Para exponer, en nombre del Gobierno, las razones 
que han determinado la promulgación de este Real 
Decreto-ley, tiene la palabra el señor Ministro de Obras 
Públicas. 

El señor MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS, TRANS- 
PORTES Y MEDIO AMBIENTE (Borre11 Fontelles): Mu- 
chas gracias, señor Presidente. 

Señorías, comparezco con el fin de presentar el Real 
Decreto-ley 4/1995, de 12 de mayo, por el que se adop- 
tan medidas urgentes para reparar los efectos produ- 
ridos por la sequía, a fin de que sea convalidado de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 86 de nuestra 
Constitución. (El señor Vicepresidente, Beviá Pastor, 
ocupa la Presidencia.) 

La situación por la que atraviesan la agricultura y la 
ganadería españolas se deduce de la escasez de las pre- 
zipitaciones recogidas en el período 1991-1995, tanto pa- 
ra los cultivos y los aprovechamientos de secano como 
por la crítica situación del agua embalsada en el caso 
de los cultivos de regadío. 

Respecto al año agrícola 1994-1995, las precipitacio- 
nes permitieron iniciar dicho año con buenas perspec- 
tivas: sin embargo, han resultado particularmente de- 
Ficitarias en todos y cada uno de los meses que van des- 
de noviembre hasta el presente mayo, en los cuales los 
valores del déficit anual se estiman entre el 60 y el 70 
por ciento respecto a una media de veinte años. Este 
déficit, combinado con un régimen térmico más cálido 
de lo habitual, ha generado una sequía especialmente 
intensa en una amplia franja del territorio peninsular, 
concretamente en todo el área que se encuentra al sur 
de una línea imaginaria que pudiéramos trazar desde 
Salamanca hasta Barcelona, que engloba como princi- 
pales actividades productivas cultivos herbáceos de se- 
cano y pastos para la ganadería extensiva. En estas 
zonas se localizan, asimismo, cultivos leñosos que, aun- 
que resistentes a la sequía, experimentan también los 
efectos del déficit de precipitaciones no solamente en 
este año, sino durante los cuatro años consecutivos se- 
ñalados anteriormente. 

Por lo que se refiere al agua embalsada, la situación 
a 2 de mayo de 1995, conforme al parte hidrológico se- 
manal del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y 
Medio Ambiente, indica que disponemos del 27 por 
ciento de agua embalsada sobre la totalidad de la ca- 
pacidad de los embalses, pero con situaciones muy crí- 
ticas, especialmente en las cuencas del Guadiana, con 
el 12 por ciento de su capacidad; del Guadalquivir, el 
10 por ciento; el 10 por ciento también en el Segura y 
en el Júcar y un 18 por ciento en el Sur. 

Esta situación ha dado origen a la práctica supresión 
de las dotaciones de agua para el riego en los regadíos 
de las cuencas del Guadalquivir, Guadiana y Segura, 
pendiente de las aportaciones del trasvase Tajo-Segura. 

La dimensión del problema sobre los cultivos más sig- 
nificativos es la que se describe a continuación. En se- 
cano, en cereales de otoño y de invierno, sobre un total 
de superficie sembrada de seis millones de hectáreas, 
se encuentran en estado deficiente o con perspectivas 
de estarlo cerca de tres millones de hectáreas, lo que 
representa casi la mitad del total sembrado. En pastos, 
sobre una superficie del orden de 14 millones de hec- 
táreas, se encuentran afectadas cerca de ocho millones, 
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de nuevo, más de la mitad. La superficie antes indica- 
da es soporte de un censo ganadero constituido por casi 
un millón y medio de cabezas de vacuno, 16 millones 
de ovino y dos millones y medio de cabezas de ganado 
caprino. 

Sobre cultivos lechosos, nos encontramos con una si- 
tuación todavía más preocupante, puesto que es casi 
tres cuartas partes del total el que se ve afectado. 

En regadíos, las superficies afectadas lo son en la me- 
dida en que carezcan de dotación de agua suficiente pa- 
ra poder producir cultivos con rendimientos normales, 
y en estas condiciones, la información de la que dispo- 
nemos señala que sobre un total de 3,2 millones de hec- 
táreas de regadío se están viendo afectadas, sin apenas 
posibilidad alguna de mejora, un millón y medio como 
consecuencia de las reducciones en las dotaciones prac- 
ticadas por los esquemas de regulación adoptados por 
las confederaciones en cada caso. Dicha superficie, que 
representa del orden del 47 por ciento de la superficie 
de riego total, se localiza en las comunidades autóno- 
mas de Andalucía, Castilla-La Mancha, Valencia y Ca- 
narias. 

En cultivos herbáceos se produce una doble inciden- 
cia. Por una parte, una disminución apreciable de la su- 
perficie sembrada en la práctica totalidad de estos 
cultivos y, por otra parte, en las zonas con sequía las 
restricciones de agua no van a permitir el logro de ren- 
dimientos normales. En su conjunto, el efecto de estos 
dos elementos afectará a 600.000 hectáreas, lo que re- 
presenta un 20 por ciento de la superficie final de re- 
gadío nacional, y dado que la producción del regadío 
significa el 60 por ciento de la producción final agra- 
ria española, la repercusión puede ser verdaderamen- 
te notable. 

En cultivos leñosos se encuentran en situación deli- 
cada 600.000 hectáreas, puesto que la falta de agua no 
sólo pone en riesgo las producciones, sino la propia es- 
tructura básica de dicha producción. 

¿Cuál es la repercusión del problema a nivel de em- 
presa agraria? El problema, cuyas dimensiones geográ- 
ficas globales ya he descrito a SS.  SS., tiene un conjunto 
de repercusiones a nivel de empresa agraria que pode- 
mos resumir, en opinión del Gobierno, de la siguiente 
manera. 

En primer lugar, el déficit de precipitaciones puede 
poner en riesgo la estructura misma de la empresa agra- 
ria, y en algún caso particular, como es el caso de las 
explotaciones de regadío con cultivos leñosos, donde hay 
que mantener viva la estructura productiva, el arbola- 
do o las explotaciones ganaderas extensivas de una for- 
ma especialmente intensa. 

Al no haber producciones esperables o reducirse 6s- 
tas, en algunas explotaciones se incrementarán los tos- 
tes y en todas dejarán de percibirse O disminuirán los 
ingresos ligados a dichas producciones. Las empresas, 
sin embargo, tendrán que seguir haciendo frente a un 

conjunto de obligaciones de pago de carácter diverso 
y los trabajadores agrarios eventuales verán mermadas 
sus posibilidades de ocupación y sus expectativas de 
obtener prestaciones por desempleo. 

Esta es la entidad económica y social del problema 
descrito, que obliga, sin duda, a adoptar un conjunto 
de medidas que evite el deterioro de estas empresas, 
ya que ello arrastraría consigo al mundo rural en el que 
están situadas. Al mismo tiempo, también se van a ver 
implicadas las industrias proveedoras de medios de 
producción, y en mayor o menor medida las transfor- 
madoras de la materia prima obtenida. 

Las mencionadas medidas referentes a empresas agra- 
rias, con especial trato para aquellas cuyos titulares ejer- 
zan la actividad a título principal en sus diversas formas 
de organización y al empleo por ellas generado, tienen 
por objetivo, primero, mantener la estructura producti- 
va de las explotaciones que pueden verse en riesgo de 
perderla. Segundo, promover la obtención de recursos 
financieros alternativos a los ingresos que generaría su 
normal actividad, hasta 125.000 millones de pesetas, en 
unas condiciones muy ventajosas, prácticamente desco- 
nocidas en los mercados de capitales, consistentes en la 
subvención de seis puntos porcentuales de los intereses 
devengados a cargo del Ministerio de Agricultura con 
posibilidad de otros seis puntos a cargo de la comuni- 
dad autónoma correspondiente. En tercer lugar, antici- 
par la percepción de una parte considerable del importe 
de las ayudas ligadas a la política agrícola común y de 
las indemnizaciones procedentes del seguro agrario. En 
cuarto lugar, reducir los costes de carácter fiscal y la- 
boral de las explotaciones afectadas. La quinta medida 
pretende crear opciones de empleo alternativo a través 
de la realización de obras de infraestructura agraria e 
hidráulica. La sexta es flexibilizar los requisitos exigidos 
a los trabajadores agrarios eventuales en los que pueda 
incidir la disminución de la actividad productiva, a efec- 
tos de que puedan obtener prestaciones por desempleo; 
y la última, promover la mejora de las condiciones de 
aprovechamiento y gestión del agua mediante la parti- 
cipación de los usuarios en la modernización de los re- 
gadíos tradicionales con vistas al ahorro de agua. 

¿Cuáles han sido, señorías, los criterios adoptados 
para configurar estas medidas? Se ha partido de un 
conjunto de criterios que han servido de base para que 
la Administración general del Estado promueva las me- 
didas contenidas en el Real Decreto-ley que someto a 
la aprobación de las Cámaras, y que son los siguientes. 
En primer lugar, obtener apoyos de la Unión Europea 
en la flexibilización y aplicación de sus regímenes de 
ayuda; en segundo lugar, instrumentar medidas de ca- 
rácter horizontal, y, en tercer lugar, complementarlas 
con medidas de carácter más específico que puedan 
adoptar las comunidades autónomas en sus respectivos 
ámbitos para lograr los mencionados objetivos. 
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En concreto, dentro de esta situación de partida, de 
los criterios que hemos utilizado, de las actuaciones que 
creemos posibles, coordinando los instrumentos de po- 
lítica financiera, fiscal y territorial y las actuaciones 
provenientes de las distintas administraciones públicas 
-y muy en particular las europeas-, las medidas que 
incluye el Real Decreto-ley son las siguientes. En pri- 
mer lugar, para mantener la estructura productiva de 
las explotaciones en riesgo de perderlas, en lo que se 
refiere a las explotaciones de regadío, establecimiento 
de criterios para la distribución de los recursos hídri- 
cos disponibles para el riego, dando prioridad a los cul- 
tivos permanentes y a los de interés social. 

En lo que se refiere a las explotaciones ganaderas, 
ejecución de obras para el suministro de agua a la ga- 
nadería en las zonas donde se pudieran agotar los abre- 
vaderos, y apoyo a la adquisición de medios de transpor- 
te de agua para su utilización en común. 

En cuanto al segundo objetivo para mantener las po- 
sibles vías de ingresos de las explotaciones, en lo que 
se refiere a las explotaciones de secano y regadío, el 
Real Decreto-ley plantea la tramitación ágil, dentro de 
los plazos previstos en la normativa, de las indemniza- 
ciones correspondientes al seguro agrario, y la colabo- 
ración con las comunidades autónomas en la subven- 
ción al tipo de interés de los créditos que se concierten 
en apoyo de los agricultores y ganaderos afectados y 
que reúnan determinados requisitos. Asimismo, el es- 
tablecimiento del anticipo del porcentaje del importe 
de las ayudas ligadas a la PAC con anterioridad a los 
plazos previstos por la normativa nacional y comu- 
nitaria. 

Para reducir los flujos de gasto de las explotaciones, 
en lo relativo a las explotaciones de secano y regadío, 
y en lo que se refiere a las medidas fiscales, el Real 
Decreto-ley plantea la condonación de las cuotas del IBI 
correspondientes a este ejercicio, así como de los arbi- 
trios y recargos legalmente autorizados, reducción de 
los índices de rendimiento del sistema de estimación 
objetiva por módulos del IRPF de la agricultura y de 
la ganadería correspondiente a 1995, y medidas labo- 
rales relativas a una moratoria sin interés y con perío- 
do de carencia de un año de las cuotas fijas de los 
trabajadores por cuenta propia, titulares de las explo- 
taciones afectadas, correspondientes a los meses de ju- 
lio de 1995 a junio de 1996, ambos inclusive. 

Administrativas. Moratoria, como mínimo hasta 1996, 
en el pago de las tarifas de utilización del agua y el ca- 
non de regulación que hubieren de satisfacer este año 
los titulares de las explotaciones de regadío no sólo con 
respecto al ejercicio de 1995, sino también a las canti- 
dades aplazadas desde 1992. 

Para paliar los efectos negativos sobre el empleo agra- 
rio de carácter eventual en las áreas afectadas, el Real 
Decreto-ley prevé la ejecución de inversiones en obras 
de infraestructura hidráulica para mejorar el aprove- 

chamiento y la gestión del agua, la flexibilización de 
las condiciones que deben cumplir los trabajadores 
agrarios eventuales, a efectos de que puedan obtener 
prestaciones por desempleo a pesar de la reducción que 
lógicamente se producirá en el número de peonadas 
realmente trabajadas. 

Finalmente, en el apartado de otras medidas hay que 
señalar la elevación de la participación financiera de 
las administraciones públicas en las obras o instalacio- 
nes que coadyuven a la mejora del aprovechamiento y 
gestión del agua de riego, así como la modificación del 
límite de la superficie a requerir a los proyectos de me- 
jora a atender por parte de las administraciones pú- 
blicas. 

Señorías, los criterios y las medidas señalados han 
sido objeto de consulta con las comunidades autóno- 
mas afectadas, así como con las organizaciones profe- 
sionales agrarias de ámbito nacional. 

Para terminar, el Real Decreto-ley contiene un anexo 
que relaciona obras que han sido catalogadas de inte- 
rés general, relacionadas con los problemas de la se- 
quía que lo han motivado. Su ejecución contribuirá, sin 
duda, a aliviar la situación a la que pretendemos ha- 
cer frente. A los efectos económicos financieros deri- 
vados de la moratoria concedida en el pago de los 
cánones por utilización de infraestructuras hidráulicas 
en 1995 no se prevé financiación que lo sustituya, y ten- 
drá que ser el Ministerio de Obras Públicas quien, con 
cargo a sus créditos, asigne a las confederaciones los 
recursos necesarios para paliar la falta de esos ingresos. 

Espero que los argumentos expuestos, que el análi- 
sis efectuado, coincidentes, como no podía ser menos, 
con los señalados en el preámbulo del Real Decreto-ley 
que nos ocupa, hayan servido para justificar la adop- 
ción de las medidas urgentes adoptadas por el Gobier- 
no, y por todo ello confío en que el Real Decreto-ley sea 
convalidado por esta Cámara con el voto unánime de 
sus señorías. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

¿Algún grupo desea consumir un turno en contra de 

iGrupos que deseen fijar su posición en este deba- 

Por el Grupo Mixto, tiene la palabra el señor Chi- 

señor Ministro. 

la convalidación? (Pausa.) 

te? (Pausa.) 

quillo. 

El señor CHIQUILLo BARBER Señor Presidente, se- 
ñorías, debatimos hoy la convalidación o derogación del 
Real Decreto-ley 4/1995, de 12 de mayo, de medidas ur- 
gentes para reparar los efectos producidos por la se- 
quía que por cuarto año consecutivo nos afecta; 
asimismo -valga la redundancia-, es el cuarto año que 
se adopta la fórmula legislativa de real decreto-ley y, 
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al mismo tiempo, es el cuarto año consecutivo de aban- 
dono masivo del sector agrario por parte de agriculto- 
res y ganaderos, que por la inviabilidad de sus explo- 
taciones, la falta de soluciones y, lo que es más grave, 
la falta de ingresos, dejan su actividad, y los datos ha- 
blan prácticamente de 700.000 agricultores que han 
abandonado su actividad en los últimos diez años ante 
la decepción, el pesimismo y el milestar que les ha ido 
afectando, sobre todo por lo que consideramos ha sido 
una política hecha de espaldas al sector - agrario 
español. 

Nos encontramos ante un decreto-ley continuista de 
los anteriores e insensible a la ruina que la sequía está 
provocando en gran parte de las explotaciones agrarias. 
A pesar de la buena voluntad del órgano impulsor de 
este Real Decreto-ley, Unión Valenciana considera que 
es precario e insuficiente; este decreto, a pesar de con- 
tener medidas positivas, encubre la escasa voluntad po- 
lítica de dar ayudas reales y efectivas o, por lo menos, 
de intentar exigir de la Unión Europea que contemple 
esta situación de catástrofe de la sequía en igualdad de 
condiciones con otros Estados de la Unión Europea, que 
ante catástrofes, o bien por exceso de agua o bien por 
defecto, han tenido el apoyo unánime del Parlamento 
Europeo. Se contempla una escasa ayuda para regadíos, 
para la ganadería extensiva, para los cultivos leñosos; 
omite ayudas para paliar efectos de heladas, como en 
la Comunidad Valenciana, en la zona de Requena y 
Utiel, donde las heladas no se contemplan, y hay una 
ausencia de medidas para relanzar el cooperativismo 
agrario. En definitiva, frente a unas pérdidas valoradas 
superiores a los 500.000 millones de pesetas, el Gobier- 
no sólo presupuesta dinero para paliar escasamente el 
4 por ciento de las pérdidas computadas. 

El campo español está descapitalizado, el nivel de en- 
deudamiento es muy elevado. Por ello, la medida cau- 
sa indignación entre los agricultores afectados, que van 
a padecer las dificultades de acceder a los nuevos prés- 
tamos previstos en este Real Decreto-ley. Sólo la exen- 
ción del Impuesto de Bienes Inmuebles de rústica se 
puede considerar como medida correcta y acertada, y 
algunas otras meras declaraciones de voluntad. Las me- 
didas, reitero, son insuficientes y parciales; insuficien- 
tes por cuanto la cuantía real que se desembolsará no 
llegará a los 20.000 millones, y todavía está por deter- 
minar el porcentaje de reducción de módulos que ha- 
rá la Agencia Tributaria a finales de año p que supondrá 
para los agricultores un ahorro en el IRPF. Las cuotas 
a la Seguridad Social de los trabajadores por cuenta 
propia serán objeto de moratoria de julio de 1995 a ju- 
nio de 1996. Sin embargo, a partir de julio de 1997 los 
agricultores tendrán doble coste en el pago del cupón 
mensual del trabajador por cuenta propia. 

Los agricultores valencianos, que han sufrido enor- 
memente los efectos de la sequía -se valoran los da- 
ños en más de 50.000 millones-, están decepcionados 

ante la no inclusión como beneficiarios de estas ayu- 
das de los agricultores cuyas explotaciones agrarias han 
sufrido las heladas y aquellos que se dedican a la agri- 
cultura a tiempo parcial; no olvidemos que esto supo- 
ne dejar sin compensación al 80 por ciento de los 
agricultores de la Comunidad Valenciana. 

Es positiva, reitero, la exención del Impuesto de Bie- 
nes Inmuebles, la reducción de los módulos, el adelan- 
to del 50 por cien de las ayudas de la PAC y la concesión 
de créditos subvencionados a cultivos leñosos, de se- 
cano, pino, olivar, almendro y frutales, pero su trami- 
tación -espero que salga así adelante- como proyecto 
de ley, en caso de que la Cámara lo estime, puede de- 
terminar una redacción más acorde a las reivindicacio- 
nes del sector agrario español que incluya y contenga 
con firmeza medidas relativas a paliar los efectos de 
la sequía y que contemple aspectos fiscales de planifi- 
cación de cultivos y de ordenación y aprovechamiento 
de los recursos hídricos tales como la condonación de- 
finitiva del canon de riego del cuatrienio 1992-1995, la 
reducción sustancial de los módulos, la refinanciación 
de la deuda agraria, las ayudas de la Unión Europea 
imprescindibles ante esta situación de catástrofe por 
la atroz sequía que nos afecta, la modernización de las 
redes de riego, el impulso al Plan Hidrológico Nacio- 
nal, la política firme y decidida de trasvases a las cuen- 
cas del Júcar, del Segura y del Sur -cuando en el norte 
hay excedentes, en el sur no tenemos para sobrevivir-, 
y ayudas a las cooperativas y a las sociedades agrarias 
de transformación, etcétera. 

Si el Real Decreto-ley se tramita como proyecto de 
ley, según el artículo 151.4 del Reglamento de la Cáma- 
ra, podremos aprobar un texto que ayude a relanzar a 
la agricultura española, que buena falta le hace. Está 
en nuestras manos, y Unión Valenciana desde la tribu- 
na pide mayor comprensión, y para fortalecer, enrique- 
cer y mejorar esta buena declaración de voluntades del 
Ministerio, pediremos la tramitación como proyecto de 
ley para que, de alguna manera, se intente hacer justi- 
cia con el campo español, que tiene sed de justicia. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra' 
señor Chiquillo. 

el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA Señor Presidente, 
señorías, Coalición Canaria hace una valoración de al- 
ta gravedad de la situación que desde hace meses se vie- 
ne padeciendo fundamentalmente en la España meri- 
dional, en la España levantina y en la España insular 
y, concretamente, en el archipiélago canario, condicio- 
nado su rendimiento agropecuario, por la tremenda se- 
quía que vienen padeciendo estos territorios. 
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Nosotros entendemos que las medidas que trae aquí 
el Real Decreto-ley que hoy se nos presenta a convali- 
dación vienen a cubrir no todo el problema que deman- 
da en este momento el sector agrupecuario español, 
sino una parte del mismo. 

Valoramos positivamente el Real Decreto-ley, en la 
medida en que es un avance de abanico de actuaciones 
de tipo económico, fiscal y de infraestructura que vie- 
ne, de alguna manera, a paliar gran parte del daño. 

Por estas razones, Coalición Canaria va a dar su voto 
favorable a la convalidación de este Real Decreto-ley. 

Queremos resaltar, en primer lugar, el que se haya 
podido dar entrada, con un criterio a reserva de lo que 
apliquen en sus determinadas competencias los De- 
partamentos de Agricultura, Pesca y Alimentación, de 
Obras Públicas, Transportes y Medio Ambiente y de Tra- 
bajo y Seguridad Social, para determinar los ámbitos 
territoriales afectados. 

Sabe el señor Ministro que esta fue una polémica que 
al principio de las medidas que aplicó el Gobierno pro- 
dujo una contestación en la Comunidad Autónoma de 
Canarias y tuvo la propia Consejería de Agricultura del 
Gobierno de Canarias que salir al paso. Yo celebro, se- 
ñor Ministro, y me congratulo (de ahí una favorable po- 
sición para dar nuestro voto a la convalidación), que se 
haga, en primer lugar, una extensión indeterminada a 
los ámbitos territoriales afectados, para que lo deter- 
minen los citados Ministerios competentes, ateniéndo- 
se, por supuesto, a lo que dice el artículo 1.1, en las que 
tengan sobre todo reducciones superiores al 50 por 
ciento de dotaciones de agua o los daños, sobre todo 
-que son los que afectan al archipiélago canario por 
su peculiar situación legal y orográfica- en cuanto a 
la reducción de los pastos en la ganadería extensiva a 
lo que se ha referido el señor Ministro. Nos alegramos 
que haya sido precisamente por la actuación del Minis- 
terio de Agricultura, y concretamente de la Consejería 
de Agricultura del Gobierno de Canarias, para atender 
a su cabaña ganadera afectada por los pastos en gana- 
dería extensiva. 

Quiero señalarle, señor Ministro, que también valora- 
mos positivamente que en el artículo 6 del Real Decreto- 
ley, en cuanto a las explotaciones cuyos titulares ejer- 
zan su actividad a título principal, se haya reconocido 
la salvedad de la particularidad de la Comunidad Autó- 
noma de Canarias. 

Quiero recordar aquí que hace escasos minutos he- 
mos aprobado la Ley de Modernización de las Explo- 
taciones Agrarias, donde, en su disposición adicional 
quinta, nueva, hemos introducido la terminología de 
«agricultores profesionales en la Comunidad Autónoma 
de Canarias», y aquí sigue hablando este Real Decreto- 
ley, en el artículo 6, a), de explotaciones cuyos titula- 
res ejerzan su actividad a título principal, con la parti- 
cularidad, en su caso -leo textualmente del «Boletín 
Oficial del Estado» el texto del Real Decreto-ley 4/1995, 

que nos ocupa en este debate-, contemplada para la 
Comunidad Autónoma Canaria en el artículo 2, etcéte- 
ra, del Real Decreto 1318/1992. 

Nosotros entendemos que estas cláusulas de seguri- 
dad jurídica quedan reflejadas con lo que acabábamos 
de aprobar en la anterior votación de la Ley de Moder- 
nización de Explotaciones Agrarias, en su disposición 
adicional quinta, que afecta a los agricultores profesio- 
nales versus anteriormente -título principal en la Co- 
munidad Autónoma de Canarias- con lo que dice este 
apartado que hay aquí. 

El artículo 3 no es de aplicación en Canarias porque 
estamos hablando de tarifas de utilización de aguas y 
canon de regulación en lo que se refiere a la Confede- 
ración Hidrográfica. 

Por razones obvias, nosotros sí queremos destacar la 
importancia del artículo 4, del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles, en el caso de rústica, y que el artículo 12 
de este Real Decreto-ley haya hecho la previsión para 
evitar daños en la recaudación municipal cuando ha- 
bla de la compensación a los ayuntamientos. Creemos 
que este artículo 4 está perfectamente redactado tam- 
bién, en cuanto a que aquellos contribuyentes que ya 
hayan hecho el pago del impuesto tengan derecho a la 
devolución de las cantidades ingresadas que iban con 
destino a las haciendas municipales. 

En cuanto al tema, siempre debatido, de las cuotas 
de la Seguridad Social, creo recordar, señor Ministro, 
que ya lo habíamos hablado, gracias a una iniciativa del 
Grupo parlamentario Popular, el 30 de mayo, que nos 
pareció muy oportuna. En relación al tema del canon 
de riego, estábamos de acuerdo con que el canon se su- 
primiera prácticamente por las condiciones de sequía. 
No obstante, habíamos diferido en el tema de las cuo- 
tas a la Seguridad Social por entender que la condona- 
ción de cuotas a la Seguridad Social podía abrir un 
melón grave en toda la estructura de la Seguridad So- 
cial española en términos generales -el señor Ramírez 
lo entiende y me comprende- y nosotros preferimos, 
por aquel principio político de Seguridad Social, man- 
tener lo que dice el artículo 5 del Real Decreto-ley de 
las cuotas de la Seguridad Social y que sean efectivas 
con las moratorias que a lo mejor puedan venir sola- 
mente a partir del mes de julio de 1997. 

Fundamentalmente, en cuanto al artículo 3, como ya 
he dicho antes, relativo a la tarifa de utilización del ca- 
non de agua, creo que hay una buena intención dentro 
del texto cuando dice que queda aplazado como míni- 
mo hasta 1996; es un poquito «ad kalendas graecas». 
Creo que, aunque no satisface del todo, el sacarle el me- 
jor partido al «como mínimo» puede alargar la fecha 
del calendario. 

Finalmente, señorías, nosotros entendemos que, en 
su conjunto, las medidas de ayuda de auxilio de crédi- 
tos subvencionados para el pago por parte de los agri- 
cultores, pueden mejorar, digamos, y no perjudicar más 
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de lo que ya está perjudicando la sequía a las rentas 
agrarias de este país. 

Por hacer una valoración positiva, aunque hay pros 
y contras, y dada la extensión que trae este Real Decre- 
to-ley, nosotros, Coalición Canaria, va a votar favora- 
blemente su convalidación. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo Catalán (Convergencia i Unió), tiene la 
señor Mardones. 

palabra el señor Tubert. 

El señor TUBERT 1 ALSINA: Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo para fijar la posición de nuestro Gru- 
po con referencia a la convalidación del Real Decreto 
de 12 de mayo. 

Nosotros vamos a votar a favor, primero y especial- 
mente, porque entendemos que, en general, es un buen 
Decreto. Así quedó de manifiesto por parte de la mayo- 
ría de los Grupos cuando intervenimos con razón de la 
moción presentada por el Partido Popular y así lo ina- 
nifestamos nosotros también. 

Entendemos que el Decreto arbitra medidas y prés- 
tamos blandos para facilitar la recuperación producti- 
va de la mayoría de las zonas del Estado español y de 
la mayoría de los sectores. Adelanta en un 50 por cien- 
to las ayudas de la política agraria comunitaria; pare- 
ce prever moratorias en el pago de la Seguridad Social: 
introduce una modificación fiscal para el pago del Im- 
puesto sobre la Renta de las Personas Físicas; posibili- 
ta el acceso de ayudas tanto a cooperativas como a SAT 
en sus procesos productivos de transformación y co- 
mercialización y hay una condonación del Impuesto so- 
bre Bienes Inmuebles que implica en alto grado a las 
comunidades autónomas, algo que, desde nuestra pers- 
pectiva, entendemos que es un acierto, dado que el efec- 
to no es igual y lineal en todas las zonas y es importante 
la proximidad de conocimiento que tienen los gobiernos 
autónomos y esta implicación para asegurar su eficacia. 

En definitiva, es toda una serie de medidas que en- 
tendemos son oportunas, que pueden dar el resultado 
esperado y, aunque el Decreto tiene algunas limitacio- 
nes, desde nuestro Grupo se entiende como muy oportu- 
na la postura y el compromiso del Partido del Gobierno 
de hacer la tramitación vía proyecto de ley en interés 
de mejorarlo. Con esta fórmula entendemos que se cu- 
bre, primero, una necesidad inmediata, que es dar una 
respuesta al sector y, segundo, una posibilidad poste- 
rior de mejorarlo. 

En definitiva, sin alargarme más, no sé si sería la so- 
lución óptima (es difícil llegar con eficacia y concreción 
en un marco de tantas particularidades), pero, a buen se- 
guro, es la solución más resolutiva. Por ello, desde nues- 
tro Grupo vamos a apoyar la convalidación del Decreto. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Tubert. 

Por el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Ini- 
5ativa per Catalunya, tiene la palabra la señora Ri- 
vadulla. 

La señora RIVADULLA GRACIA Señor Presidente, 
señorías, reconociendo el derecho que tiene el Gobier- 
no a enviar a esta Cámara al Ministro que considere 
más oportuno, hoy esperábamos contar con la presen- 
Lia del Ministro Atienza, puesto que este Real Decreto 
no se basa fundamentalmente en política de infraes- 
tructuras, sino en toda una serie de medidas de tipo 
Fiscal, de moratorias sobre las cuales estamos acostum- 
brados los portavoces de los distintos Grupos a bata- 
llar con el señor Atienza, que sabe cuál es la posición 
que tenemos los distintos Grupos en relación con es- 
tas medidas. 

Porque, efectivamente, señorías, este es el cuarto año 
que nuestro país sufre las consecuencias de una grave 
sequía en el sur, pero no sólo en el sur, sino también 
en levante y en otras zonas de nuestro país. 

En principio, y en relación con el tema de recursos 
hidráulicos, desde Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
iunya pensamos que se tienen que poner en marcha he- 
rramientas de planificación hidrológica, desde cada 
acuífero hasta el nivel estatal, lo que sería el plan hidro- 
lógico nacional, pasando también por las estrategias 
sectoriales del plan de regadíos. 

En Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya pensa- 
mos que hay elementos centrales que se deben empezar 
a aplicar y con carácter urgente, que son las medidas 
para reforzar el ahorro y la reutilización del agua, 
democratizar y potenciar las confederaciones hidrográ- 
ficas y las comunidades de usuarios y afrontar la solida- 
ridad de distintas cuencas a partir del aprovechamiento 
integral de los recursos de cada cuenca. Esto pensamos 
que se tiene que hacer con carácter urgente. 

En relación con el decreto que nos ocupa, tuvimos 
oportunidad de señalar, con ocasión de la interpelación 
presentada por el Grupo Popular y la moción conse- 
cuente a la misma, que nosotros consideramos que es- 
te decreto de sequía, al igual que los decretos de años 
anteriores, son insuficientes; nos parecen necesarios, 
pero insuficientes. 

Pensamos que las bonificaciones, la condonación del 
IBI, la moratoria del agua, el anticipo de la PAC, son 
medidas necesarias, pero ya digo que a todas luces insu- 
ficientes, porque, efectivamente, los agricultores están 
experimentando una pérdida de ingresos y no podemos 
decir que como ya reciben unas ayudas de la PAC, ten- 
gan producción o no tengan producción, ya quedan 
compensados, porque este año los que no han tenido 
agua tendrán una mayor pérdida de ingresos. Y los prés- 
tamos significan, al fin y al cabo, un aplazamiento del 
problema. Ya los agricultores de determinadas zonas 
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llevan acumulando deuda desde distintos años y eso se 
tiene que pagar; se aplaza, pero se tiene que pagar en 
un momento determinado. Por tanto, está aumentando 
la carga financiera sobre importantes sectores del mun- 
do agrario español. 

Además, consideramos también que son indiscrimi- 
nadas, porque son ayudas proporcionales al tamaño de 
la explotación y, por tanto, reciben más aquellas explo- 
taciones que más hectáreas tienen y por ello reciben 
más aquellos que más tienen. No hay tampoco una mo- 
dulación en las ayudas. Saben SS.  S S .  que esta es una 
de las denuncias básicas de nuestro Grupo Parlamen- 
tario, pero es que es así. Son ayudas que, por otra parte, 
consideramos que son poco eficaces, porque tampoco 
hay tantos recursos y estos recursos se dispersan de tal 
manera que llegan a todos los propietarios, incluso a 
los absentistas, aquellos que no necesitan de las pro- 
ducciones anuales para sobrevivir. 

Por otra parte, las ayudas que se contemplan en el 
Real Decreto-Ley de este año también son injustas e in- 
completas. Las explotaciones pequeñas van a tener mu- 
chos más problemas para acceder a los préstamos. 
Tuvimos ocasión de decir al señor Atienza que quién 
iba a negociar los préstamos que tienen que asumir los 
agricultores. ¿El Ministerio de Agricultura se va a po- 
ner en contacto con las entidades banca4ias para decir 
que, de alguna manera, sale avalador de esto? Porque 
nos hemos encontrado con otros reales decretos en los 
que ha habido esa bonificación de préstamos, pero que 
los agricultores, cuando se dirigen a las entidades ban- 
carias, les dicen que si «verdes las han segado», por- 
que no tienen ni idea de ese compromiso. 

Por otro lado, piensen, señorías, que hay sectores im- 
portantes que no van a poder recibir ese anticipo de las 
ayudas de la PAC, como es el de frutas y hortalizas, por- 
que no tienen esas ayudas de la PAC y, sin embargo, afec- 
tan a sectores importantes de regadío, y esos 
agricultores no van a tener esas ayudas que los demás 
van a tener. 

En cuanto a los asalariados del campo, al haberse op- 
tado por la vía del subsidio agrario, que solamente afec- 
ta a Andalucía y Extremadura, nosotros pensamos que 
no hay un esfuerzo financiero por parte del Estado pa- 
ra dotar de presupuesto suficiente la creación de pues- 
tos de trabajo para zonas que, como Murcia, Levante, 
Castilla-La Mancha, no están afectadas por el subsidio 
agrario y, por tanto, solamente se van a poder benefi- 
ciar los trabajadores agrarios de Extremadura y de An- 
dalucía. 

Tengan en cuenta, señorías, que se han perdido, se- 
gún del sindicato del Campo de Comisiones Obreras, 
6.455 millones de jornales, que significan la fuente bá- 
sica de ingreso de los trabajadores del campo. Algo ten- 
dremos que hacer también para llegar a los trabaja- 
dores de esas wnas que no están cubiertas por el sub- 
sidio agrario. 

Pensamos que en el Decreto es positivo el hecho de 
que se haya contemplado por primera vez el reparto so- 
cial del agua; lo estimamos como un hecho positivo, y 
esperamos que eso no se quede solamente en el enun- 
ciado del Decreto, sino que después, eso se pueda lle- 
var a la práctica y no suceda, como en otras ocasiones, 
que se había llegado al acuerdo del reparto social del 
agua y, al final, por motivos e intereses múltiples, no 
se ha podido realizar. 

Señorías, pensamos que este Decreto, como en los de 
años anteriores, falta que se contemple la participación 
social de los afectados, de los sindicatos agrarios. Cree- 
mos que se necesita una mesa de la sequía, en la que 
puedan participar los agentes sociales. 

Entendemos también que hay que aprovechar las ayu- 
das agroambientales, que tienen una financiación del 
50 o el 75 por ciento del Feoga, que favorezcan medi- 
das de tipo agroambiental para ahorro de agua en re- 
gadíos. 

Asimismo, pensamos -y éste es un punto fundamen- 
tal- que las ayudas directas han de ser moduladas. 

Por último, de la misma forma que señalé en mi in- 
tervención de la semana pasada, quiero pedir al Gobier- 
no que, de alguna manera, matice lo que significan estas 
ayudas, porque estamos dando una imagen de un cam- 
po subsidiado, de un campo que recibe más por con- 
cepto de todas estas ayudas que lo que realmente se 
gana, y creo que estamos haciendo un flaco favor tra- 
tando así al sector agrario y ganadero. 

Señorías, también deseo manifestar que vamos a vo- 
tar a favor de la convalidación de este Real Decreto-ley, 
pero que vamos a pedir su tramitación como proyecto 
de ley porque todo lo que he expresado, todas estas ca- 
rencias que nuestro Grupo considera que hay en este 
Real Decreto-ley, pensamos introducirlo a través de en- 
miendas en la tramitación del proyecto de ley; y una 
de las más importantes que vamos a señalar será que 
este Decreto no sea solamente un decreto de sequía, si- 
no un decreto que contemple también ayudas para las 
heladas, porque una catástrofe es la sequía, pero tam- 
bién han sido gravísimas las repercusiones que han te- 
nido las heladas en amplios sectores de la producción 
de nuestro país. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
señora Rivadulla. 

Ramírez. 

El señor RAMJREZ GONZALEZ Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, no somos nosotros, desde el Grupo Popu- 
lar, los que le debemos decir al señor Ministro de Agri- 
cultura cuáles son los actos más importantes de su 
agenda, si presentar ante el Congreso de los Diputados 
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la solución que desde el Gobierno socialista se ofrece 
al sector agropecuario español afectado por una sequía 
que ha producido daños de más de 500.000 millones de 
pesetas o estar en otras circunstancias que no tienen 
la referencia de dar la representación del.Gobierno en 
esta Cámara. 

Pues bien, hemos oído un distante informe del Mi- 
nistro de Obras Públicas, leído de un papel que le han 
hecho, en relación al contenido de este Real Decreto me- 
diante el cual el Gobierno intenta paliar las circunstan- 
cias de esta sequía, que afecta a ese territorio que usted, 
señor Borrell, ha señalado, a esos cultivos que usted ha 
señalado y que no ha valorado, pero que los agentes so- 
ciales ya han valorado. Se han producido daños de más 
de 500.000 millones de pesetas, unidos a los daños de 
anteriores sequías, y en el mejor de los casos, calculan- 
do el esfuerzo que hace el Gobierno en este Real De- 
creto, va a poner al servicio del sector agropecuario 
español escasos 20.000 millones de pesetas. Por tanto, 
señor Presidente, señorías, nosotros no vamos a apo- 
yar la convalidación del Real Decreto, nos vamos a abs- 
tener y vamos a intentar señalar las circunstancias por 
las que nosotros creemos que este no es el Real Decre- 
to que necesita el campo, y en la esperanza de que el 
Partido Socialista no bloquee su trámite como proyec- 
to de ley, será entonces cuando planteemos las enmien- 
das sobre los elementos que entendemos necesarios 
para atender las circunstancias negativas que concu- 
rren en el sector agropecuario español. 

En primer lugar, el Real Decreto no habla de las he- 
ladas. Las heladas, señorías, han producido un daño tan 
importante en algunas comarcas como la falta de pre- 
cipitaciones, heladas que han afectado al interior de 
Castilla y León; recuérdese la situación del Bierzo, re- 
cuérdese las manifestaciones,de los agricultores del 
Bierzo la semana pasada colapsando las carreteras e 
intentando hacer llegar una postura respecto a la inca- 
pacidad de la Administración central de reconocer su 
situación; recuérdense los daños de las heladas en el 
interior de Valencia, en La Rioja sur y central, eri Ara- 
gón, en Castilla-La Mancha, en Navarra, etcétera. Por 
tanto, un Real Decreto que intenta compensar, poner 
medidas a favor de los agricultores afectados por una 
meteorología y se olvida de la otra parte de la meteo- 
rología, de las heladas, que también han condicionado 
el futuro de las explotaciones agrarias, creo que no me- 
rece la pena de ser aprobado por esta Cámara. 

Segundo. El señor Ministro nos ha hecho una rela- 
ción de los elementos positivos que a su juicio contie- 
ne el Real Decreto. Dice: Garantizamos el suministro 
de agua a la ganadería extensiva. ¿Con 200 millones de 
pesetas, señor Borrell, usted garantiza a más del 60 por 
ciento de la ganadería extensiva de España, ubicada en 
la zona seca, que ha perdido los caudales de las corrien- 
tes superficiales, que no tiene agua en sus pozos -lo 
dice claramente y se queda tan tranquilo-, que se va 

a resolver el problema de abastecimiento de agua a la 
ganadería extensiva? Yo creo, señor Ministro, que us- 
ted no lo ha leído o no ha estudiado o no se ha entera- 
do de lo que estaba leyendo, porque con 200 millones 
de pesetas no hay nada que hacer en relación a los abas- 
tecimientos de la ganadería extensiva. 

Se mantiene el cobro de la tarifa de agua y el canon 
de regulación; a lo sumo, nos dice el Real Decreto que 
queda aplazado hasta 1996, y, por tanto, para un agua 
que no ha sido utilizada por los regantes de las cQnfe- 
deraciones hidrográficas, un agua que no ha podido ir 
a crear riqueza, un agua que no ha sido utilizada, nos 
dice el Real Decreto que queda aplazado el cobro del 
canon y queda aplazado el pago de la tarifa y que, por 
tanto, en 1996 los agricultores que no han podido re- 
gar tendrán que pagar sus obligaciones con las confe- 
deraciones hidrográficas, con el Ministerio de Obras 
Públicas. 

Se condona el Impuesto de Bienes Inmuebles, y aquí 
se ha dicho hace poco que era un gran hallazgo, impor- 
tante, por parte del Real Decreto, porque además com- 
pensaba a los ayuntamientos que iban a dejar de cobrar 
este impuesto. Señor Borrell, hoy, en este momento, ha- 
ce cinco minutos, los ayuntamientos que no han cobra- 
do el Impuesto de Bienes Inmuebles correspondiente 
a la exención del año pasado no han recibido aún las 
compensaciones de Hacienda, y, por tanto, nos teme- 
mos muy mucho que, pese al contenido del artículo 12, 
donde se compromete la Administración central a com- 
pensar a los ayuntamientos por el no cobro del Impues- 
to de Bienes Inmuebles, el año que viene por estas 
fechas estará sin cobrar. Esto hay que decirlo aquí pa- 
ra que se conozca, porque hay grupos parlamentarios 
que han dicho que era un gran hallazgo del Real De- 
creto garantizar que los ayuntamientos iban a recibir 
urgentemente las compensaciones. Pues las del año pa- 
sado no las han recibido aún; en su tesorería, en su es- 
casa tesorería municipal no se han recibido. Por el 
contrario, el Real Decreto no concede la exención del 
pago de la Seguridad Social. Intentamos ofrecer alter- 
nativas con motivo del debate de nuestra moción; diji- 
mos que, efectivamente, no eramos partidarios de la 
exención de la totalidad de la Seguridad Social Agra- 
ria, pero que se podía modular en función del daño pro- 
ducido por los eventos meteorológicos y por la 
extensión de la explotación agraria, y el Partido Socia- 
lista no quiso entrar en esta discusión. Por tanto, los 
agricultores pagarán sus cuotas de la Seguridad Social 
Agraria, coincidentes con las correspondientes al año 
en curso, en 1997. El Gobierno socialista entiende que 
un agricultor español, que lleva cuatro años consecu- 
tivos de sequía, podrá pagar tranquilamente las cuo- 
tas de la Seguridad Social en el año 1997, las atrasadas 
de 1995 y 1996 y la corriente de 1997. No sé quién ha 
hecho las cuentas, no sé quién ha hecho esos cálculos 
para entender que los agricultores, sobre todo los pe- 
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queños, las explotaciones familiares, van a poder pa- 
gar una doble cotización. 

Y llegamos al paquete más importante de ayudas del 
Real Decreto: el adelanto del pago de las compensacio- 
nes de la reforma de la política agraria común y la po- 
sibilidad de la bonificación de intereses. 

Yo creo que no es un gran hallazgo intentar adelan- 
tar los pagos de la política agraria común; están pre- 
vistos en la propia legislación comunitaria, y además 
tenemos un cultivo, como es el de las oleaginosas, que 
se tiene que pagar, que tiene plazo para el adelanta- 
miento. Por tanto, no encontramos un gran estímulo pa- 
ra los agricultores que se les pueda garantizar ese pago 
si las comunidades autónomas cumplen unos requisi- 
tos, etcétera. No se pone la fecha del pago adelantado; 
el Real Decreto obvia un compromiso; no dice, por ejem- 
plo, que será el 30 de julio, el 30 de agosto ... No, no, en 
absoluto, sólo dice que se adelantará el pago del 50 por 
ciento de las compensaciones procedentes de la refor- 
ma de la política agraria. No es un gran hallazgo. 

En lo que hace referencia a los préstamos, se nos di- 
ce taxativamente que el agricultor solamente podrá op- 
tar por una vía, no por las dos a la vez. O pide se le 
refinancien los préstamos del año anterior o solamen- 
te puede obtener los beneficios para los préstamos de 
este año. Por tanto, los agricultores y ganaderos afec- 
tados por la sequía de 1994, que tienen unas obligacio- 
nes crediticias conocidas, con unos vencimientos y con 
unos intereses, no tienen la posibilidad, con este Real 
Decreto, de refinanciar su deuda anterior y obtener 
unos. nuevos préstamos de campaña para el próximo 
año, sino que el Decreto les limita la opción. Es decir: 
O prefiere usted que le refinanciemos la deuda de 1994 
u opta por establecer un convenio crediticio, un prés- 
tamo para 1995. No hay una doble posibilidad, como 
en su momento se dijo y como algunos medios de co- 
municación recogieron, haciéndose eco de algunas de- 
claraciones del Ministerio de Agricultura. Han de saber 
que solamente pueden optar a una de las dos moda- 
lidades. 

Tampoco se concreta cómo se va a reducir o se va a 
modificar el rendimiento neto a la hora de la aplicación 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
Hay una vaga promesa de que se autorizará la reduc- 
ción, pero el Real Decreto no contempla exactamente 
cómo se va a realizar esa reducción. 

Nos dice el señor Ministro, en esa lectura fría y téc- 
nica que ha hecho del contenido del Real Decreto, que 
se establece un paquete importante de inversiones en 
infraestructuras, con lo que se va a remediar el paro 
que existe en el medio agrario con motivo de la sequía. 
Dígase que los escasos 3.500 millones de pesetas se van 
a invertir solamente en la cuenca del Júcar y en la cuen- 
ca del Ebro, precisamente en las regiones agrícolas que 
menos paro tienen en España. No va a haber inversio- 
nes reales en Extremadura, ni en Castilla-La Mancha, 
ni en Murcia, ni en Andalucía. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Vaya 
concluyendo, señor Ramírez. 

El señor RAMIREZ GONZALEZ: Termino señor Pre- 
sidente. 

Sólo se van a hacer en esas dos cuencas y nos teme- 
mos que van a ser obras que ya estaban programadas 
y no va a haber ninguna innovación en relación a lo que 
significa el Real Decreto y a lo que significan sus ar- 
tículos 9P y 10 en cuanto intentar poner al servicio del 
campo esos escasos 3.500 millones de pesetas para mo- 
dificar la situación de desempleo que se va a producir. 

Por tanto, señor Presidente, señorías -alguien lo ha 
dicho antes-, es un Real Decreto de sequía repetitivo, 
sin imaginación, absolutamente escaso en sus ambicio- 
nes y no contempla toda la realidad agraria española 
producida por la meteorología. No se nos diga que las 
heladas pueden ser objeto de seguros, la sequía tam- 
bién y, por tanto, no existe ninguna razón moral ni ju- 
rídica que permita establecer medidas de apoyo, esca- 
sas como he demostrado, limitativas como he demos- 
trado, en favor de los efectos de la sequía, obviando los 
efectos de las heladas sobre idénticas estructuras pro- 
ductivas y sobre idénticos agricultores españoles. 

Esperemos que el trámite del Real Decreto corno ley 
permita mejorarlo a través de nuestras enmiendas, por- 
que hoy, tal como lo conocemos, sólo puede recibir de 
nuestro grupo parlamentario la ignorancia de su tra- 
mitación, la abstención de nuestro grupo, ya que no po- 
demos ser solidarios en estos momentos en marginar, 
una vez más, la situación agropecuaria española. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor To- 
señor Ramírez. 

rres Sahuquillo. 

El señor TORRES SAHUQUILU): Con su venia, se- 
ñor Presidente. 

Espero ser bastante breve en mi intervención porque 
la semana pasada hemos tenido un debate sobre la mo- 
ción consecuencia de una interpelación urgente del 
Grupo Popular, que hacía referencia precisamente a es- 
te Real Decreto sobre la sequía. Por tanto, hemos teni- 
do un debate suficientemente amplio, que yo no 
pretendo reproducir aquí, aunque hay quien lo ha he- 
cho, y donde se dejaron bastante claras las distintas po- 
siciones. 

Dígase lo que se diga, quiérase decir lo que se quie- 
ra, al final sólo con las dos medidas más pequeñas, de 
entre las muchas que establece el Real Decreto, las ayu- 
das ya superan los 24.000 millones de pesetas. Sólo con 
dos. Cuando alguien dice que con este Real Decreto se 
dan al campo escasos 24.000 millones de pesetas, sen- 
cillamente no conoce la realidad del Real Decreto-ley. 
Sólo dos de las más pequeñas -el Impuesto de Bienes 
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Inmuebles y el índice de rendimiento a efectos del 
IRPF- las dos sumadas, ya suponen 24.000 millones. 
Por eso repito, dígase lo que se quiera, al final este Real 
Decreto-ley aporta de verdad al sector agrario, de la caja 
común de todos los españoles, 324.000 millones de pe- 
setas, repito, 324.000 millones de pesetas. (El señor 
Hernández-Sito García-Blanco: Va para Ministro.) He 
descontado los adelantos de la PAC, los 150.000 millo- 
nes, porque, si los sumara, serían 474.000, por enten- 
der que, aunque es verdad que también el adelanto es 
una ayuda, es algo que el agricultor tiene derecho a per- 
cibir y, por tanto, lo percibiría en todo caso, aunque fue- 
ra un poco más tarde. 

Pues bien, descontando el adelanto del 50 por ciento 
en cultivos herbáceos y en las primas ganaderas de la 
PAC, gracias a este Real Decreto-ley que no es una sub- 
vención total, que no es un regalo de nadie, sino una 
necesidad para cubrir problemas que nos ha produci- 
do la sequía dentro del sector agrario durante los últi- 
mos tres años se está aportando un montante de dinero 
-repito-, de 324.000 millones de pesetas, cantidad que 
posibilita este Real Decreto-ley, dígase lo que se quie- 
ra decir. 

No son, por ejemplo, 200 millones los que se van a uti- 
lizar para llevar agua a los ganaderos que la necesitan, 
no. Hay que leerse el Real-Decreto. Es malo venir aquí 
sin leer los papeles y si uno lee el Real-Decreto observa 
que no son 200 millones, sino 3.700. (Rumores.-El 
señor Gayant Bermejo: No sirven para nada.) Son 3.700 
millones los que se van a destinar para la infraestruc- 
trura hidráulica. (El señor Ledro León pronuncia pala- 
bras que no se perciben.-Continúan los rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Silencio, 
señorías. 

Señor iedro, nadie le obliga a usted, ni a nadie a es- 
tar sentado en su escaño. Por favor, un poco conoci- 
miento del Reglamento y de respeto a la Cámara. 
(Rumores.) 

Continúe. 

El señor TORRES SAHUQUILU): Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Digo que hay que leerse los papeles y cuando uno no 
los lee sube aquí y dice cosas que no tienen nada que 
ver con la realidad. Eso es lo que pasa. Son 3.700 mi- 
llones mediante un crédito extraordinario al IRYDA,de 
los cuales 200 son para ayudas al transporte físico de 
agua allí donde no sea posible utilizar otro sistema: es 
decir, mediante obras de infraestructura. Por tanto, 
3.700 millones, señorías, y 1.300 millones de pesetas 
más en crédito extraordinario a Enesa para seguros 
agrarios que, por cierto, si en el debate de presupues- 
tos hubiéramos aprobado la enmienda del Grupo Po- 
pular prohibiendo que a Enesa se le pudieran dar 
créditos extraordinarios, ahora no podríamos hacerlo. 
Gracias a que no la aprobamos ahora se pueden dar 

1.300 millones de pesetas a Enesa. Esa es la verdad. 
[Rumores.) 

Este Real Decreto-ley, señorías, creo que es un buen 
instrumento para resolver problemas de verdad, no pa- 
ra hacer demagogia. 

Es mala cosa imponerse uno a sí mismo la obligación 
de subir a esta tribuna para decir que todo lo que haga 
el Gobierno, sea lo que sea, está mal o es insuficiente 
y es mala cosa porque con eso se suele caer en contra- 
dicciones tan enormes como cuando en el debate de pre- 
supuestos se dice: el Ministerio cada vez tiene menos 
competencias, por tanto, que prácticamente desaparez- 
ca, que quede reducido a poquita cosa pero; eso sí, cuan- 
do haya problemas, sea donde sea, la culpa, toda, del 
Ministerio. (El señor Hernández-Sito García-Blanco: 
Del Cesid.) No se entiende. Y las comunidades autóno- 
mas ¿qué? (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): i Si- 
lencio! 

El señor TORRES SAHUQUILLO: Desde el punto de 
vista del sector agrario y ganadero hubiera sido mucho 
más agradable escuchar a algunos intervinientes que 
tienen responsabilidades de gobierno en las comunida- 
des autónomas que también sus comunidades autóno- 
mas van a aportar el 6 por ciento para sufragar 
préstamos de interés a fin de que al agricultor le resul- 
ten a cero pesetas los intereses. Hubiera sido más po- 
sitivo, pero no lo hemos oído. Nosotros preferimos 
hablar de cosas positivas y reales, de ayudas reales y 
concretas para el campo y menos de demagogia. (El se- 
ñor Hernández-Sito García-Blanco: Ampárenos, señor 
Presidente, nos está riñenda-Varios señores Diputa- 
dos en los bancos del Grupo Popular: ¡Ahí, ahí!-El se- 
ñor Hernández-Sito García-Blanco: ¡Ahí les duele!) 

Por tanto, señorías, señor Presidente, nuestro grupo 
va a votar a favor de la convalidación de este Real- 
Decreto ley. 

Muchas gracias. (Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Torres Sahuquillo. 

Pasamos a la votación correspondiente a la convali- 
dación o derogación de este Real-Decreto ley. (El señor 
Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Votación para la convalida- 
ción o derogación del Real-Decreto ley 411995, de 12 de 
mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para re- 
parar los efectos producidos por la sequía. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: v e  
tos emitidos, 302, a favor, 186; abstenciones, 116. 
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El señor PRESIDENTE: Queda convalidado el Real 
Decreto-ley. 

Votación para la tramitación como proyecto de ley, 
por el procedimiento de urgencia, del Real Decreto-ley 
convalidado. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 302; a favor, 300; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la trami- 
tación como proyecto de ley. 

DICTAMENES DE COMISIONES SOBRE INICIATI- 
VAS LEGISLATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY PREVENCION DE RIESGOS 
LABORALES (Número de expediente 121/000083) 

El señor PRESIDENTE Punto IX del orden del día: 
Dictámenes de Comisiones sobre iniciativas legislati- 
vas. Dictamen del proyecto de ley de prevención de ries- 
gos laborales. 

Enmiendas del Grupo Vasco (PNV). Tiene la palabra 
el señor Olabarría. (Numerosos señores Diputados 
abandonan el salón de sesiones.) 

Señorías, ruego guarden silencio y ocupen sus esta- 
ños. (Pausa.) 

Señorías, guarden silencio. (Pausa.) 
Cuando quiera, señor Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Abordamos el debate de un importante proyecto de 
ley, que, si bien no tiene la capacidad de concitar la 
atención general de SS. SS., actualiza un sector del or- 
denamiento jurídico laboral, en concreto la materia re- 
lativa a la prevención de los riesgos laborales, antaño 
denominada seguridad e higiene en el trabajo, mediante 
la incorporación de una serie de directivas comunita- 
rias, en concreto, la 891391, la 92/85, la 94/33 y la 911383, 
cosa que el proyecto de ley realiza eficientemente. 

Nosotros queremos empezar felicitando al prelegis- 
lador, y cuando se utiliza en esta Cámara la expresión 
prelegislador estamos hablando del Gobierno, que es 
el que redacta los proyectos de ley, y a sus equipos téc- 
nicos, porque han logrado articular un buen proyecto 
de ley de prevención de riesgos laborales, incorporan- 
do los elementos más modernos del derecho compara- 
do e incorporando eficientemente los mandatos de las 
directivas. Quiero recordar a SS. SS. que las directivas 
comunitarias, cuando hacen referencia a las atinentes 
en materias sociolaborales, tienen siempre la condición 
de normas mínimas, lo que significa que no pueden o 
no deben necesariamente ser aplicadas en sus propios 

términos, que no tienen un contenido de mandato im- 
perativo, sino que las legislaciones nacionales o esta- 
tales, las receptoras de estas directivas pueden mejorar 
la articulación de las condiciones laborales que dichas 
directivas comunitarias consignan. El Gobierno ha he- 
cho una buena aplicación, una buena traslación (utili- 
zando esta, seguramente incorrecta expresión gramati- 
calmente, pero ya consolidada jurídicamente, traslación 
de directivas comunitarias) de las cinco directivas co- 
munitarias citadas, y nosotros estamos satisfechos, en 
términos globales, con el proyecto de ley que se debate 
y que no se presenta en este momento, porque el Mi- 
nistro de Trabajo lo ha presentado ya en dos o tres oca- 
siones por lo menos. 

El proyecto de ley, estando bien concebido en térmi- 
nos globales, genera algunos recelos, genera a mi gru- 
po parlamentario, algunos reparos conceptuales de 
naturaleza competencial, como casi siempre. Este pro- 
yecto de ley hace una complicada síntesis entre títulos 
competenciales absolutamente diferentes y hace una 
determinación de preceptos que tienen la consideración 
de básicos que nosotros entendemos desorbitada y, por 
esa razón, ilegítima. 

En primer lugar, utiliza el título competencial labo- 
ral, donde las comunidades autónomas que ostentan 
mayor grado de competencia la ostentan siempre con 
el carácter de ejecución de la legislación laboral del Es- 
tado. Utiliza otro título competencial absolutamente di- 
ferente, que es el título competencial «función pública», 
que ostentan las comunidades autónomas con mayor 
grado de competencia de naturaleza exclusiva, lo que 
posibilita a estas comunidades autónomas incluso a le- 
gislar, y así se ha hecho por diversas comunidades autó- 
nomas, sobre la materia de función pública. Utiliza el 
título competencial sanitario, relativizándolo, minoran- 
do en nuestra opinión la importancia o la trascenden- 
cia del componente sanitario en este importante 
proyecto de ley: título competencial que atribuye a las 
comunidades autónomas que ostentan mayor grado de 
competencia, también competencia de desarrollo legis- 
lativo y ejecución. Utiliza un último título competen- 
cial, que es el título competencial cooperativo, donde 
la exposición de preceptos que el proyecto de ley de- 
clara básicos es absolutamente desproporcionada, de- 
sajustada a los requerimientos del bloque de 
constitucionalidad, incluso desajustada a una ya clara 
jurisprudencia constitucional en la determinación o de- 
limitación de la habilitación competencial que osten- 
tan las comunidades autónomas con competencia 
exclusiva en materia de cooperativas. En el ámbito de 
Euskadi, por ejemplo, el artículo 10.23 del Estatuto de 
Autonomía de Guernika, atribuye competencia exclu- 
siva a esta comunidad autónoma; por ello, competen- 
cia legislativa al Parlamento Vasco. Hay una ley de 
cooperativas en Euskadi cuyo contenido vulnera este 
proyecto de ley mediante la desproporcionada, como ca- 
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lif icábamos originalmente, determinación de preceptos 
que tienen la consideración de básicos. 

Con esto estoy indicando que las renuencias más ca- 
racterísticas de mi Grupo Parlamentario respecto a este 
importante y, repito, bien concebido, proyecto de ley son 
de naturaleza competencia1 y hacen referencia a las dos 
disposiciones adicionales más polémicas y más llama- 
tivas en este momento, que son las disposiciones adi- 
cionales tercera y quinta. La disposición adicional 
tercera hace la relación exhaustiva, muy generosa, co- 
mo siempre para el Estado, de qué preceptos tienen la 
consideración de básicos o el carácter de normas bási- 
cas. Creo que se incumplen títulos competencias clarí- 
simos y pediría al Grupo Socialista, incluso al 
Gobierno, a todos los interlocutores, a todos los Gru- 
pos Parlamentarios, un esfuerzo de reflexión comple- 
mentaria que nos permita adoptar la determinación 
más razonable y más ajustada a los requerimientos 
constitucionales de cuáles deben ser los preceptos real- 
mente básicos en los cuatro títulos competenciales que 
de forma indiferenciada e incorrecta a veces utiliza es- 
te proyecto de ley. El segundo tema, el de la disposi- 
ción adicional quinta, es el de la famosa fundación, en 
virtud de la cual parte de las competencias públicas ati- 
nentes a la prevención de los riesgos laborales van a 
ser objeto de desregulación. 

Señor ministro, le voy a dirigir estas palabras a us- 
ted personalmente -y me disculpen SS. S S ,  pero creo 
que es un tema que debe transformarse en tensión dia- 
léctica con la proia Administración. Hay que desarro- 
llar un gran debate filosófico en este moemnto sobre 
la desregulación. Creo en la desregulación, en razona- 
ble y usted, sin duda alguna, también cree en la desre- 
gulación, pero nos da la impresión de que a veces se 
le va un poco la mano en materia desreguladora y la 
vía de la desregulación es peligrosa en el ámbito del 
Derecho del Trabajo. En la vía de la desregulación si 
no andamos con cuidado, si no adoptamos las cautelas 
suficientes en el ámbito legislativo y en el ámbito de 
las competencias normativas de la Administración, de 
la autoridad laboral, podemos iniciar una vía de único 
sentido que opere siempre en virtud de contactos o de 
acuerdos con los interlocutores sociales, siempre en for- 
ma de plus-petición y podemos terminar privando al 
Derecho del Trabajo de algunos de su principios esen- 
ciales o del algunos de sus principios axiológicos ca- 
racterizadores. Podemos acabar hasta con el propio 
Derecho del Trabajo si no andamos con cuidado en es- 
ta materia. 

Se ha desregularizado ya la materia de la formación 
profesional continua, donde una fundación de natura- 
leza privada, constituida por interlocutores sociales di- 
versos, la Forcem, ejecuta estas competencias y también 
se va a desregular esta materia mediante la posible 
creación de otra fundación que va a ejercer competen- 
cias que no tienen un claro umbral diferenciador con 

las propias competencias que de forma indeclinable de- 
ben corresponder a la autoridad laboral, tanto a la auto- 
nómica como a la estatal, la de la Administración 
central del Estado. Tengamos mucho cuidado con el de- 
bate desregulador. 

El Derecho del Trabajo no puede ser desregulado ab- 
solutamente y la Administración pública del Estado y 
el propio Poder Legislativo no pueden desproveerse 
-no tienen legitimación constitucional para ello-, de 
todas sus competencias normativas o de algunas de sus 
más importantes competencias normativas. Esto es lo 
que le quería comentar en primer lugar, pero es un de- 
bate folosófico, es casi metafísico, señor ministro, que 
haremos en otro lugar. 

En relación a lo atinente a este proyecto de ley, que- 
ría decirle que mi grupo parlamentario tampoco va a 
obstaculizar la creación de esta fundación. Pero nos 
gustaría que no fuese una única fundación la que se 
cree, sino que se creen cuantas fundaciones, en el ám- 
bito territorial del Estado o en el de las comunidades 
autónomas con competencia de ejecución de legislación 
laboral, estimen los interlocutores sociales de uno u 
otro ámbito que se deben crear. 

Creo que estamos en condiciones de analizar una 
transacción que el Grupo Socialista nos va a ofrecer; 
la transacción nos parece razonable y podemos llegar 
a una conclusión o a una articulación de los títulos com- 
petenciales que en lo relativo a esta fundación va a des- 
regular transfiriendo a interlocutores de naturaleza 
privada, interlocutores sociales, el ejercicio de compe- 
tencias públicas y cuasi públicas, la importante mate- 
ria de prevención de riesgos laborales. Nos podremos 
poner de acuerdo por lo menos en la distribución de 
competencias o en la posibilidad -esto es lo más im- 
portante- de que pueda haber más de una fundación 
en el Estado español, de forma que en aquellas comu- 
nidades autónomas o ámbitos territoriales diferentes 
del Estado donde haya interlocutores sociales con ele- 
mentos de legitimación representativa suficiente para 
constituirla, también la puedan constituir. 

En cuanto a la financiación de las fundaciones que 
se puedan crear en el futuro -y ya podemos utilizar 
el plural- está bien que la fundación de ámbito esta- 
tal se financie con los excedentes de gestión de las mu- 
tuas de accidentes de trabajo, pero también estimamos 
-y esto es difícilmente discutible- que las fundacio- 
nes de ámbito autonómico que se puedan crear se fi- 
nancien también con los excedentes de gestión de las 
mutuas de accidentes de trabajo que tengan ámbito 
autonómico, puesto que éstas son materias que perte- 
necen a las competencias exclusivas de las comunida- 
des autónomas y esas competencias exclusivas han sido, 
incluso, desarrolladas legislativamente por algunas co- 
munidades autónomas como la de Euskadi, Cataluña 
y algunas otras. 
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No sé qué interpretación semiótica realizar señor Pre- 
sidente de este proceso que estoy observando aquí de- 
lante. (El señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, 
Griñán Martínez, habla con algunos diputados del Gru- 
po Socialista.) Si la transacción existe o no existe de ver- 
dad; si esa transacción existiera hipotéticamente y 
puediera haber más de una fundación, las que no sean 
de ámbito estatal tendrán que financiarse también, 1ó- 
gicamente, con los excedentes de gestión de las mutuas 
de accidentes de trabajo de ámbito autonómico. 

Dicho esto, señor Presidente (como decía que el pro- 
yecto era bueno, no quiero que mis reflexiones parez- 
can tampoco demasiado críticas) el proyecto es bueno, 
pero se puede mejorar, como todo en esta vida segura- 
mente, este parece un principio ontológico no discuti- 
ble. Se pude mejorar su técnica jurídica, se puede 
mejorar la definición de algunos de sus conceptos ju- 
rídicos más relevantes, hasta el propio concepto de ries- 
go laboral, puesto que el precepto de este proyecto de 
ley que define el propio riesgo laboral no incorpora al- 
gunos elementos conceptuales definidores del derecho 
comparado, como es el grado de probabilidad, la expo- 
sición o el grado de riesgo; se pueden o se deben ex- 
cluir principios de responsabilidad objetiva que todavía 
se consignan para los empresarios, no previendo la po- 
sibilidad de que el caso fortuito o la fuerza mayor exo- 
nere a empresarios que han adoptado las medidas de 
seguridad que el proyecto de ley consigna, cuando és- 
tas no han funcionado bien. 

El Derecho del Trabajo -y esto lo sabe el ministro per- 
fectamente- ha abandonado la doctrina de la responsa- 
bilidad objetiva. El propio derecho español, en su con- 
junto, ya no utiliza para casi nada la teoría de la respon- 
sabilidad objetiva y la causa mayor o la fuerza mayor, 
el caso fortuito, tendría que exonerar de responsabili- 
dades. Tendríamos que mejorar -recuerdo de la inter- 
vención de la señora Maestro que fue muy buena- 
dando más relevancia a los títulos competenciales sanita- 
rios; tendríamos que impedir alguna genuina expropia- 
ción o algunas genuinas expropiaciones de competencias 
sanitarias que se hacen a la administración sanitaria, 
puesto que aquí como «vis» atractiva ejerce el derecho 
laboral. El título laboral es el competencialmente absor- 
bente de todos los demás -tenía razón, señora Maes- 
tro-, y realmente se expropian algunas de sus compe- 
tencias, a la administración sanitaria por ejemplo, en ma- 
teria de inspección, en materia de control, de evaluación 
de las medidas de prevención laboral establecidas. De- 
beríamos intentar recuperar para la administración sa- 
nitaria algunas de las competencias administrativas que 
pierde. 

El señor PRESIDENTE Le ruego concluya, señor Ola- 
barría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ Sí,  concluyo de in- 
mediato. 

Por último, señor Presidente, tendríamos que intentar 
evitar algo que nos parece absolutamente inaceptable 
y es que los trabajadores cuando perciban que haya una 
situación hipotética o posible de riesgo laboral disyun- 
tivamente puedan advertir de esa situación de riesgo la- 
boral a los delegados de prevención de los trabajadores 
o al responsable jerárquico. El responsable jerárquico 
es el primero que debe ser advertido, puesto que es el 
posterior responsable jurídico a todos los efectos. 

Con estas cuestiones que son menores y con algunas 
transacciones de naturaleza competencia1 que quizá es- 
tamos en condiciones de aprobar, este proyecto de ley 
va a quedar redondo, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olabarría. 
Enmienda del Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per 

Tiene la palabra la señora Maestro. 
Catalunya. 

La señora MAESTRO MARTIN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, estamos a punto de lograr la incorporación 
al marco normativo de nuestro país de una ley indispen- 
sable, básica, y que sorprendentemente llega con retraso. 

El Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-Iniciati- 
va per Catalunya, como recuerdan SS.  SS.,  presentó una 
enmienda a la totalidad con texto alternativo al proyec- 
to de ley del Gobierno; proyecto de ley del que desde he-  
g o  no teníamos inconveniente en resaltar los avances que 
incorporaba. El primero de ellos su propia existencia, 
pero también la incorporación de normativas dispersas, 
de normativas obsoletas, y el avance en un aspecto: que 
la salud de los trabajadores debe ser protegida por el 
Estado, por las administraciones públicas, en la preven- 
ción de los riesgos laborales. Recuerdo que el portavoz 
del Grupo Socialista calificaba de injustificada la pre- 
sentación de la enmienda a la totalidad con texto alter- 
nativo de Izquierda Unida, y decía que eran anecdóticos 
los puntos de discrepancia, cuando, a nuestro juicio - 
insisto que reconociendo los avances legislativos que esta 
ley incorpora-, suponían perder la oportunidad de in- 
corporar aspectos cualitativos que no son un lujo en 
nuestro país, sino que son indispensables. 

El marco legislativo en el que esta ley se inscribe no 
es solamente el de la trasposición de las directivas euro- 
peas, sobre todo de la Directiva marco 89/391, de la Co- 
munidad Europea; también la Constitución española en 
su artículo 15, que garantiza el derecho a la integridad 
física y moral; el artículo 43.1, el derecho a la protec- 
ción de la salud; el artículo 42, por el cual los poderes 
públicos deben velar por la seguridad e higiene en el tra- 
bajo; también el Convenio 155 y recomendaciones com- 
plementarias de la OIT, el Convenio 161 sobre servicios 
de salud, el capítulo IV de la Ley General de Sanidad, 
señorías. Se llegó a calificar mi intervención como de 
corporativa, lo que creo que no merece ningún tipo de 
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respuesta porque, evidentemente, ni yo ni la enmienda 
a la totalidad de texto alternativo hemos partido nun- 
ca de criterios corporativos de defensa de competen- 
cias de los sectores implicados. El asunto fundamental 
es que la Ley General de Sanidad en su capítulo IV, que 
habla de salud laboral, está sin desarrollar desde el año 
1986. Recuerdo a SS. SS. que la segunda parte de una 
moción del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida- 
Iniciativa per Catalunya, consecuencia de una interpe- 
lación urgente a finales de junio del año pasado, exac- 
tamente hace un año, instaba al Gobierno a desarrollar 
el capítulo IV de la Ley General de Sanidad .en un pla- 
zo de dos meses, lo que se aprobó por unanimidad en 
esta Cámara, y no solamente no se ha tomado ninguna 
medida para su desarrollo legislativo, sino que se ha 
procedido por parte de la Administración sanitaria al 
cierre de la única unidad de salud laboral con la que 
contaba el Ministerio de Sanidad. No son problemas 
de qué administración interviene; no son problemas de 
que se reconozca en algún punto de la ley la participa- 
ción de la Administración sanitaria. Hay una situación 

situación de conflicto real que se da en cada tajo, en 
cada fábrica, en cada empresa, en cada servicio, públi- 
co o privado, y es la contradicción fundamental entre 
productividad, competitividad y salud. Ante esta situa- 
ción, no es solamente el terreno de juego donde la nor- 
ma atribuye y regula las competencias de empleadores 
y empleados en materia de salud laboral, sino que la 
Administración sanitaria central y la autonómica, con 
sus competencias reconocidas y establecidas, tienen 
ámbito concreto de intervención, máxime cuando, co- 
mo decía el señor Olabarría, las directivas que esta nue- 
va ley pretende trasponer constituyen espacios 
mínimos, normas mínimas que los Estados pueden - 
y añado yo que deben- desarrollar en función de su 
situación. La situación de salud laboral en accidentes 
de trabajo y en enfermedades profesionales es muy gra- 
ve en nuestro país, es desastrosa en relación con la si- 
tuación en el resto de países de la Unión Europea. Por 
tanto, la obligación del legislador, en este caso, hubie- 
ra debido ser intervenir de manera más eficiente, más 
rotunda, para dar respuesta a una situación que, en 
nuestro país, adquiere tintes mucho más graves que en 
otros países de la Unión Europea. 

La racanería, el reduccionismo con que el Gobierno 
ha tratado los aspectos de salud laboral se ven refleja- 
dos en el retraso en la remisión al Congreso de los Di- 
putados del proyecto de ley. Ha tenido que ocurrir no 
sólo que la Comisión de las Comunidades Europeas, el 
12 de marzo de 1993, abriera un procedimiento de in- 
fracción con el Estado español sino que, el 14 de diciem- 
bre de 1993, diera un plazo de dos meses al Gobierno 
español para trasponer las directivas, sin lo cual se en- 
viaría el procedimiento sancionador ante el Tribunal 

6 básica de conflicto que esta ley pretende regular; una 

de Justicia de las comisiones europeas. Se ha actuado 
con reduccionismo, con racanería y de una manera res- 
trictiva en esta ley, y vale decir no sólo que nos alegre- 
mos, que estemos todos más tranquilos cuando 
salgamos de este Pleno del día de hoy teniendo una ley 
de prevención de riesgos laborales, pero con el sabor 
agridulce de saber que esta Cámara y el Gobierno no 
han estado a la altura de las circunstancias. Se ha ac- 
tuado desde un planteamiento restrictivo biologicista 
en el desarrollo de la ley. Se obviado que desde hace 
mucho tiempo, y no sólo en la concepción de salud, se 
actúa de manera restrictiva en la trasposición de la Di- 
rectiva marco, que habla no sólo de seguridad, de pre- 
vención de riesgos, sino de salud de los trabajadores, 
y que la salud no es sólo un aspecto biológico sino psí- 
quico y social y que, por tanto, se exige de las adminis- 
traciones públicas no sólo la elaboración de normativas 
destinadas a la prevención de los riesgos sino para ele- 
var el nivel de promoción de la salud de las adminis- 
traciones. 

Es evidente que este proyecto de ley no plantea sólo 
problemas competenciales que no se refieren solamente 
a la lesión de competencias asumidas en materia de sa- 
lud por comunidades autónomas, sino que también, 
desde un punto de vista de contenido, de esencia, se está 
privando a las administraciones más cercanas a los ciu- 
dadanos, más cercanas a las condiciones concretas en 
las que se desarrolla el proceso productivo, de interve- 
nir decididamente en materia de salud laboral. 

Las enmiendas parciales que son el resultado del tras- 
lado a esta formulación de la enmienda a la totalidad 
que nuestro Grupo planteó proponían que, en el ámbi- 
to laboral, la autoridad sanitaria pudiera ordenar la pa- 
ralización inmediata de los trabajos cuando a su juicio 
exista riesgo o peligro para la salud, en función de lo 
establecido en los artículos 2: y 3.0 de la Ley Orgánica 
3/1986. Y si es competencia de las administraciones sa- 
nitarias autonómicas la elaboración de planes de salud, 
los planes de salud laboral deben formar parte del ejer- 
cicio de sus competencias y, por tanto, la identificación 
de riesgos, la puesta en marcha de programas, la pues- 
ta en práctica de medidas de inspección y de sanción 
por parte de la Administración sanitaria y también, có- 
mo no, el dotarse de una infraestructura sanitaria es- 
pecífica, además de la que pueda establecerse a partir 
de los servicios de prevención, de las mutuas de acci- 
dentes de trabajo y enfermedades profesionales. Asimis- 
mo debe tener competencia la Administración sanitaria 
para dirigir, coordinar y acreditar a todos aquellos en- 
tes privados que puedan intervenir en la atención de 
salud y en la prevención de riesgos laborales. 

Esta situación, que hace referencia a marcos concep- 
tuales, se agudiza en nuestro país en la nueva legisla- 
ción laboral que introdujo la reforma del mercado de 
trabajo. La introducción de la precariedad, de la tem- 
poralidad, el incremento enorme de la rotación en los 
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puestos de trabajo, el desempleo con características es- 
tructurales hacen imposible una protección integral de 
los trabajadores contemplada exclusivamente desde 
servicios de prevención que se instalan en las empre- 
sas, sobre todo dada la introducción en el proceso pro- 
ductivo de sustancias cuyas repercusiones en la salud 
de los trabajadores están sin analizar en su inmensa 
mayoría, y teniendo en cuenta, además, que el impacto 
sobre la salud puede desarrollar las consecuencias en 
condiciones de enfermedad mucho después de trans- 
currido el plazo en el que el trabajador tuvo contacto 
con el agente causal. Todas estas circunstancias hacen 
imprescindible una actuación protagonista de la Admi- 
nistración sanitaria en la vigilancia de un colectivo de 
trabajadores que no solamente incluya a los fijos y a 
los temporales, sino a toda la economía sumergida, a 
toda la contratación en precario, imposible de abordar 
desde servicios de prevención contemplados solamen- 
te en el ámbito de la empresa. 

El señor PRESIDENTE: Señora Maestro, le ruego 
concluya. 

La señora MAESTRO MARTIN Termino, señor Pre- 
sidente. 

Nuestras enmiendas introducen también otro aspecto 
fundamental, y es la necesidad de que los servicios de 
prevención tengan carácter universal. Es otra de nues- 
tras preocupaciones básicas que desgraciadamente no 
ha sido solventada en el trámite de debate en Comisión. 
Precisamente en las empresas pequeñas y medianas, 
donde se produce el mayor índice de siniestralidad, el 
mayor índice de enfermedad, el mayor índice de baja 
presencia sindical, los servicios de prevención son ine- 
xistentes. Ni siquiera se ha aceptado la contemplación 
de la figura del delegado territorial como elemento de 
vigilancia, de inspección de la aplicación de las normas 
previstas en esta ley, en un ámbito tan disperso y tan 
complejo como es el de la pequeña y mediana empresa. 

Esta ley tampoco introduce el concepto de desgaste 
a nuestro juicio fundamental, por el cual las condicio- 
nes de trabajo no sólo introducen factores físicos o 
químicos sobre la salud del trabajador, sino factores 
psíquicos vinculados a la organización y al contenido 
del trabajo que están determinando envejecimientos 
prematuros, mortalidades precoces, años de vida per- 
didos, teniendo en cuenta que el concepto de salud al 
que hace referencia el de desgaste abarca no sólo la 
ausencia de enfermedad, a la que hacía referencia an- 
teriormente, sino la plena realización del potencial de 
vida sana de cada uno. 

La política de salud laboral debe estar inscrita en una 
política global de salud en la cual las administraciones 
sanitarias se coordinen, la actuación, la representación 
de trabajadores y empresarios en los servicios de pre- 
vención definan las funciones de los mismos, en las que 

se identifiquen riesgos y se actúe a partir de las dife- 
rentes administraciones y en los ámbitos competencia- 
les correspondientes en función de la protección de un 
nivel integral de salud. Ustedes saben que el objetivo 
fundamental es difícil de conseguir en la situación ac- 
tual, que los límites ambientales permitidos en general 
no suelen ser suficientes para garantizar condiciones 
de salud, que las presiones económicas de las grandes 
empresas condicionan estos límites y que estas presio- 
nes son fuertes y eficaces. Por otro lado, la variabilidad 
del ser humano convierte en una falacia un concepto 
tan aceptado como los supuestos límites de seguridad 
para el trabajador medio. La auténtica prevención, pues, 
se mide no solamente en estándares ambientales sino 
en la capacidad de incidir en la mejora de los indica- 
dores de salud. 

Quiero terminar mi intervención haciendo referen- 
cia a dos aspectos bien concretos. 

El señor PRESIDENTE Señora Maestro, le ruego 
concluya. 

La señora MAESTRO MARTIN: Sí termino. 
A los criterios de actuaciones preventivas en cuanto 

a las medidas razonables existentes, términos que evi- 
dentemente hacen referencia a aspectos de coste- 
beneficio que podrían haber sido modificados por en- 
miendas entre otros, de mi Grupo Parlamentario, tras- 
ladándose a la medida que hiciera posible intervenir 
con mayor eficacia y, finalmente, a la exclusión de los 
trabajadores a domicilio, de los trabajadores en el ho- 
gar familiar y a la enmienda que nuestro Grupo plan- 
tea para que sea el Gobierno, en el plazo de seis meses, 
el que adopte una reglamentación específica que no ex- 
cluya absolutamente de la protección de la salud y de 
la prevención de riesgo a este colectivo. 

Esperamos que en el futuro esta ley pueda ser mejo- 
rada; que la realidad de la vida, la realidad de las rela- 
ciones de trabajo permitan superar este concepto de 
salud reduccionista en el ámbito biologicista, y que po- 
damos acercarnos a aquello que el X Congreso de Mé- 
dicos y Biólogos de lengua catalana definió como 
concepto de salud: una manera de vivir autónoma, so- 
lidaria y gozosa. 

Gracias. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señora Maestro. 
Enmiendas del Grupo Catalán (Convergencia i Unió). 
Tiene la parabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Señor Presidente, se- 
ñoras y señores Diputados, nos encontramos hoy ya 
prácticamente en uno de los últimos trámites del de- 
bate de este proyecto de ley que hace mucho tiempo es- 
perábamos. Ha sido un proyecto que ha vivido muchas 
vicisitudes; ha habido muchos anteproyectos y proyec- 
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tos que estaban a punto de llegar a la Cámara pero por 
una razón u otra no llegaban. Finalmente el Gobierno 
nos trae un proyecto dialogado, y en algunos aspectos 
pactado, con las fuerzas sociales. A nosotros -como ya 
dijimos en el debate de totalidad y en el debate en 
Comisión- nos parece que es un proyecto correcto, que 
es un buen proyecto. Un proyecto necesario porque so- 
mos un país con una honda siniestralidad laboral; un 
país en el que respecto a seguridad y salud laboral he- 
mos tenido que recuperar en poco tiempo un atraso 
muy importante. Por tanto, creo que estamos en presen- 
cia de una medida legislativa absolutamente necesaria, 
por lo que era imposible esperar más tiempo para que 
viniese a la Cámara. 

Este proyecto adolece de algunos defectos que en par- 
te se han corregido en el debate de Comisión, donde se 
han incorporado bastantes enmiendas de mi Grupo y 
de otros Grupos, transaccionales y algunas literalmente, 
por lo que creemos que el proyecto llega hoy aquí no 
perfecto, pero sí en buen estado de salud, y esperamos 
que después del debate de hoy siga mejorando. 

Hay un aspecto que quizá no queda recogido adecua- 
damente, o por lo menos a satisfacción de mi Grupo, 
el haber hecho una valoración del papel importantísi- 
mo que han tenido los médicos en medicina laboral a 
lo largo de la reciente historia de nuestro país. Es un 
colectivo que ha venido supliendo una política clara y 
programas contundentes en mejora de la salud laboral, 
y lo ha venido haciendo con su buena y gran profesio- 
nalidad. En el proyecto que va a salir hoy de esta Cá- 
mara, a mi juicio no queda bien recogido el papel que 
van a hacer en el futuro. Es cierto que hay una remi- 
sión a un reglamento, pero conviene llamar la atención 
de la Cámara y convendrá llamar la atención de las fuer- 
zas sociales en el futuro, sobre que esta es una ley que 
tendrá muchos reglamentos. Es una ley que puede que- 
dar desvirtuada o reforzada según el espíritu que se uti- 
lice en la redacción de los reglamentos, de los muchos 
reglamentos que este texto va a necesitar para su desa- 
rrollo. Por tanto, habrá que hacer una encarecida lla- 
mada al Gobierno, al Ejecutivo para que en el desarrollo 
de la ley tenga muy presente el papel que jugará cada 
una de las partes. 

Después del debate en Comisión han quedado algu- 
nos aspectos que creemos deben ser mejorados en este 
proyecto de ley. Han quedado algunas enmiendas con- 
cretas de mi Grupo que son las que quiero defender a 
partir de este momento. Desde el principio hemos pen- 
sado que este es un proyecto de ley en el que debe re- 
cogerse no sólo el espíritu sino también la letra de la 
Directiva de la Unión Europea. En este sentido tenemos 
la enmienda 133 que pretende modificar el artículo 1 
con el fin de introducir la expresión «para promover 
la mejora de la seguridad y salud de los trabajadores 
en el trabajo». Si el proyecto trata de recoger lo dispues- 
to por la Directiva, será bueno utilizar los mismos tér- 

minos, y en él se recoge con más profundidad el tema 
de salud laboral, que es uno de los aspectos que quere- 
mos mejorar con nuestra enmienda 133. 

La enmienda 137 pretende modificar la letra b) del 
apartado 1 P  del artículo 5, que diría: «La elaboración 
de la política preventiva se llevará a cabo con la parti- 
cipación de los empresarios, trabajadores y de los téc- 
nicos de los Servicios de Prevención, a través de las 
Organizaciones Empresariales, Sindicales y Sociedades 
Científicas más representativas ». Queremos introducir 
el papel que han de jugar las sociedades científicas en 
el trabajo que esta ley va a promover de cara a la pre- 
vención y a la seguridad en el trabajo. 

Con la enmienda 138 pretendemos adicionar un tex- 
to que diga al final del apartado 3 del artículo 5 ((y de 
los instrumentos de previsión». Estamos hablando de 
las políticas de prevención y querríamos puntualizar- 
lo matizando el texto con este añadido. 

Con la enmienda 140 pretendemos adicionar un texto 
al apartado 2 del artículo 6, que añadiría “y a la norma- 
tiva de las Comunidades Autónomas con competencias 
en estas materias». En ningún caso las mencionadas 
disposiciones de desarrollo pueden invadir competen- 
cias. Esta cuestión la hemos de estar reclamando siem- 
pre que se presentan proyectos de ley en esta Cámara. 
Hay que tener muy presente que estamos ante la cons- 
trucción del Estado de las autonomías y que en los 
proyectos de ley se adolece de ese criterio. A veces se 
invaden competencias -supongo que sin querer- o no 
se tiene en cuenta que las comunidades autónomas ya 
tienen algunas facultades para desarrollar o aplicar en 
este caso la legislación laboral y sanitaria y que en los 
proyectos no siempre se respeta. 

Las enmiendas números 146, 147, 148, 155, 156, 157, 
158 y 160 pretenden ordenar el texto e introducir algu- 
nas mejoras en el proyecto. No me detengo en ellas por- 
que, primero, ya las defendí en Comisión y, por tanto, 
el Grupo Socialista ya sabe cuál es la posición de mi 
Grupo; segundo porque veo que el tiempo se me acaba 
y, no quiero abusar de la paciencia de la Presidencia; 
y tercero, porque me queda la enmienda 165, que es a 
la que quisiera dedicar no mayor tiempo, pero sí ma- 
yor énfasis, para que el Grupo Socialista le preste más 
atención. 

Esta es una enmienda para nosotros vital. Es una de 
esas enmienda que nos harán ser beligerantes si no se 
tiene en cuenta. Pretende esta enmienda eliminar del 
texto la adicional quinta. Como SS. SS. saben, la dispo- 
sición adicional quinta, pretende la creación de una fun- 
dación con los mismos objetivos prácticamente que el 
Instituto Nacional de Salud e Higiene en el Trabajo, con 
los mismos objetivos prácticamente que la comisión na- 
cional que se crea en este proyecto. E s  una adicional 
típica de las que invaden competencias; es una adicio- 
nal típica de aquellas que no tienen en cuenta que las 
comunidades autónomas tienen instrumentos, organis- 
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mos, en la aplicación legítima y legal de su estatuto, pa- 
ra desarrollar las actividades que se proponen en esta 
fundación. La financiación de esta fundación no es, en 
absoluto, aceptable por mi Grupo. No aceptaremos el 
texto como está en el proyecto. De ninguna manera cree- 
mos asumible el texto de la disposición adicional quinta 
que se nos plantea en este proyecto. Es la enmienda que 
a nuestro juicio haría que tuviésemos que cambiar el 
criterio, con el que he iniciado mi intervención, de ad- 
mitir que este es un buen proyecto. No será un buen 
proyecto si esta adicional quinta no se modifica sustan- 
cialmente si, no se da un papel fundamental a las co- 
munidades autónomas en la gestión de esta fundación, 
si no se dan las mismas posibilidades a las comunida- 
des autónomas para crear organismos que puedan cum- 
plir funciones similares a las que se prevé en el texto 
para esta fundación, si la financiación no se concreta 
de una manera determinada, así como también la par- 
ticipación de las comunidades autónomas en los recur- 
sos que esta fundación pueda tener. Coartar la libertad, 
invadir las competencias de las comunidades autóno- 
mas es la única cosa que mi Grupo no puede aceptar 
de ninguna manera. Y esta adicional quinta, de apro- 
barse tal como está en el texto del proyecto, nos provo- 
caría una decepción difícilmente superable. 

Nada más, señor Presidente. Muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Hinojosa. 
Por el Grupo de Coalición Canaria tiene la palabra 

el señor Mardones. 

El señor MARDONES SEVILLA Señor Presidente, 
señorías, Coalición Canaria presenta para este debate 
las enmiendas que resultaron rechazadas en el trámite 
de Comisión. Anuncio, señor Presidente, que retiro las 
enmiendas números 1, 7, 11, 14 y 16 y que se mantie- 
nen las restantes, que obedecen fundamentalmenté a 
los siguientes principios. 

Arrancando de una valoración altamente positiva del 
conjunto del texto del proyecto de ley, salvo las referen- 
cias competenciales que ahora haré, es indudable que 
se da cumplimiento al artículo 40.2 de la Constitución 
Española que encomienda a los poderes públicos, den- 
tro de los principios socieconómicos, como derechos 
fundamentales de la nación española, las competencias 
legislativas en la seguridad e higiene en el trabajo. Y 
digo poderes públicos y competencias legislativas, por 
tanto, no solamente del Gobierno central sino de las co- 
munidades autónomas. Por otro lado, se da cumplimien- 
to a armonizar y trabar, bajos mínimos, por supuesto 
(como bien ha señalado la portavoz del Grupo Federal 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya), la legis- 
lación de las directivas comunitarias; una legislación 
de mínimos a partir de la cual pueden hacerse todos 
los excedentes de garantías sociolaborales de seguri- 
dad e higiene en el trabajo que se quieran y sean posi- 

bles técnica, económica y funcionalmente en cada país. 
Nos congratulamos de que el proyecto de ley haya re- 
cogido toda la directiva dada por la actual Unión Euro- 
pea en este momento, como es la Directiva 89/391 de 
la entonces Comunidad Económica Europea. 

Entendemos que nuestras enmiendas, las que defien- 
do globalmente, salvo algún aspecto concreto que se- 
ñalaré, considerando la altura y gran perfección que 
tiene este proyecto de ley, tratan de ser enmiendas per- 
feccionistas, enmiendas que introduzcan fundamental- 
mente cuestiones de detalle que aumenten las garantías 
de seguridad jurídica del trabajador, como en el caso 
de la falta de garantías de seguridad jurídica plena 
cuando los detalles son a favor de la empresa. Creemos 
que una ley de higiene y de seguridad en el trabajo, jun- 
to a la vigilancia de los poderes públicos competencia- 
les, tiene que conseguir y armonizar una convivencia. 
La higiene y seguridad en el trabajo no solamente es 
un requisito legal, sino que tiene que hacer algo que 
impregne en una racionalidad de exigencia, de ofertas 
y de demandas entre la parte laboral y la empresarial, 
para que esas medidas, de prevención fundamentalmen- 
te, funcionen con gran naturalidad: que ni sea una hi- 
pertrofia de exigencias laborales como en épocas 
pasadas hubo necesidad de hacer, ni sea tampoco un 
concepto que la empresa interprete como un gasto más 
en su cuenta de explotación. Hay que armonizar preci- 
samene estos dos intereses y, con estas enmiendas, no- 
sotros planteamos sencillamente un perfeccionismo 
que no viene a distorsionar nada del fondo, en el que 
estamos de acuerdo, sino a concretar y explicitar aque- 
llos aspectos que nos parecen fundamentales. 

Señorías, quisiéramos relacionar también la razón y 
justificación de nuestras enmiendas en unos principos 
generales competenciales. No  voy a extenderme, por- 
que ha habido una magnífica, a mi juicio, exposición 
motivada del señor portavoz del Grupo Vasco (PNV), 
don Emilio Olabarría, que me exonera felizmente de es- 
ta matización. Pero sumándome a ella, quiero decir que 
hay unos aspectos delicados en la ley, en los que pone- 
mos énfasis en nuestras enmiendas: son, fundamental- 
mente, los aspectos competenciales. 

Cumplir con el artículo 40.2 de la Constitución y cum- 
plir con las directivas de la Unión Europea, como la ci- 
tada 891391, no exonera de que sean inteligente y 
constitucionalmente entendidos los repartos competen- 
ciales. Y, como se ha dicho aquí, no se le pueden sus- 
traer dentro de la misma Administración, sea la central 
del Estado sea la de la comunidad autónoma, por tras- 
vase extraño, actuaciones competenciales que están ba- 
sadas en un sentido común, pero fundamentalmente en 
una racionalidad de competencia técnica específica, co- 
mo son los aspectos sanitarios. Tiene que se competen- 
cia de un especialista del mundo de la sanidad el 
inspeccionar las normas de higiene y seguridad en el 
trabajo, y sobre todo normas preventivas para evitar o 
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reducir esa tremenda cifra que España muchas veces 
ofrece en el contexto europeo -para vergüenza de nues- 
tras medidas de higiene y seguridad en el trabajo- de 
la alta tasa de siniestralidad, la alta tasa de accidentes 
laborales de nuestros trabajadores en las empresas, pre- 
cisamente por falta de medidas cautelares, pero, sobre 
todo, es necesario un especialista sanitario cuando en- 
tramos en las enfermedades profesionales, en la califi- 
cación de las bajas, que terminan después en las 
magistraturas de los tribunales laborales correspon- 
dientes precisamente por las interpretaciones de los 
certificados médicos de los forenses o de los partes mé- 
dicos con baja por enfermedad o declaraciones de in- 
validez, permanente o transitoria; estos temas, 
específicamente, por su propia naturaleza, son compe- 
tencia de un especialista del mundo de la sanidad. Por 
tanto, vemos que se puede disminuir un nivel de garan- 
tías técnicas a favor del trabajador, incluso dejando a 
la empresa en una situación de indeterminación y, por 
consiguiente, de inseguridad, si no son verdaderamen- 
te técnicos competentes, especialistas en la materia sa- 
nitaria, los que hagan las inspecciones, regulen o den 
las documentaciones pertinentes, para decir que se es- 
tá cumpliendo con los buenos principios que encierra. 
No vayamos a tener un buen principio y una mala apli- 
cación por defecto competencial. 

Finalmente, y con esto termino, señor Presidente, sus- 
cribo plenamente los planteamientos de nuestra en- 
mienda número 22 con respecto a la disposición 
adicional quinta, acorde con lo que han dicho tanto el 
portavoz del Grupo Vasco (PNV) como el portavoz del 
Grupo Catalán (Convergencia i Unió). En cuanto a la dis- 
posición adicional tercera, asimismo, son fundamenta- 
les los aspectos que se contemplan en la enmienda. La 
Comunidad Autónoma canaria acaba de recibir recien- 
temente sus transferencias en sanidad y tiene hecho el 
desarrollo para que estas competencias se ejerzan en 
la propia Administración, dentro de sus propios órga- 
nos competenciales, teniendo por una ley orgánica, co- 
mo es el Estatuto de autonomía, estas competencias, 
por lo que anuncio que las vamos a ejercer con todas 
sus consecuencias ante las máximas instancias que lo 
puedan dirimir, como es el Tribunal Constitucional. 

Con respecto a la disposición adicional quinta, ya se 
ha dicho prácticamente por los dos oradores que he ci- 
tado la exigencia de este tema de las competencias con 
respecto a la creación de la fundación y su presencia 
en ella. Nuestra enmienda no es tan detallada como las 
de los otros grupos, pero lo globaliza perfectamente, re- 
cabando para la administración autonómica el aspec- 
to competencial, que no se le puede sustraer por esta 
ley. No creemos que estuviera en el ánimo político del 
prelegislador, como decía el señor Olabarría, que es el 
Gobierno, olvidarse sencillamente del Título VI11 de la 
Constitución y de los Estatutos de autonomía de las co- 
munidades autónomas que tienen las competencias 

transferidas y las vienen ejerciendo en este aspecto, pa- 
ra hacer este entuerto, que tiene una sencilla y fácil co- 
rrección en este trámite en el que estamos hoy. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Mardones. 
Enmiendas del Grupo Popular. Tiene la palabra el se- 

ñor Camps Devesa. (El señor Vicepresidente, Beviá Pas- 
tor, ocupa la Presidencia.) 

El señor CAMPS DEVESA Gracias, señor Presidente. 
Señorías, estamos ante un proyecto de ley que desa- 

rrolla una materia de enorme trascendencia humana 
y social y que en su globalidad, al igual que han hecho 
la mayoría de los portavoces que me han precedido en 
el turno de palabra, tiene un valoración positiva por 
parte de mi Grupo Parlamentario en un sentido tem- 
poral, ya que por fin España adapta su legislación a las 
normas europeas en materia de seguridad e higiene, 
prevención de riesgos laborales o, como preferimos de- 
nominar desde el Grupo Popular, calidad de vida labo- 
ral. Pero esta inicial valoración positiva no nos debe 
servir de excusa, no nos debe hecer olvidar en ningún 
momento el devenir poco glorioso de este proyecto de 
ley, porque si estamos ante una materia (la salud labo- 
ral, la calidad de vida laboral) de enorme importancia 
para los trabajadores de este país, no lo debía ser tan- 
to para los distintos Ejecutivos socialistas, que, desde 
que don Felipe González prometió en su debate de in- 
vestidura, allá por el año 1982, la remisión a esta Cá- 
mara de un proyecto de ley de salud laboral, han 
tardado la friolera de trece años en enviarlo, con varios 
intentos fallidos de por medio; espacio de tiempo que, 
a nuestro juicio, denota bien a las claras la preocupa- 
ción de este Gobierno y los que le han precedido res- 
pecto a la salud laboral de nuestros trabajadores, y 
dilación que sólo puede ser consecuencia de la falta de 
voluntad política, sólo achacable a los gobiernos socia- 
listas que han dirigido la vida de este país en los últi- 
mos años, porque las causas que lo motivan, las causas 
que motivan la existencia de esta ley, el propio debate, 
estaban ya presentes en nuestro país hace mucho 
tiempo. 

Teníamos y tenemos altos índices de siniestralidad 
laboral, manifiestamente mejorables, aunque es cierto 
que en los últimos años ha habido una mejoría relati- 
va. Teníamos y tenemos una legislación anticuada, ob- 
soleta, preconstitucional en la mayoría de los casos, con 
una enorme dispersión de normas que hacía y hace im- 
prescindible la articulación y desarrollo en España del 
marco normativo que con esta ley se pone en marcha, 
y sobre todo este proyecto debería haber sido incorpo- 
rado, como bien sabemos, a nuestra legislación inter- 
na antes del 31 de diciembre de 1992, ya que la directiva 
marco comunitaria de 1989 así nos obligaba, directiva 
irónicamente firmada por el señor Chaves, a la sazón 
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Presidente del Consejo de Ministros de la Comunidad, 
y que llega con más de dos años de retraso sobre el 1í- 
mite legal establecido. Una infracción que, además ha 
supuesto la tramitación, como ya ha dicho anteriomen- 
te algún otro portavoz, de un expediente por parte de 
la Unión Europea contra España, evidentemente por 
manifiesto incumplimiento, en este caso, de obligación 
legal. 

Fíjense, señorías, este proyecto de ley se configura, 
tal como delimita el propio Gobierno, como una ley ge- 
neral, una ley de principios, una ley marco que no ha- 
ce más que incorporar a nuestro Derecho interno los 
criterios de prevención contenidos en la directiva mar- 
co comunitaria y otras normas específicas sobre pro- 
tección frente a riesgos específicos o situaciones 
determinadas. Su contenido viene prácticamente dado 
por las citadas directivas, y el Gobierno ha tardado 
prácticamente cinco años en copiar de un papel a otro. 
Y siendo ello relativamente sencillo, aún así, a nuestro 
juicio, no lo hacen todo lo bien que debieran puesto que 
el proyecto, a estas alturas, después del tiempo trans- 
currido, después de todas las personas e instituciones 
que han participado en la redacción del mismo, aún tie- 
ne lagunas y carencias, a las que justamente van diri- 
gidas nuestras enmiendas para intentar mejorarlo. 
Existen puntos ambiguos y poco claros, debido en gran 
parte a que lo literario ha primado en detrimento de 
la claridad exigible a cualquier ley; ello motiva la exis- 
tencia de las enmiendas que aún se mantienen en este 
Pleno por parte de mi Grupo. Esas enmiendas respon- 
den básicamente -y hago gracia a SS. SS. de entrar 
pormenorizadamente en cada una de ellas- a cuatro 
principios. En primer lugar, estimular la promoción de 
la calidad de vida en el trabajo mediante la evaluación 
sistemática de los riesgos, la elaboración y actualiza- 
ción periódica de los planes de prevención y el otorga- 
miento de una prioridad máxima a las acciones e 
iniciativas en materia de primeros auxilios, emergen- 
cias, incendios y seguridad vial. En segundo lugar, el 
establecimiento de medidas de prevención adecuadas 
a las pequeñas y medianas empresas de modo que la 
necesaria protección de los trabajadores no sea incom- 
patible con las peculiaridades de organización de este 
tipo de empresas; en especial habrá de tenerse en cuen- 
ta, a nuestro juicio, la potenciación de los servicios de 
prevención comunes, para lo cual las mutuas de acci- 
dentes de trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social podrían cumplir una función primor- 
dial. En tercer lugar, buscamos propiciar las iniciati- 
vas empresariales favorables a la seguridad y salud en 
el trabajo, estimulando fiscalmente la renovación del 
equipamiento y la adquisición de equipos de protección. 
En cuarto y último lugar, propiciar, con reducciones de 
cotización por accidentes de trabajo, la elaboración y 
aplicación de planes de prevención de empresas, así co- 
mo la revisión de la tarifa de accidentes de trabajo, te- 

niendo en cuenta la evolución de la siniestralidad 
específica de cada una de las empresas. De ahí que, en 
base a estos principios, pretendamos, en muchas de 
nuestras enmiendas, dotar al texto legal de mayor ri- 
gor y claridad, evitando la redacción reiterativa y ge- 
nérica en exceso del proyecto, que sólo puede dar lugar 
a inconcreciones y, en muchos casos, a una inseguri- 
dad jurídica no deseable por ninguno de nosotros. Asi- 
mismo, pretendemos redefinir y mejorar la Comisión 
Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo que se 
crea, a la cual debe corresponder la consulta estable- 
cida en el artículo 6.01 del proyecto en su calidad de 
órgano integrado, asesor, colegiado y de participación 
institucional, en el que están representados, de forma 
paritaria, todas las administraciones, los empresarios 
y los sindicatos. No tiene ningún sentido que la consulta 
prevista en el mencionado artículo no se realice a la ci- 
tada Comisión, en total consonancia con lo dispuesto 
en la exposición de motivos del proyecto de ley, en su 
apartado 4. Debe garantizarse además en dicha Comi- 
sión la presencia de las mutuas de accidente de traba- 
jo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social, 
no sólo, como van a ser, como integradoras de la mayo- 
ría de los servicios de prevención comunes, sino tam- 
bén por el hecho de que las mutuas tienen al día de hoy 
una positiva y larga experiencia en el plano asistencia1 
y preventivo, además de agrupar o acoger en su seno 
a la mayoría de técnicos expertos en materia de segu- 
ridad, higiene y salud en el trabajo; Comisión que, ade- 
más, debe ser consultada específicamente en cuanto a 
los criterios de elaboración de indicadores y estadísti- 
cas homologables a nivel europeo. Ello lo requiere la 
evaluación comparada, que aún no es posible al no ba- 
sarse en nuestro país en metodologías que permitan 
una homologación con los indicadores de otros países 
de la Unión Europea. Hay que dotar de uniformidad a 
nuestros indicadores y estadísticas, no sea que nos en- 
contremos, como en otros casos, con lecturas interesa- 
das, dependiendo del indicador o la estadística a la que 
nos acojamos o queramos interpretar. 

Por ello, nuestras enmiendas, que conocen los porta- 
voces de los distintos grupos, incluido el Grupo mayo- 
ritario, no son, cuantitativamente hablando, muchas y 
responden a esos principios básicos. Me voy a detener 
en las que planteamos a la ya tan controvertida y men- 
cionada disposición adicional quinta, nuestras enmien- 
das 192 y 193, que no ponen en cuestión la existencia 
de la fundación que en la misma se prevé, porque en- 
tendemos que debería existir, pero entendemos también 
que debe ser mejorada y conformada de manera dis- 
tinta a como el proyecto de ley lo realiza. 

A nadie se le escapa que la controversia al respecto 
no es tanto la existencia de una o varias fundaciones 
con distintos o único ámbito territorial, sino el hecho 
de la financiación de las mismas y respecto a lo cual 
el proyecto de ley prevé, en cuanto a la fundación que 
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crea, que su principal fuente de financiación consisti- 
rá en el 80 por ciento del exceso de excedentes de las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades pro- 
fesionales. En la enmienda transaccional que propone 
el Grupo Socialista en el día de hoy, ese 80 ya ha pasa- 
do a un 20 por ciento, pero justamente por ello, porque 
ese 80 pasa a un 20, es por lo que entendemos que las 
mutuas de accidentes de trabajo, tal vez las únicas fi- 
nanciadoras de esa fundación, que son entidades cola- 
boradoras en la gestión de la Seguridad Social, que 
manejan fondos públicos, porque las cotizaciones por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales lo 
son, con representación en sus órganos de dirección de 
empresarios y de trabajadores a través de sus organi- 
zaciones, y dirigidas, vigiladas y tuteladas por el propio 
Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Trabajo, evi- 
dentemente deben ser oídas cuando se prevea adoptar 
planes, medidas o acuerdos que puedan afectar a la uti- 
lización de dichos fondos. Y, evidentemente, sin poner 
en cuestión el carácter de públicos de esos fondos, que 
provienen de la buena gestión de las mutuas, si se me 
permite la expresión, y para evitar lo que podría ser una 
apariencia de expolio particular y sobre todo la desin- 
centivación para dichas mutuas en la gestión eficaz y 
productora de dichos excedentes, debemos adoptar me- 
didas como las que se contienen en nuestra enmienda 
193. Además, para que las mutuas puedan ser oídas, de- 
ben estar representadas en el patronato de la fundación 
y por ello hay que aceptar lo que se propone en nuestra 
enmienda 194. Si aportan el patrimonio, si exclusiva- 
mente a lo mejor son las únicas que aportan ese patri- 
monio, no tendría razón alguna el que no estuvieran 
presentes en el patronato de la misma, al igual que, co- 
mo pretendemos, en la Comisión Nacional de Seguri- 
dad y Salud en el Trabajo. 

Por último, me permitirán que me centre en una en- 
mienda que considero de especial importancia. Nuestra 
enmienda 196 crea una nueva disposición adicional y 
tiene su sentido en el hecho de que este proyecto resalta 
de manera muy acentuada, a nuestro juicio, los aspec- 
tos sancionadores, elevando enormemente la cuantía de 
las sanciones en base a las infracciones tipificadas. Sin 
embargo, olvida específicamente que sólo de manera 
punitiva no se consigue el resultado perseguido, cual 
es evitar, o cuando menos reducir, los riegos profe- 
sionales. 

En este sentido, para lograr, como dice el punto 5 de 
la exposición de motivos del proyecto de ley, una actua- 
ción en la empresa que esté dirigida a la protección del 
trabajador frente a los riesgos laborales y que desborda 
el mero cumplimiento formal de un conjunto predeter- 
minado, más o menos amplio, de deberes y obligacio- 
nes empresariales, es preciso también adoptar una serie 
de medidas promocionales entre las que caben las pro- 
puestas fiscales y administrativas. 

Así, la Ley General de Seguridad Social, en su versión 
ie 1974 y en su actual versión de 1994, ya establece li- 
:eralmente que la cuantía de las primas podrá reducir- 
se en el supuesto de empresas que se distingan por el 
:mpleo de medios eficaces de prevención, disposición 
aue, no obstante, nunca se ha llevado a efecto, por lo 
que sería oportuno, en base a lo argumentado, que la 
iey de prevención de riesgos laborales posibilitase la 
promoción de la seguridad y salud de los trabajadores 
también en términos económicos. 

En definitiva, creemos que el conjunto de nuestras 
rnmiendas contribuiría de forma notable, de ser acep- 
tadas, a la mejora de la calidad de vida en el trabajo, 
3 un clima social más constructivo y a una mejora de 
nuestra productividad y competitividad al disminuir los 
zostes directos e indirectos que generan los accidentes 
de trabajo y las enfermedades profesionales. Sin em- 
bargo, no podemos dejar de expresar que si hasta ahora 
rl devenir del proyecto de ley no ha sido excesivamen- 
te glorioso, este devenir se va a consumar con el hecho 
de que España va a presidir la Unión Europea en el ú1- 
timo semestre de este año sin que esta ley haya entra- 
do en vigor. Una transposición de una directiva-marco 
comunitaria que tendremos el dudoso honor de que no 
esté en vigor después de cinco años de obligación de 
transponerla y cuando, además, España tendrá la pre- 
sidencia de esta Unión Europea. No sólo por ello, sino 
también porque eso va a suponer un atraso importan- 
te en el desarrollo reglamentario que en la ley se prevé 
y al que le está afectando, como podría ser el caso del 
reglamento de colaboración de las mutuas de acciden- 
te de trabajo que duerme el sueño de los. justos en el 
Ministerio, es por lo que no podemos congratularnos 
totalmente de lo que hoy es ya la aprobación, en este 
Pleno del Congreso de los Diputados, antes de su remi- 
sión al Senado, de este proyecto de ley. 

Esperemos que el posterior desarrollo de esta ley me- 
jore lo que ha sido su conformación.hasta el momento 
presente. Estoy prácticamente seguro de ello porque se- 
rá otro gobierno el que sin demoras desarrolle lo dis- 
puesto en la misma. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Para un turno en contra, tiene, en primer lugar, la pa- 
señor Camps. 

labra el señor Zambrana. 

El señor ZAMBRANA PINEDA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a tratar de responder a las enmiendas que han 
presentado los diferentes grupos hasta el capítulo IV, 
artículo 32, puesto que será otro compañero el que se 
ocupe del resto de la ley. 

Voy a tratar también de ceñirme a las cuestiones que 
han planteado en el debate oral de este momento en la 



- 
CONGRESO 

8126 - 
15 DE JUNIO DE 1995.-NrS~. 154 

Cámara y no al conjunto de enmiendas presentadas. 
Quisiera señalar, como primera característica de este 
debate, que la práctica unanimidad de los grupos par- 
lamentarios estiman que estamos en presencia de una 
buena ley; algunos han señalado que llega con tardan- 
za pero, en cualquier caso, se considera que es un tex- 
to preciso y que va a mejorar sensiblemente la situación 
de nuestro país en torno a este problema. Incluso Iz- 
quierda Unida, que presentó una enmienda de totali- 
dad, no ha dejado de reconocer la bondad del proyecto 
de ley. Por consiguiente, creo que podemos felicitarnos 
de que este texto salga adelante. 

La segunda cuestión que quisiera señalar como pre- 
via es que el texto ha tenido importantes modificacio- 
nes a lo largo de su tramitación parlamentaria. No es 
fácil que una ley incorpore del orden de 60 enmiendas, 
como hemos hecho en la Comisión, evidenciando un es- 
píritu de consenso de todos los grupos parlamentarios 
en beneficio de la mejora de un texto que va a redundar 
en la calidad del trabajo de los trabajadores españoles. 

Entrando ya en las posiciones de los diferentes gru- 
pos, el Grupo Vasco, señor Olabarría, ha planteado una 
cuestión acerca de la desregulación en el ámbito del 
Derecho del Trabajo. A mí, señor Olabarría, no me preo- 
cupa porque, como S.  S .  conoce bien, en términos com- 
parativos con cualquier país europeo, si hay un país 
donde las relaciones laborales están sometidas a nor- 
mas y presididas por la judicatura de lo laboral y con- 
troladas desde un punto de vista normativo, ese es 
España. En cualquier otro país las relaciones contrac- 
tuales entre sindicatos y patronal tienen bastante más 
campo del que tienen en España, quizás por nuestra re- 
ciente tradición en que, tras la salida de la dictadura, 
las demandas de los trabajadores se canalizaban, so- 
bre todo por transformaciones jurídicas ya que no ha- 
bía la posibilidad de tener subyacente la musculatura 
social que suponía un movimiento sindical. Por consi- 
guiente, estamos en el país más normativizado y no creo 
que S. S .  tenga por qué preocuparse de que estemos des- 
regulando en exceso el ámbito del Derecho del Trabajo 
en España. 

La segunda cuestión que ha planteado, junto con los 
problemas de competencias -que mi compañero co- 
mentará- es la definición que ustedes hacen del ries- 
go laboral. Ya discutimos esto en Comisión. Creemos 
que nuestra definición es mejor; que la suya es redun- 
dante porque para definir la gravedad la introducen en 
la propuesta y en la definición. Creo que es más correc- 
to el tratamiento medido que le da el texto que ha re- 
mitido el Gobierno que, en definitiva, mide la gravedad 
por la probabilidad y por la severidad, pero no define 
la gravedad por la propia gravedad, por la probabili- 
dad y por la exposición. Creemos que técnicamente es 
más correcta nuestra definición. 

Finalmente ha hecho referencia a la problemática que 
se plantea con la introducción por vez primera en nues- 

tro Derecho del término jurídico del derecho de resis- 
tencia, por tanto, creo que podemos felicitarnos del 
avance sustancial que esta ley supone. Se puede estar 
de acuerdo o no, se puede decir que se tenía que haber 
ido más lejos, pero creo que el avance está medido, es 
importante, y algo que la judicatura ha estado recono- 
ciendo se introduce por vez primera en un texto legal 
de manera clara y explícita. El derecho de resistencia 
que se introduce creemos que va calculado, medido. Co- 
noce bien S. S. que es un texto que les gusta a los sindi- 
catos y que no gusta en absoluto a la patronal. Por 
consiguiente, estamos en un equilibrio, porque es con- 
veniente también que estos asuntos tengan la aquies- 
cencia de los patronos que van a ser los más directos 
responsables de tomar las medidas para que la seguri- 
dad y la salud de los trabajadores tenga salvaguarda 
en el puesto de trabajo. 

Izquierda Unida ha planteado el tema redundante de 
fondo. A dicho Grupo le hubiera gustado que esta Ley 
fuera más sanitaria, más volcada sobre los aspectos sa- 
nitarios y más controlada desde la administración sa- 
nitaria. El texto del Gobierno se ha elaborado desde 
otro punto de vista y nosotros creemos que es más co- 
rrecta la postura del Gobierno. En primer lugar, no hay 
ningún país europeo donde se haga descansar sobre la 
administración sanitaria los problemas de riesgo o de 
salud en el trabajo, es mucho más operativo para éstos 
que se haga descansar sobre la administración espe- 
cializada en el tema. En segundo lugar, llegar a argu- 
mentar como tesis de fondo, señora Maestro, que la 
administración laboral en España es la que se debe 
preocupar de la competitividad mientras que la sani- 
taria sería la que se preocuparía de la salud y estaría 
fuera de ese mercado perverso donde priman los fac- 
tores de competitividad, me parece un poco extraño. 
Cualquier sindicalista que tenga experiencia así debe 
reconocerlo. Usted, que pertenecerá a Comisiones Obre- 
ras, sabe que su sindicato se ha fraguado, en buena par- 
te, durante muchos años sobre el recurso permanente 
a los inspectores de trabajo y a la administración, tan- 
to jurídica como administrativa. Acusar a la Inspección 
de Trabajo y decir que la administración laboral en Es- 
paña está preocupada por la competitividad y, frente 
a ella, que la administración sanitaria iba a actuar de 
otra forma, francamente no creo que sea un argumen- 
to -«hic et nunc»- absolutamente válido y considero 
que no es correcto. 

Plantea S.  S .  también la universalización de los ser- 
vicios de prevención. Este tema ha sido largamente dis- 
cutido con los interlocutores sociales y en el que se ha 
llegado a una postura de síntesis y correcta. El objeti- 
vo de la ley es la protección de la seguridad y salud de 
los trabajadores en el trabajo. Se fundamenta en el dere- 
cho de los trabajadores, que es el Derecho Constitucio- 
nal, y como correlativo al derecho de los trabajadores, 
la obligación de los empresarios de garantizar esa sa- 
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lud. Se fuerza al empresario a evaluar los riesgos y se 
dan salidas alternativas: bien que encargue a unos tra- 
bajadores de preocuparse por la salud en los centros 
de trabajo, bien que los servicios de prevención, pro- 
pios o ajenos, cuando la problemática y el volumen de 
la empresa lo requieran, se ocupen de ello. Se introdu- 
cen numerosas cautelas, siempre basándose en la obli- 
gación del empresario; se precisan las potestades del 
empresario en función del tipo de empresas y se hará 
en los reglamentos; se obliga a una auditoría o evalua- 
ción externa cuando se contrate un servicio externo a 
la empresa; se obliga a recurrir en determinados su- 
puestos al servicio de prevención; se controla la acre- 
ditación de los servicios especializados; se impone la 
consulta obligatoria del empresario a los trabajadores 
en estos terrenos y, además, se añade la inspección de 
trabajo como vigilante de que este proceso llegue a 
buen puerto. Creemos que es más que suficiente y que 
no sería razonable imponer a todas las pequeñas em- 
presas, a las empresas de dos, tres o cuatro trabajado- 
res, al pequeño comercio, a la pequeña oficina, la 
obligatoriedad de tener unos servicios de prevención 
desorbitados. La ley está en un justo término; no es ra- 
zonable gravar a la pequeña empresa con costes adicio- 
nales para una utilidad prácticamente nula. Tampoco, 
señora Maestro, en el Derecho comparado encontrará 
usted países, ni siquiera en la muy avanzada en estos 
temas Dinamarca, donde haya una obligatoriedad uni- 
versal de tener e, imponer los servicios de prevención 
con carácer específico, como S. S. pretende. 

El Grupo Catalán (Convergencia i Unió) ha plantea- 
do algunos problemas puntuales -enmiendas 133 y 
siguientes- y ha dejado pendiente la necesidad de es- 
ta ley de tener un desarrollo reglamentario fuerte. Yo 
podría decirle, señor Hinojosa, que de la misma forma 
que esta ley ha sido motivo de larguísimas discusiones 
-posiblemente uno de los factores que ha influido en 
el retraso en la llegada a esta Cámara ha sido la discu- 
sión con los agentes sociales-, los reglamentos se ten- 
drán que tratar en los foros adecuados: el diálogo con 
los interlocutores sociales. 

En cuanto a las enmiendas concretas, voy a valorar- 
las muy brevemente. La número 133 es una enmienda 
que no varía gran cosa el contenido del título, incluso 
se podría analizar en posteriores trámites parlamenta- 
rios. La número 137, a la que S.  S. ha hecho referencia 
hablando de técnicos y sociedades científicas, creemos 
que ya está parcialmente aceptada en el artículo 10, por- 
que así se decidió en Comisión, e igual ocurre con los 
instrumentos de previsión, que se han incluido en el ar- 
tículo 42. En cuanto a las ordenaciones de artículos que 
pide, creemos que, técnicamente, a partir de la 140 es 
más correcto el texto del Gobierno, y lo mismo ocurre 
con la dedicada a la universalización de los servicios 
de prevención y la ordenación subsiguiente. 

Por lo que se refiere al Partido Popular, hemos oído 
una crítica global política que no se compadece para 
nada con las enmiendas que siguen, porque la verdad 
es que hay pocas enmiendas del Grupo Popular a esta 
ley, lo que indica que realmente no tendrían mucho que 
discutir, no tendrían mucho que criticar. El señor 
Camps ha hecho referencia a dos o tres temas concre- 
tos; por ejemplo, a que las consultas a los interlocuto- 
res sociales se hagan a través de la Comisión, con lo que 
no estamos de acuerdo; las consultas del Ejecutivo tie- 
nen que hacerse directamente a los interlocutores so- 
ciales, como es tradicional en nuestro país y en la 
mayoría de los países democráticos. Tambien pide la 
presencia de las mutuas en la Comisión, que no cree- 
mos que sea razonable; en esa Comisión deben estar los 
interlocutores sociales y las administraciones públicas. 
Lo que usted pide supondría distorsionar el espíritu de 
la Comisión. Asimismo, ha hecho referencia a los indi- 
cadores y estadísticas. Los indicadores y estadísticas 
españoles son perfectamente homologables, aunque no 
homogéneos, porque ningún país europeo tiene toda- 
vía estadísticas homogéneas en cuanto a estas materias 
de siniestralidad laboral. Por consiguiente, el día que 
en Europa se adopte, por acuerdo de los diferentes paí- 
ses, la decisión de que debe haber estadísticas comu- 
nes, España lo deberá respetar; mientras tanto, es muy 
difícil, ya que cada país dispone de su propia visión. 

Finalmente, Coalición Canaria ha hecho una serie de 
declaraciones generales a las que no tengo nada que 
añadir y, como no ha entrado en enmiendas concretas, 
salvo en la referida a la Comisión, que va a tratar mi 
compañero a continuación, no paso siquiera a co- 
mentarla. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Muchas 

El señor Arnau tiene la palabra. 
gracias, señor Zambrana. 

El señor ARNAU NAVARRO: Señor Presidente, seño- 
rías, el capítulo V de este importante proyecto de ley 
de prevención de riesgos laborales es, creo yo, uno de 
los de mayor entidad. En él se establecen una serie de 
mecanismos de intervención, de control, de información 
y de consulta por parte de los trabajadores, como son 
el delegado de prevención o los comités de seguridad 
y salud, que son órganos participativos de carácter pa- 
ritario; en definitiva, un foro de encuentro entre empre- 
sarios y trabajadores, con funciones específicas en 
materia de seguridad y salud. Se establece también la 
posibilidad de colaboración con la Inspección de Tra- 
bajo y otra serie de materias relacionadas con los de- 
rechos de los trabajadores en lo que afecta a las 
medidas de prevención de riesgos laborales, que es un 
deber empresarial, un deber derivado del contrato de 
trabajo. 
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En suma, en el proyecto, y en concreto en estos capítu- 
los que restan por debatir, se establece un cuadro muy 
completo de derechos de los trabajadores al que las en- 
miendas que permanecen vivas -las que no fueron 
aceptadas en Comisión- no añaden nada significativo. 

En cuanto a Izquierda Unida, sus enmiendas no aña- 
den nada significativo en la defensa de los derechos de 
los trabajadores cuando, por ejemplo, en su enmienda 
119 establece que el Comité de Seguridad y Salud in- 
forme la memoria y programación anual de los servi- 
cios de prevención. Desconoce el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya que el tex- 
to del proyecto es mucho más amplio en favor de los 
trabajadores. Así, puede mirarse el artículo 39.2, en el 
que se reconoce el derecho del Comité a conocer cuan- 
tos documentos e informes procedan del servicio de 
prevención, no sólo la memoria o la programación, que 
sí existen porque no está fijado en el proyecto de ley 
que los comités tengan que emitir una memoria o una 
programación. Todos los documentos del servicio de 
prevención deben ponerse a conocimiento e informe del 
Comité de Seguridad y Salud que exista en las em- 
presas. 

Otras enmiendas de Izquierda Unida pueden dar la 
apariencia de ser más protectoras de los derechos de 
los trabajadores. Así, por ejemplo, cuando se pide un 
crédito-horario adicional para los delegados de preven- 
ción. Olvida el Grupo de Izquierda Unica-Iniciativa per 
Catalunya que, por una parte, las necesidades de utili- 
zación del crédito-horario por parte de los delegados 
de prevención han disminuido en el proyecto de ley. Por 
ejemplo, el tiempo invertido en las reuniones del Co- 
mité de Seguridad y Salud, el tiempo invertido en cual- 
quier reunión convocada por el empresario en materia 
de prevención de riesgos o el tiempo invertido en las 
visitas de inspección se considera, en todo caso, como 
tiempo de trabajo efectivo, por lo tanto, sin imputación 
al crédito-horario de que disponen los delegados de 
personal. 

Además, hay que tener en cuenta que el crédito- 
horario del que gozan los delegados de personal se fija 
en el Estatuto de los Trabajadores no en función de la 
complejidad de la empresa, sino en base al número de 
trabajadores de la misma y para atender las funciones 
de representación, incluidas las que tienen que ver con 
la prevención de riesgos. 

En relación a la universalización de servicios de pre- 
vención, el Grupo Parlamentario Socialista cree que no 
tiene sentido pedir esta universalización y no guarda 
relación tampoco con un mayor grado de protección de 
los trabajadores. El servicio de prevención es comple- 
jo, de carácter interdisciplinar, especializado en la pre- 
vención de riesgos y su obligatoriedad debe resultar de 
su necesidad, no del tamaño de la empresa. Su necesi- 
dad se deduce de la evaluación de los riesgos que todas 
las empresas -aquí sí- están obligadas a practicar. 

Por ejemplo, si de una evaluación de riesgos resulta que 
una empresa debe inspeccionar o comprobar sólo su 
instalación eléctrica anualmente, ¿debe resultar obli- 
gatoria la constitución de un servicio de prevención 
complejo, compuesto por especialistas médicos e inge- 
nieros y con un laboratorio sofisticado? Si así fuera, 
verían ustedes cómo empezaban a aparecer una serie 
de empresas piratas para hacerse cargo de servicios de 
prevención concertados. Estamos, pues, ante enmien- 
das con finalidad protectora, pero más aparente o fic- 
ticia que real. 

Lo mismo ocurre cuando se introduce innecesaria- 
mente a la Administración sanitaria en el proyecto, Es- 
te es un proyecto de ley en el que prioritariamente se 
regula el deber empresarial de protección, que es un 
deber laboral derivado del contrato de trabajo y cuya 
vigilancia incumbe principalmente a la Administración 
pública de trabajo; deber que tiene como contraparti- 
da el derecho de los trabajadores a ser protegidos y a 
participar en las funciones de protección que sólo al 
empresario incumben. 

El proyecto cuida de la salud integral de los trabaja- 
dores ¿Cómo no iba a hacerlo, señora Maestro? ¿Cómo 
no iba a haber aquí una política global de salud? Para 
ello regula la coordinación entre las distintas adminis- 
traciones, no sólo entre la laboral y la sanitaria, sino 
entre la laboral, la sanitaria, la Administración de in- 
dustria, la de medio ambiente, la de comercio interior, 
etcétera. No se cuida más la salud integral por reite- 
rar, venga o no a cuento, la expresión «Administración 
sanitaria» cada vez que aparece Administración labo- 
ral, como hace el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya, aparte de que ya le dije en el debate de 
totalidad y en la Comisión que hablar de administra- 
ciones autonómicas y sanitarias no tiene sentido. Mez- 
cla lo territorial con lo material. Hoy se ha referido a 
Administración central y autonómica, vamos avanzan- 
do, pero sus enmiendas se refieren a las administracio- 
nes autonómicas y sanitarias. Habría que hablar, en 
todo caso, de Administración General del Estado, auto- 
nómicas, sanitarias, laborales, de industria, de comer- 
cio, etcétera. 

Ya señalé en Comisión la posición de autores como 
el profesor Sala, que incluye el deber empresarial de 
seguridad e higiene en el trabajo como un deber del em- 
presario de protección de la persona del trabajador, que 
sitúa junto a otros deberes como el deber de respeto 
a su dignidad y el deber de no discriminación en vir- 
tud del principio de igualdad de trato, todo ello dentro 
del marco contractual laboral. 

No voy a referirme a otras enmiendas que tampoco 
han sido mencionadas por parte de Izquierda Unida, 
como las relativas a la fundación, creada en la Dispo- 
sición adicional quinta, o a unos delegados territoria- 
les sindicales. Los sindicatos tienen unas funciones 
claramente detalladas de participación en la definición 
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de las políticas de prevención que tampoco pueden en- 
trar en colisión con las funciones de las administracio- 
nes públicas, laborales, industriales, de comercio 
interior, de medio ambiente, sanitarias, etcétera. 

En Comisión ofrecimos dos enmiendas transacciona- 
les, una de ellas referida a las empresas de trabajo tem- 
poral y a la responsabilidad de la empresa usuaria de 
la protección en materia de seguridad y salud y, otra, 
relativa al nuevo cuadro de preceptos considerados 
básicos. No vamos a reiterar el ofrecimiento, eso sí in- 
troduciremos en el Senado las modificaciones corres- 
pondientes en relación con las empresas usuarias, en 
el caso de las empresas de trabajo temporal, y con el 
cuadro de disposiciones consideradas básicas. 

De otro lado -y ya en relación con el Grupo Popu- 
lar-, está claro que este proyecto de ley eleva conside- 
rablemente la cuantía de las multas a los empresarios 
por infracciones a la normativa de seguridad y salud 
de los trabajadores. El texto básico actual, la Ordenan- 
za General de Seguridad e Higiene en el Trabajo, de 
1971, fijaba una cuantía máxima de 500.000 pesetas. 
Ahora, en el proyecto, estamos hablando ya de cuantías 
máximas de cien millones de pesetas. Esto parece que 
le desagrada al Grupo Popular, según se desprende de 
lo dicho aquí por el señor Camps, y para compensarlo 
se han dedicado en sus enmiendas a este bloque a refe- 
rirse más a los empresarios que a los trabajadores aun- 
que, eso sí, tibiamente, para aparentar estar centrados. 
Así, por ejemplo, en la enmienda número 194, cuando 
a un empresario se le obliga a modificar los métodos 
de trabajo o a adecuar los equipos de trabajo en fun- 
ción de una evaluación de riesgos, debe hacerlo cuanto 
antes. No cabe, como pide el Grupo Popular, aplaza- 
mientos que no sean los derivados de la propia eva- 
luación de riesgos o los que determine en su caso, la 
Inspección de Trabajo. 

Tampoco cabe que la Comisión de Seguridad y Sa- 
lud fije una aplicación gradual de la ley. La estaríamos 
convirtiendo en una cámara legislativa. Esto, en todo 
caso, debiera ser competencia nuestra. Ni caben tam- 
poco -así lo creemos- exenciones fiscales para las em- 
presas que cumplan con su obligación de prevenir los 
riesgos. En este caso, cumplen con su obligación y 
basta. 

Dice el Grupo Popular, en la justificación de su en- 
mienda número 196, que sólo de manera punitiva no 
se consigue el resultado querido. Efectivamente, es así, 
pero tampoco con exenciones fiscales cuando un em- 
presario no tenga conciencia de sus obligaciones en ma- 
terias tan importantes como la protección de la persona 
de los trabajadores. 

En cuanto al fondo de prevención y rehabilitación de 
las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, forma parte del patrimonio de la Segu- 
ridad Social y, por tanto, sobre el exceso de excedentes 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social puede 
disponer. 

Respecto de la participación de las mutuas en el pa- 
tronato de la fundación, entendemos que no procede 
porque la fundación está vinculada a la Comisión de 
Seguridad y Salud y en ésta no participan las mutuas, 
sólo lo hacen la Administración general y autonómica 
y los representantes de los trabajadores y de los em- 
presarios. 

He de limitar mi contestación al resto de los grupos 
por razones de tiempo. En relación con el Grupo Vasco 
(PNV), el señor Olabarría ha dicho en términos globa- 
les, que están satisfechos con el proyecto de ley. Así ha 
sido mencionado y lo recojo. Evidentemente, puede me- 
jorarse. También podrían ser mejoradas las enmiendas 
que presenta el Partido Nacionalista Vasco. Por ejem- 
plo, en cuanto a las funciones de colaboración que otor- 
ga a los delegados de prevención con la dirección de 
la empresa en materia de Organización y gestión de los 
servicios de prevención, tengo que indicarle que nues- 
tro criterio es que la organización y gestión de los ser- 
vicios de prevención es responsabilidad única del 
empresario. No cabe aquí corresponsabilidad ni coges- 
tión, ni cabe trasladar la obligación empresarial a los 
trabajadores, ni siquiera con la buena intención -como 
imagino que se ha hecho- de darles mayor participa- 
ción. Cuando se dice que las infracciones de preceptos 
que tengan naturaleza sanitaria serán objeto de sanción 
por la autoridad sanitaria de confomidad con la ley Ge- 
neral de Sanidad, se está repitiendo por parte del Par- 
tido Nacionalista Vasco lo que en otras palabras dice 
el artículo 52.3 del proyecto. 

Me refiero también a las dos transaccionales que ofre- 
cimos en Comisión; una, en relación con las empresas 
usuarias, en el caso de empresas de trabajo temporal; 
ofreceremos esa transacción o introduciremos en el Se- 
nado la correspondiente modificación. En cuanto a la 
preocupación del señor Olabarría por los preceptos 
considerados básicos, podemos seguir hablando y re- 
flexionando sobre el proyecto y sobre la transacción, 
que también ofrecimos en Comisión, que estamos dis- 
puestos a modificar en una reflexión conjunta. 

En cuanto al Grupo Catalán (Convergencia i Unió), en 
Comisión ofrecimos una enmienda transaccional que 
no fue aceptada en relación con la fundación, tema que 
le preocupa. Prometimos en Comisión esforzarnos pa- 
ra alcanzar un acuerdo que no supusiera la supresión 
de la fundación, como.pide el Grupo Catalán, y que re- 
cogiera sus demandas. Este esfuerzo ha dado como re- 
sultado un nuevo texto transaccional que, por una parte, 
mantiene la fundación, y, por otra, establece un límite 
a su patrimonio, cifrado en el 20 por ciento del Fondo 
de Prevención y Rehabilitación: establece, además, los 
criterios de población ocupada ... 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Arnau, vaya concluyendo. 
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El señor ARNAU NAVARRO Concluyo enseguida, se- 
ñor Presidente. 

Como decía, establece también el tamaño de empre- 
sas e índices de siniestralidad laboral para determinar 
la planificación, el desarrollo y financiación de las ac- 
ciones territoriales de la fundación y la forma de atri- 
buir los recursos entre las distintas autonomías con 
competencias en materia de prevención de riesgos pro- 
fesionales. Ofrecemos esta enmienda transaccional en 
relación con las enmiendas 165, 166 y 168 del Grupo 
Catalán, y con las enmiendas 59 y 60 del Grupo Vasco 
(PNV). 

A Coalición Canaria le preocupan también los títu- 
los competenciales de la ley. Yo creo que están perfec- 
tamente recogidos estos títulos competenciales y que 
se respetan los del Estado y los de las comunidades 
autónomas. Tenga en cuenta también la enmienda tran- 
saccional que acabamos de ofrecer a los Grupos Cata- 
lán y Vasco que, concretamente, especifica los títulos 
competenciales que competen a las administraciones 
autonómicas en una materia tan importante como la 
fundación. 

Para finalizar, señorías, deseo recordar a la Cámara 
dos cosas, en primer lugar, que éste es un buen proyec- 
to de ley, defensor de los derechos de los trabajadores 
y de los funcionarios, nada cicatero con la transposi- 
ción de directivas comunitarias, acorde con las funcio- 
nes que en los países de nuestro entorno se otorgan a 
las centrales sindicales y plenamente en sintonía con 
las nuevas exigencias que plantean, por ejemplo, los 
centros de trabajo altamente tecnificados y los nuevos 
riesgos que pudieran aparecer para la seguridad y sa- 
lud de los trabajadores, aparte los viejos, con las exi- 
gencias de siempre que requieren, por ejemplo, la 
atención a la mujer trabajadora embarazada o para los 
menores de 18 años. 

En segundo lugar, el esfuerzo de aproximación al res- 
to de los grupos parlamentarios queda plasmado en el 
«Diario de Sesiones» y se constata en la presentación 
y aceptación de veintiuna enmiendas transaccionales 
y en la aceptación de nueve enmiendas de otros gru- 
pos en sus propios términos. Estas treinta enmiendas, 
junto a las treinta que se han presentado del Grupo Par- 
lamentario Socialista, creo que han mejorado notable- 
mente el proyecto de ley que vino del Gobierno. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Arnau. Si es tan amable, puede entregar a la Pre- 
sidencia una copia de las enmiendas transaccionales. 

Para consumir un turno de réplica, el señor Olaba- 
rría tiene la palabra. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Señor Presidente, in- 
tervengo a los efectos exclusivos de aceptar la transac- 
ción ofrecida por el Grupo Socialista a nuestras en- 
miendas a la disposición adicional quinta. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Por el Grupo de Izquierda Unida, tiene la palabra la 
señor Olabarría. 

señora Maestro. 

La señora MAESTRO MARTIN: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Solamente y con brevedad para aclarar un debate 
que, a mi juicio, ha sido caricaturizado por el portavoz 
del Grupo Parlamentario Socialista. Evidentemente, no 
se trata de contraponer Administración sanitaria, Ad- 
ministración de trabajo, ni de que del planteamiento de 
fondo de Izquierda Unida pueda entenderse que se de- 
riva una minusvaloración de las competencias, las ac- 
tividades y el desarrollo de programas por parte de la 
Administración de trabajo. De lo que se trata es de re- 
conocer una realidad que nos va a saltar a los ojos cuan- 
do se aprueba una ley, como la que vamos a aprobar, 
que está por detrás de la propia realidad. 

Quiero recordar a SS. SS. lo ocurrido en una de las 
situaciones más graves, en uno de los desastres más 
importantes conocidos en nuestro país en materia de 
salud laboral, como fue la muerte de seis jóvenes tra- 
bajadoras empleadas en la empresa Ardystil, de econo- 
mía sumergida. Empresa clandestina que había sido 
objeto de numerosas investigaciones por parte de la 
autoridad laboral, del Ministerio de Trabajo, que inves- 
tigaba si estaban los trabajadores dados de alta o no 
a la Seguridad Social y que no tuvo ocasión, en sus 
numerosas inspecciones, de identificar las condiciones 
de trabajo en las que se estaba desarrollando la activi- 
dad productiva, que llevaron, ni más ni menos, que a 
la muerte de seis trabajadoras. Fue la Administración 
sanitaria, en una comunidad autónoma con competen- 
cias en materia de sanidad y con una unidad de salud 
laboral en la comarca en la que estaba establecida la 
empresa, la única que pudo alertar al conjunto de las 
administraciones de la gravedad del hecho que allí es- 
taba ocurriendo. 

La situación de Ardystil no es, ni mucho menos, anec- 
dótica. La reforma del mercado de trabajo, la precarie- 
dad, la economía sumergida, hacen inviables, ineficaces, 
y las convierten probablemente en una actividad buro- 
crática, las sanciones, las inspecciones por parte del 
Ministerio de Trabajo, en ausencia de una visión más glo- 
bal, más integral, que identifique los factores de riesgo 
para la salud laboral, sin establecer dicotomías absur- 
das e inexistentes entre trabajador y ciudadano, entre 
medio ambiente general y medio ambiente laboral, en- 
tre condiciones de vida y condiciones de trabajo. Hay 
que tener en cuenta que en las condiciones actuales en 
que se establece la actividad productiva los términos de 
desgaste de sobrecarga psíquica, los elementos de ten- 
sión que hacen que, por ejemplo, esté calculado que 15 
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años de trabajo nocturno se identifiquen directamente 
con una aceleración del envejecimiento de cinco años, 
son elementos que no entran ni pueden entrar exclusi- 
vamente en el ámbito de la Administración laboral, ni 
ésta está en condiciones de atajar este problema desde 
el ámbito estricto de sus competencias. Es solamente la 
Administración sanitaria, en coordinación con la Admi- 
nistración de trabajo y con el resto de las administra- 
ciones sanitarias, quienes son capaces de intervenir. 

Insisto, este problema está directamente relacionado 
con una ley que trata desigualmente a los trabajadores, 
dependiendo del número, de la dimensión de la empre- 
sa y que, además de obviar las competencias de las co- 
munidades autónomas y de la Administración sanitaria 
central, deja sin protección al colectivo de trabajadores 
de pequeñas y medianas empresas, el colectivo de ma- 
yor riesgo desde el punto de vista de la salud laboral. 

Nada más, sefior Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Hinojosa. 
señora Maestro. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA Señor Presidente, só- 
lo quiero comunicar a la Cámara que mi Grupo acepta 
la transacción que nos ofrece el Grupo Socialista en re- 
lación con nuestras enmiendas 165, 166 y 168. Como en 
todas las transacciones no estamos totalmente satisfe- 
chos, pero ya se entiende que en una transacción ambos 
tenemos que renunciar a algo. Esta es una transacción 
que nos parece que resuelve el tema, si no totalmente 
de forma satisfactoria sí de una forma muy aproxima- 
da a la satisfacción. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

El señor Camps tiene la palabra. 
señor Hinojosa. 

El señor CAMPS DEVESA Gracias, señor Presidente. 
Voy a ser muy breve. Intervengo únicamente a los efec- 

tos de aclarar ciertos aspectos que aún permanecen os- 
curos para algunos de los portavoces socialistas que me 
han precedido en el uso de la palabra, y también de ma- 
nifestar nuestra postura en relación con la enmienda 
transaccional ofrecida por el Grupo Socialista. 

Señor Zambrana, respecto a las consultas que se es- 
tablecen en el artículo 6 del proyecto de ley -se dice 
que previamente se deberá consultar a los interlocuto- 
res sociales-, consideramos, con mucho mejor criterio, 
que si creamos una Comisión Nacional de Salud y Se- 
guridad al Efecto en la presente ley, en la que están re- 
presentados empresarios y sindicatos, sería mucho más 
lógico que ese órgano asesor -porque es un órgano 
asesor- fuera al que se le realizara la previa consulta. 
Además, olvida usted un aspecto que ha salido a lo lar- 

go del debate, y es que en esa Comisión Nacional están 
representadas las administraciones autonómicas, en 
rambio, la previa consulta a los empresarios y trabaja- 
dores obviaría ese conocimiento que las admi- 
nistraciones autonómicas podrían tener del desarrollo 
reglamentario que tantas suspicacias competenciales ha 
levantado a lo largo de la presente ley. 

Respecto a las mutuas de accidentes de trabajo y en- 
Fermedades profesionales he de reiterar que, obviamen- 
te, dentro de nuestro concepto global pretendemos que 
estén en la Comisión Nacional y, en consecuencia, en el 
patronato de la fundación que se deriva de ella. No cae- 
mos en contradicción alguna al pretender su inclusión 
en el patronato de la fundación cuando se nos argumenta 
en contrario que no están presentes en la Comisión Na- 
cional. Su presencia en esa Comisión Nacional de Se- 
guridad e Higiene no es una presencia más, sino que 
únicamente pedimos que se garantice su presencia den- 
tro de lo que son las organizaciones empresariales o los 
empresarios representados en las mismas. No queremos 
sobrecupo, sino que se garantice la presencia de dichas 
mutuas dentro de la representación empresarial. Ahí 
coincidí en el debate en Comisión con el Diputado so- 
cialista, aunque veo que no le he podido convencer de 
que presentara una enmienda transaccional o de que 
aceptara la de nuestro Grupo en ese sentido. 

Señor Arnau, no nos desagrada en absoluto el nivel 
de las sanciones que existen en la presente ley para las 
infracciones que se puedan cometer, pero nos gustaría 
mucho más que dichas sanciones no se tuvieran que apli- 
car, porque entendemos que una política verdaderamen- 
te preventiva paradójicamente está absolutamente 
reñida con el término sanción. Si de verdad queremos 
prevenir los accidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales, si de verdad creemos en esa política pre- 
ventiva y no únicamente punitiva o sancionadora, ten- 
drá que convenir conmigo en que hacer hincapié en 
medidas de promoción, fiscales, administrativas o de 
cualquier otro tipo que eviten el accidente de trabajo o 
la enfermedad profesional es mucho mejor que estable- 
cer enormes sanciones cuando el mal ya está hecho. Tal 
vez sería mejor que en este país tuviéramos menos in- 
válidos derivados de accidentes de trabajo y de enfer- 
medades profesionales, que esos accidentes no se 
hubieran producido, aunque luego sancionemos muy 
bien a los empresarios o, en su caso, establezcamos unas 
estupendas invalideces -medida con la que, por cierto, 
estamos completamente de acuerdo-, pero siempre se- 
ría mejor resolver el problema de origen y no únicamen- 
te creer que el empresario de por sí va a ser infractor, 
que, como se ha dicho, no tenga conciencia de sus obli- 
gaciones. Mi Grupo entiende que el empresario, al igual 
que el trabajador, tiene plena conciencia de sus obliga- 
ciones, que cuando infringe la ley no lo hace en su ge- 
neralidad, porque le apetezca, porque quiera 
-evidentemente, de todo hay-, porque cuando se pro- 
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duce dicha infracción muchas veces está motivada por 
cuestiones que se escapan a su propia voluntad o capa- 
cidad subjetiva, al igual que cuando se producen des- 
graciados accidentes en los que parece ser que los 
trabajadores pudieran tener la culpa. Por ello, poner as- 
pectos sancionadores es mucho peor que poner aspec- 
tos verdaderamente preventivos. 

Por último, en cuanto a la disposición adicional quin- 
ta, adelanto que nuestro Grupo no se va a oponer, pero 
se abstendrá por entender que no acaba de regular, que 
tiene carencias respecto al propio articulado del proyec- 
to de ley. En consecuencia, entendemos que es manifies- 
tamente mejorable, y en el Senado presentaremos las 
enmiendas oportunas para conseguir que, por fin, esa 
fundación se adecúe verdaderamente, tanto en su cons- 
titución como en su financiación, al destino que se le 
da en la presente ley como es la prevención de los ries- 
gos laborales. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

El señor Zambrana tiene la palabra. 
señor Camps. 

El señor ZAMBRANA PINEDA Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Voy a responder muy brevemente, en primer lugar, a 
la señora Maestro. Por aclararle los temas, le diré que 
yo no me he inventado nada, suelo ser bastante riguroso. 
Su señoría decía exactamente: La contradicción sa- 
ludíproductividad es la contradicción de la Administra- 
ción laboral y la Administración sanitaria. La Adminis- 
tración laboral ... (Rumores.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Señor 
Zambrana ... (Rumores.) Señor Zambrana ... (Rumores.) 
Señor Zambrana, un momento. 

Señorías, una prueba palmaria de la falta de silencio 
es que el señor Zambrana ni siquiera era capaz de oír 
las palabras de la Presidencia para rogar que hubiera 
silencio. Así que, por favor, guarden silencio, señorías, 
y ocupen sus escaños. 

Puede continuar, señor Zambrana. 

El señor ZAMBRANA PINEDA: Gracias, señor Presi- 
dente, porque de esta forma voy a tener la oportunidad 
de que la señora Maestro oiga lo que ella misma decía. 
La contradicción salud-productividad es la contradicción 
administración laboral-administración sanitaria. La ad- 
ministración laboral está supeditada a la lógica empre- 
sarial, a la lógica de la competitividad, a la lógica de la 
rentabilidad económica frente a la rentabilidad social. 
Eso lo ha dicho S. S., no yo. Por consiguiente, poco me 
he podido inventar. 

Acerca del tema de fondo, lo hemos discutido muchas 
veces. Solamente le recuerdo que la administración la- 

boral, cuando se tenga que ocupar de temas técnicos, 
debe contar preceptivamente, y así lo indica la ley, con 
el criterio de la administración sanitaria. 

Respecto del señor Camps, no sería un avance forzar 
que se tuvieran que comenzar a discutir todos los re- 
glamentos en una comisión que no está constituida, que 
quizá tarde algún tiempo en constituirse y que, con la 
variante de la nueva adicional, vuelva a tener una com- 
plejidad adicional. N o  podemos paralizar los reglamen- 
tos durante los meses que posiblemente tarde en estar 
en funcionamiento dicha comisión. Ese es un argumen- 
to adicional, aparte de que, evidentemente, las consul- 
tas se deberán efectuar, una vez que la comisión esté en 
funcionamiento, por una parte, a los interlocutores so- 
ciales y, por otra, a la comisión. 

En cuanto a las mutuas, S. S. recordará el debate en 
Comisión, aunque se les puedan denominar patronales 
por lo que ha sido la herencia, etcétera, pero no son mu- 
tuas de la patronal, sino de la Seguridad Social. La pa- 
tronal, si lo estima conveniente, puede integrarlas en su 
seno, pero no parece razonable que por ley se indique 
que preceptivamente deben formar parte de esa compo- 
sición. Si la patronal lo estima conveniente, insisto, y hay 
un acuerdo sobre ello, que las incorpore, y no es nece- 
sario que conste en la ley. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Señor Arnau, tiene la palabra. 
señor Zambrana. 

El señor ARNAU NAVARRO: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

En relación con la intervención de la señora Maestro, 
tengo que decirle que lamento que a estas alturas del 
debate no nos podamos poner de acuerdo todavía. 

Esta es una ley fundamentalmente laboral. Ln dije el 
día del debate de la enmienda de totalidad, lo dije en 
Comisión y lo digo hoy también. 

Viene a significar la señora Maestro que el hecho de 
que la empresa Ardystil, de Alicante, fuera cerrada por 
la administración sanitaria vendría a demostrar algún 
fracaso de la administración laboral. Todo lo contrario. 
Allí se produjo una coordinación efectiva entre la admi- 
nistración laboral y la administración sanitaria, lo que 
ocurrió fue que esta última administración, la sanita- 
ria, determinó el cierre de las empresas afectadas. 

En lo que se refiere al señor Camps, dice, o viene a 
decir, que no le desagrada que se aumenten las sancio- 
nes a los empresarios, pero, de hecho, prácticamente to- 
das las enmiendas que usted ha presentado a este 
proyecto de ley se refieren a intervenciones patronales, 
a beneficios fiscales para los empresarios, a favoreci- 
mientos, en definitiva, de la posición empresarial en la 
relación contractual de trabajo. 
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Dice usted, en la justificación de su enmienda 196, 
que sólo de manera punitiva no se consigue el resulta- 
do querido. Pero tampoco con exenciones fiscales, con 
privilegios, en definitiva, que vayan sólo en favor de una 
de las partes. Así lo creemos nosotros y por eso hemos 
apoyado este proyecto de ley, que es equilibrado entre 
las obligaciones del empresario y los derechos de los 
trabajadores y, en definitiva, una trasposición muy co- 
rrecta de las directivas comunitarias. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Vamos a pasar a las votaciones correspondientes. (El 
señor Arnau. 

señor Presidente ocupa la Presidencia.) 

El señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las vo- 
taciones correspondientes al dictamen del proyecto de 
ley de prevención de riesgos laborales. 

Enmiendas del Grupo Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya, números 92, 93, 102, 106, 107 y 128. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, 17; en contra, 179; abstencio- 
nes, 117. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas números 119 y 132. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 132; en contra, 176; absten- 
ciones, cuatro 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Restantes enmiendas del Grupo de Izquierda Unida- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Iniciativa per Catalunya. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, 17; en contra, 295; abstencio- 
nes, una. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Popular, números 172,176,182 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

y 188. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, 133; en contra, 174; absten- 
ciones, seis. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Restantes enmiendas del Grupo Popular. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

niendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, 116; en contra, 188; absten- 
ziones, siete. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo Catalán, Convergencia i Unió, 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

números 133 y 146. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, 140; en contra, 172; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas números 138, 140, 147, 155 y 158. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 23; en contra, 285; absten- 
ciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Restantes enmiendas del Grupo Catalán. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 25; en contra, 174; abstencio- 
nes, 113. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas del Grupo de Coalición Canaria, núme- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

ros 2, 3, 4, 5, 6, 8, 17, 18, 19, 20 y 22. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, 123; en contra, 189 absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Enmiendas números 1, 7, y 9. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 313; a favor, ocho; en contra, 304; absten- 
ciones, una. 
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El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votación de las restantes enmiendas del Grupo de 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Coalición Canaria. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, siete; en contra, 189; absten- 
ciones, 116. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Votación de las enmiendas del Grupo Vasco (PNV), 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

números 31 y 58. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 23; en contra, 287; absten- 
ciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas números 30 y 38. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 139; en contra, 173. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Votación de las enmiendas números 25,26,28,33,35, 

Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

37, 45, 46 y 61. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 24; en contra, 172; abstencio- 
nes, 116. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votación de las enmiendas números 28,29,36,39 y 51. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

miendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, 120 en contra, 188; absten- 
ciones, tres. 

. 

miendas. 
El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas las en- 

Votamos las enmiendas números 24,53,54,55,56 y 57. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, siete; en contra, 302; absten- 
ciones, dos. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 

Votación de las restantes enmiendas del Grupo Vas- 

Comienza la votación. (Pausa.) 

niendas. 

:o (PNV). 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, seis; en contra, 192; absten- 
riones, 113. 

El señor PRESIDENTE Quedan rechazadas las en- 
miendas. 

Votación de la enmienda transaccional del Grupo So- 
:ialista en relación con las enmiendas números 59 y 60, 
del Grupo Vasco (PNV), y 165,166 y 168, del Grupo Ca- 
talán (Convergencia i Unió). 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 198 en contra, uno; absten- 
ciones, 113. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada la enmien- 
da transaccional. 

Votaciones correspondientes al texto del dictamen, 
artículos 4, 5, 6, 10, 13, 14, 15, 21, 22, 39 y 40, disposi- 
ción adicional quinta y disposición transitoria. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, 180; en contra, uno; absten- 
ciones, 130. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Restantes disposiciones y partes del dictamen. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

dictamen. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 311; a favor, 294; en contra, uno: absten- 
ciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 

Votación correspondiente a la exposición de motivos. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

dictamen. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 294; abstenciones, 18. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el 
dictamen. 

Votación de conjunto correspondiente al caráter de 
ley orgánica del proyecto por el que se modifican de- 
terminados preceptos del Código Penal relativos a los 
delitos contra la Hacienda pública y contra la Seguri- 
dad Social. 
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Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 312; a favor, 182; en contra, 18; abstencb 
nes, 112. 

El señor PRE§IDENTE Queda aprobado en votación 
de conjunto el proyecto de ley orgánica. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS 

- PROYECTO DE LEY DE AYUDAS Y ASISTENCIA 
A LAS VICTIMAS DE DELITOS VIOLENTOS (NÚ- 
mero de expediente 121/000095) 

El señor PRESIDENTE: Punto décimo del orden del 
día, debates de totalidad de iniciativas legislativas. De- 
bate correspondiente al proyecto de ley de ayudas y 
asistencia a las víctimas de delitos violentos. 

Para la presentación del proyecto, en nombre del Go- 
bierno tiene la palabra el señor Ministro de Justicia e 
Interior. (Numerosos señores Diputados abandonan el 
hemiciclo.-Rumores.) 

¡Silencio, señorías! ¡Señor Cercas, señor Gayarre! Se- 
ñor Ministro de Justicia e Interior, tiene la palabra pa- 
ra presentar el proyecto. (Continúan los rumores.) 

Señorías, insisto, guarden silencio, ocupen sus esca- 
ños o abandonen el hemiciclo con diligencia. 

Cuando quiera, señor Ministro. 

, 

El señor MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR (Be- 
lloch Julbe): Muchas gracias. 

Señor Presidente, señoras y señores Diputados, la 
asistencia a las víctimas de delitos violentos constitu- 
ye ya una antigua aspiración de los penalistas, desde 
casi principios de este siglo, que se ha ido abriendo, pa- 
so a paso, hasta su reconocimiento en la realidad social. 

Antes de que tenga vida en nuestro Derecho interno 
ha sido objeto de reconocimiento en el ordenamiento 
internacional. Por citar alguno de los textos más signi- 
ficativos, el Convenio 116 del Consejo de Europa, de 24 
de noviembre de 1983, se refería ya a las víctimas de 
delitos violentos; la Recomendación del Comité de Mi- 
nistros del Consejo de Europa, de 28 de junio de 1985, 
insistía, en esta misma línea, en la necesidad de tener 
en cuenta la posición de la víctima, tanto en el marco 
del Derecho sustantivo como en el marco garantista y 
también procesal en términos más generales; o la De- 
claración de la Asamblea General de las Naciones Uni- 
das, de 29 de noviembre de 1985, que recogía ya lo que 
podemos considerar los principios básicos de los de- 
rechos de las víctimas de delitos. 

Esta sensibilidad internacional, sin duda, iba teniendo 
su reflejo en la doctrina, así como en trabajos prelegis- 

lativos de gobiernos anteriores que han sido plasmados 
en el proyecto que el Gobierno ha tenido el honor de pre- 
sentar ante sus señorías. 

El presente proyecto encaja plenamente en la razón 
de ser e incluso en el marco prioritario de preocupa- 
ciones del Ministerio de Justicia e Interior. En primer 
lugar, supone una acción conjunta desde distintos ór- 
ganos de la Administración que, en colaboración con 
la justicia, inciden en la preservación del ejercicio de 
los derechos y libertades de los ciudadanos. En segundo 
lugar, supone una visión integral del fenómeno delicti- 
vo, que incluye, además de la prevención y de la repre- 
sión, la consideración social de la víctima, situándola 
como elemento central de importancia del conjunto del 
sistema. Se trata, en definitiva, de superar el binomio 
delito-delincuente, que había sido el objeto de la dog- 
mática penal clásica, por la completa secuencia delito- 
delincuente-víctima, lo que supone, sobre todo, colocar 
a las ciudadanas y ciudadanos, a las personas, en el cen- 
tro de toda la actuación, ya sea su condición la de víc- 
tima, ya sea su condición la de delincuente. Y supone, 
por último, un ejercicio de solidaridad que tiene su 
expresión en la acción redistributiva del Estado sobre 
los ciudadanos y ciudadanas víctimas, concretamente 
aquellas que hayan visto menguadas sus posibilidades 
y sus libertades de un modo brutal y ajeno a su volun- 
tad, ajeno a su participación. Esta acción de solidari- 
dad se manifiesta singularmente, aunque no sólo, en 
ayudas económicas que no pretenden -desde luego no 
es el objetivo de la Ley- la reparación integral del da- 
ño, sino que pretende cubrir, atender, y en una medida 
estandarizada, las consecuencias que en la vida de la 
víctima y de su inmediato entorno significan la intro- 
misión del fenómeno delincuencial. 

El proyecto de ley se desarrolla en torno a dos ejes 
fundamentales: por un lado, la red de asistencia gene- 
ral a la víctima, y, por otro, el sistema de ayudas públi- 
cas a las víctimas y a los beneficiarios. 

Para instrumentar ambos tipos de acciones, el proyec- 
to incluye, además, la creación de un órgano administra- 
tivo de gestión y regula la coordinación necesaria con 
las autoridades judiciales y con el ministerio público. 

La asistencia general a las víctimas -el primero de 
los ejes de la ley- contempla la situación de desampa- 
ro físico, psicológico y económico que sufre el ciuda- 
dano víctima de un delito desde el momento mismo en 
que el delito se ha cometido. 

Se trata, entre otras cosas, de superar la paradoja de 
que la sociedad haya avanzado más en políticas tenden- 
tes al tratamiento de reinserción social o rehabilitación 
de los delincuentes que al objetivo de dar una protec- 
ción, un tratamiento eficaz a las víctimas; de forma que, 
sin una decidida acción de solidaridad social, la vícti- 
ma queda a merced de su propia previsión, fortuna o 
apoyo aleatorio de su entorno. Esto es lo que, en defi- 
nitiva, pretende remediar el proyecto de ley que ha pre- 
sentado el Gobierno ante esta Cámara. 
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El proyecto de ley contempla así con carácter general 
la obligación por parte de las autoridades policiales de 
informar adecuada y completamente a las víctimas de 
los derechos que les asisten, en particular de los que 
les asisten en función precisamente de este proyecto de 
ley, y en concreto de la posibilidad de solicitar las ayu- 
das económicas en los delitos violentos a los que alude 
el presente proyecto. 

También debe ser informada la víctima de la trami- 
tación judicial, del estado de la tramitación judicial, y 
también de su derecho a la justicia gratuita. 

A su vez, el Ministerio Fiscal tiene las funciones pro- 
pias de su configuración estatutaria, es decir, velar por 
proteger la intimidad, dignidad y privacidad de las per- 
sonas a lo largo de su actuación en el proceso. 

Esta atención genérica y obligada para todas las fuer- 
zas y poderes del Estado tiene su continuación en la 
creación de las oficinas de asistencia a las víctimas; ofi- 
cinas que deben implantarse en los juzgados, tribuna- 
les o fiscalías donde sean objetivamente necesarias, en 
colaboración con las comunidades autónomas y tam- 
bién con las corporaciones locales. 

El artículo 16.2 del proyecto de ley es concretamente 
el que abre la posibilidad de gestión de las oficinas en 
los ámbitos autonómicos y locales, buscando la inme- 
diatez y la colaboración de la comunidad más cercana 
a la víctima en ese marco de imprescindible ayuda, co- 
laboración y cooperación entre la Justicia, la seguridad 
ciudadana y los mecanismos de asistencia social. (El 
señor Vicepresidente, Beviá Pastor, ocupa la Presi- 
dencia.) 

El segundo de los ejes de la ley, decía antes, era el 
sistema de ayuda pública, que está referido a las vícti- 
mas directas o indirectas de delitos violentos acaecidos 
en territorio español que supongan daños graves, cuan- 
to menos, físicos o mentales. Sin embargo, de manera 
especial, el sistema añade la tutela, la protección de las 
víctimas de delitos contra la libertad, integridad o in- 
demnidad sexual, aun cuando en estos supuestos, por 
excepción, no mediare violencia. 

El sistema de ayudas, como les decía, señorías, no 
contempla sólo a las víctimas directas, sino también 
atiende a las indirectas -cónyuge, conviviente, hijos, 
padres-, en el supuesto en que hubiera fallecido la víc- 
tima. En cuanto a su alcance, contempla la muerte, le- 
siones y daños, siguiendo para su valoración un sistema 
análogo al ya aplicado para las víctimas del terrorismo. 

La cuantía de las ayudas se establece sobre las cla- 
ses de incapacidad definidas en la Seguridad Social, 
con unos importes máximos que son corregidos en fun- 
ción de las condiciones económicas de la víctima y de 
las personas que dependan de ellas, así como también 
del grado de afectación de la víctima. 

Se cuida especialmente la ayuda de tratamiento tera- 
péutico para los daños en la salud mental que produz- 
can -que desgraciadamente se producen en muchos 

casos- los delitos contra la libertad sexual, siendo és- 
ta, por cierto, la única ayuda compatible con otro tipo 
de ayudas a la víctima. 

La concesión de ayudas requiere, entre otros requi- 
sitos, la existencia de una resolución judicial firme. No 
obstante, el proyecto de ley permite ayudas provisiona- 
les de hasta un 80 por ciento de la cuantía máxima pre- 
vista que pudiera corresponder en atención a las 
circunstancias de precariedad económica en la que hu- 
biera podido quedar la víctima o las personas a su car- 
go, en el supuesto de fallecimiento. 

La concesión de la ayuda, sea provisional o sea defi- 
nitiva, subroga al Estado por esa misma cuantía fren- 
te al autor del hecho delictivo, facultando al Estado 
para personarse en el proceso penal. Una reserva lógi- 
ca permite, además, que el Estado pueda reclamar el 
reembolso en los supuestos de inexistencia de delito, 
de obtención de reparación total del perjuicio, de la 
aportación de datos falsos o en aquellos supuestos en 
que la sentencia firme otorgue una cantidad inferior 
a la concedida. 

Los dos ejes, a que me he referido brevemente, de la 
ley se instrumentan mediante un procedimiento admi- 
nistrativo que comienza con la presentación de solici- 
tudes en el Ministerio de Economía y Hacienda. Este 
Departamento, que ya tiene una dilatada experiencia 
de gestión en temas análogos -clases pasivas, las pro- 
pias pensiones extraordinarias en materia de terroris- 
mo- será el encargado de articular mejor el mecanis- 
mo de ayuda, estudiar, tramitar y determinar, en una 
primera instancia, la procedencia misma de la ayuda 
económica solicitada. Supone, en definitiva, la no ne- 
cesidad de crear personal específico y, por lo tanto, un 
considerable ahorro. 

La instrucción del procedimiento administrativo se 
podrá solicitar a las autoridades policiales, al ministe- 
rio fiscal, a los jueces, a los tribunales, así como las in- 
formaciones que se puedan considerar convenientes o 
necesarias para decidir con mayor fundamento las so- 
licitudes de ayuda y la intensidad o entidad de las mis- 
mas. Sin embargo, el sistema decisorio viene a estar 
constituido por la Comisión Nacional para la asisten- 
cia a las víctimas de los delitos violentos. Las solicitu- 
des, como les decía, se plantean ante el Ministerio de 
Economía y Hacienda, pero es la Comisión Nacional 
quien debe decidir sobre las impugnaciones de las re- 
soluciones del Ministerio de Economía y Hacienda y, 
además, debe hacerlo en un plazo máximo, tasado, de 
tres meses. 

La Comisión Nacional estará presidida por un ma- 
gistrado del Tribunal Supremo, representantes de la Ad- 
ministración General del Estado, fiscalía y también con 
la presencia y participación de organizaciones de asis- 
tencia y defensa a las víctimas. 

El Gobierno piensa que el sistema global de la ley reú- 
ne las condiciones necesarias para un adecuado y ra- 
zonable funcionamiento del servicio a los ciudadanos. 
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No se judicializa el procedimiento. Se encomienda a 
un organismo con gran capacidad de gestión adminis- 
trativa. Las decisiones son recurribles ante un organis- 
mo creado «ex novo» -la Comisión Nacional a que me 
he referido-, organismo independiente del Ministerio 
de Economía y Hacienda, con intervención del poder 
judicial y de la fiscalía, pero combinándolo con la ne- 
cesaria y conveniente agilidad y flexibilidad adminis- 
trativa de respuesta y plazo fijo. 

Finalmente, queda abierto, como es obvio, en todos 
los supuestos, el recurso judicial contencioso-adminis- 
trativo para en su caso, impugnar las resoluciones rea- 
lizadas por el Consejo. 

Creemos, señorías, que se trata de un texto equilibra- 
do, en el que se prevé el tratamiento de las víctimas, 
se articula la actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Se- 
guridad del Estado ante las víctimas, se abre la vía a 
un sistema de coordinación asistencia1 descentraliza- 
do, se establece un sistema objetivo de determinación 
del daño y se organiza una gestión administrativa rá- 
pida, con un mecanismo que garantiza la indepen- 
dencia. 

Quiero señalar -terminando ya mi presentación- 
que este proyecto se articula a partir de una serie de 
opciones evidentes que me parece necesario resaltar 
con toda claridad ante SS.  SS. Caben, ciertamente, di- 
versos modelos de sistemas públicos de ayuda a las 
víctimas de los delitos y bastaría un examen de la legis- 
lación comparada para comprobar y advertir las distin- 
tas soluciones de los países más avanzados -desgra- 
ciadamente, no todos los países, ni siquiera de la Unión, 
están dotados de un sistema de protección a las víc- 
timas-, las variedades, los distintos modelos que se 
ofrecen en los países de nuestro entorno. 

El proyecto que presenta el Gobierno ha optado por 
articular un sistema de ayudas públicas, no por un sis- 
tema de indemnizaciones. No se trata de que el Estado 
asuma de manera sustitutoria las indemnizaciones de- 
bidas a las víctimas de los delitos. Lo que pretendemos 
plantear a través de este proyecto a las Cámaras es un 
ejercicio de solidaridad social para permitir poner al 
alcance de los ciudadanos -si es que el proyecto me- 
rece la confianza de SS. SS.- una ayuda del resto de 
la comunidad en aquellos supuestos de delitos violen- 
tos a consecuencia de los cuales la víctima haya visto 
alteradas sus condiciones de vida, en ocasiones su pro- 
pia salud física o psíquica. 

Hemos optado, asimismo, por contemplar únicamen- 
te los delitos dolosos, con exclusión de los delitos de 
imprudencia y también de las faltas, entre otras cosas 
porque el proyecto pretende ser viable desde el punto 
de vista de su repercusión financiera. No nos parece 
obligado hacer ejercicios retóricos en este campo; se 
trata del proyecto posible en el marco presupuestario 
y financiero que se puede permitir este país. 

Otra opción que ha adoptado el Gobierno a la hora 
de presentar este proyecto es la de establecer el mon- 
tante de las ayudas en atención no sólo a la gravedad 
del daño sufrido a consecuencia del delito, sino tam- 
bién atendiendo a la situación económica, a la posición 
de la víctima y de los familiares directos que hayan su- 
frido de ese modo las consecuencias del delito. 

Por último, debe destacarse un aspecto, en mi opinión 
central, y es que se ha optado por un modelo de finan- 
ciación pública del sistema vinculado a los Presupues- 
tos Generales del Estado, como clara expresión de una 
Función social que va a asumir el Estado: la ayuda a 
las víctimas del delito. 

Creo -y ya termino- que, en su conjunto, señorías, 
se trata de una razonable construcción, sin duda mejo- 
rable -y sin duda será mejorada por S S .  SS.- en su 
tramitación parlamentaria. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

El Pleno continuará esta tarde, a las cuatro. 
Se suspende la sesión. 

señor Ministro. 

Eran las dos y quince minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Se reanuda la sesión. 
Enmienda de totalidad de texto alternativo del Gru- 

po Popular, presentada al proyecto de ley de ayudas y 
asistencia a las víctimas de delitos violentos. 

Para exponer la enmienda de totalidad, en nombre 
del Grupo Popular, tiene la palabra el señor Trillo. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Gracias, señor Presidente. 

Señorías, subo a la tribuna en nombre del Grupo Par- 
lamentario Popular para defender la enmienda de tota- 
lidad con texto alternativo que ha presentado mi Grupo 
Parlamentario a la ley de ayudas a las víctimas de deli- 
tos violentos. 

Se produce este debate obviamente en hora intempes- 
tiva, pero en tiempo oportuno; hora intempestiva por- 
que apenas ha dado tiempo a que se incorpore al banco 
azul el Ministro que ha presentado el proyecto, cuya de- 
volución, por alternativa, pretendemos. Estamos segu- 
ros de que el señor Ministro de Justicia e Interior tiene 
ya una decisión predeterminada cuando, aun con el ate- 
nuante de la hora, ha decidido no asistir a lo que trata 
simplemente de perfeccionar un texto tan largamente 
esperado. Por cierto, que en estos días será bueno con- 
trastar esta posición con la de otros miembros del ban- 
co azul, como la del señor Borrell, que sí aguanta hasta 
el final de cualquier debate, o como la del señor Ru- 
balcaba, que aguanta, aguanta y aguanta calladamente 
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como representante del Ejecutivo en cualquier debate 
que se produzca en relación con el Gobierno. Es una 
referencia simplemente comparativa de actitudes de so- 
lidaridad con un Gobierno que se encuentra absoluta- 
mente falto de presencia. 

Sin embargo, sí está el ponente del Grupo Parlamen- 
tario de la mayoría, a quien quiero expresar la satisfac- 
ción de mi Grupo porque por fin haya llegado a esta 
Cámara un proyecto de ley que viene a tratar de atender 
una demanda social largamente sentida. Tan largamente 
sentida que el Grupo Parlamentario Popular ha presenta- 
do en cuatro ocasiones un proyecto de ley, proposición 
en nuestro caso, que pretendía y pretende dar una in- 
demnización, bajo el principio de integralidad, a las víc- 
timas de los delitos violentos y que ha sido rechazado 
sistemáticamente por la mayoría. Han sido necesarios 
tres debates de Pleno, cuatro presentaciones, insisto, que 
ocupan desde el 30 de abril de 1991 hasta esta misma 
tarde y que pasan por los debates de 11 de junio de 1991, 
11 de febrero de 1993 y 23 de marzo de 1993, que bueno 
es que queden en la reseña de esta sesión porque han 
sido absolutamente ignorados en la exposición del Mi- 
nistro que ha precedido a la reanudación de la sesión 
que ahora comenzamos. 

Es verdad que, además de esas iniciativas del Grupo 
Parlamentario Popular, ha habido otras muchas voces 
en la sociedad española que han reclamado una ley que 
diera especial tratamiento a las víctimas de los delitos 
violentos. No puede dejar de mencionarse que, además 
del Convenio Europeo de 1983, al que por cierto vamos 
a adherirnos también con retraso, están las recomenda- 
ciones del Defensor del Pueblo, reiteradas en este pun- 
to desde 1990, la unánime opinión de todas las fiscalías 
provinciales, incorporada a la memoria de la Fiscalía Ge- 
neral en 1992, y las constantes y reiteradas quejas de las 
asociaciones civiles y organismos que se dedican a la 
defensa de derechos de las víctimas o, más ampliamen- 
te, de derechos humanos. 

No es menos cierto, señorías, que, aunque el Grupo 
Popular ha sido pionero en la defensa de este tipo de ayu- 
das -desde luego, de las que proponemos nosotros; no 
tanto, como ahora veremos, de las que propone el Go- 
bierno-, puede también considerarse una avanzada, 
bien retrasada, si cabe la expresión, de lo que ha sido 
un movimiento general, que también ha estado ausente 
en las palabras del Ministro de Justicia, pero que es no 
menos de justicia dejar reseñado aquí. La victimología 
es, en efecto, una nueva tendencia del Derecho penal que 
avanza a lo largo de la historia doctrinal por movimien- 
tos, si se quiere pendulares, o acaso dialécticos. Así 
ocurrió con el Derecho penal del Estado absoluto en re- 
lación al Derecho penal liberal y así ha ocurrido con el 
correccionalismo de principios de siglo y el Derecho pe- 
nal de las víctimas a partir de los años cuarenta. Creo 
superfluo tener que detallar aquí las precisiones que, 
desde 1941, Hans von Hentig vino haciendo en el terreno 

de la criminología o que hizo posteriormente, con mayor 
rigor y dedicación, Mendelsohn. Desde entonces, quedó 
claro que lo que había sido una mera atención al delin- 
cuente con ánimo correccionalista debiera trasladarse 
a las víctimas y a su reparación, porque, bien por mor 
de esa tendencia pietista de determinadas escuelas pe- 
nales, bien por el retraso que sufren los procesos a la 
hora de satisfacer las pretensiones civiles derivadas de 
la comisión de delitos violentos, es lo cierto que la vícti- 
ma sufría, y sufre todavía en la actualidad en España, 
una doble victimización -pcr cierto, ausente en la ex- 
posición del Ministro de Justicia; por algo es previamen- 
te de Interior-; victimización que se deriva 
directamente del sufrimiento que se le infiere con la co- 
misión del delito violento y victirnización secundaria, 
que es aquella que le proporciona el sufrimiento del pro- 
ceso penal, de la propia testificación en juicio, cuando 
han de encontrarse con el autor de determinados deli- 
tos, o de la incapacidad o capacidad limitada para rein- 
sertarse en la vida social a convivir, tras haber sufrido 
las desgraciadas consecuencias de un delito violento; vic- 
timización secundaria que exige también, por tanto, un 
tratamiento de ayudas en esa parcela de la victimología 
que cubre la victimización secundaria y que está, lo an- 
ticipo, casi absolutamente ausente del proyecto del Go- 
bierno. 

Y sin más precedentes de carácter externo, foráneo o 
interno, señor Presidente, me propongo ahora analizar 
el proyecto que se nos ha traído, por contraste con el al- 
ternativo que defiendo en nombre de mi Grupo. El pro- 
yecto llega tarde, eso sí, y mal, también es verdad, y es 
lamentable, porque nos habría gustado poder apoyar, 
después de esperar tanto tiempo, un proyecto de mane- 
ra conjunta. 

El proyecto del Gobierno, señorías, es defectuoso, y lo 
es porque no afronta con una filosofía capaz de solven- 
tarlo el problema que trata de resolver: la indemniza- 
ción de los delitos violentos. El Ministro de Justicia e 
Interior ha sido bien claro: no pretende la reparación 
integral -han sido sus palabras-, pretende sólo un sis- 
tema de ayudas; filosofía, como ahora trataré de demos- 
trar, que no sólo no satisface las pretensiones de los 
interesados ni los planteamientos de mi Grupo, sino que, 
demás, es contradictoria en sí misma. Es además un pro- 
yecto técnicamente malo, técnicamente incompleto, téc- 
nicamente contradictorio, incoherente, falto de rigor en 
sus propios términos. Es, en tercer lugar, incoherente 
con el Convenio Europeo, que está esperando nuestra ra- 
tificación y que tuviéramos un proyecto semejante a es- 
te -esperemos que más semejante al Convenio- 
debidamente ratificado e incorporado a nuestro orde- 
namiento. Es, sobre todo, un proyecto, el del Gobierno, 
de carácter restrictivo de las ayudas que entendemos de- 
ben tener las víctimas de los delitos violentos y terro- 
ristas; víctimas éstas, por cierto, bastante ausentes de 
la intervención del Ministro esta mañana. Y es, además, 



- 8139 - 
CONGRESO 15 DE JUNIO DE 1995.-NúM. 154 

señoras y señores Diputados, un proyecto, el del Gobier- 
no, bastante más costoso para el erario público que el 
que plantea alternativamente mi Grupo, siendo mucho 
más insuficiente en la cobertura de los daños y perjui- 
cios que se pueden generar a las víctimas con ocasión 
de la comisión de delitos violentos. 

Voy a analizar, brevemente, estos motivos de rechazo. 
En primer lugar, porque la filosofía no es la misma. En 
efecto, nosotros creemos que, precisamente basados en 
esa filosofía de la victimologíu a la que me referí suma- 
riamente, lo que debe tratar un proyecto de ley, una pro- 
posición, una ley como la que intentamos articular entre 
todos es de satisfacer el derecho de la víctima, del que 
ha sido violenta e injustamente ofendido en la sociedad, 
de tener satisfecho su derecho a la indemnidad, es de- 
cir, aquello que probablemente está satisfactoriamente 
expresado en el vigente Código penal. Hace falta repa- 
rar el daño, hace falta reparar e indemnizar los perjui- 
cios, hace falta que la víctima adquiera, respecto del 
momento anterior a la comisión del delito mismo que 
le originó el daño y los perjuicios, una situación idénti- 
ca, al menos, a la que tenía, aun sufriendo muchas ve- 
ces moralmente algo que es imposible de evaluar y de 
satisfacer. Eso no es algo que deba ser objeto de una ayu- 
da del Estado. Eso no se suple sólo con una ayuda, se- 
ñorías. El derecho a la indemnidad ante un atentado 
violento es un derecho natural. Pocas veces se puede de- 
cir de un derecho que tiene tan universalmente admiti- 
do su fundamento natural como éste. Si hay un orden 
jurídico y ha sido violado, es absolutamente innegable 
que el corolario es el restablecimiento de la idéntica si- 
tuación, el restablecimiento de la situación jurídica 
violada. 

Las víctimas, por tanto, no están en situación de peti- 
cionarios ante un Estado benefactor. Están en situación 
de exigirle al Estado que como ejerce el monopolio de 
la garantía jurisdiccional del ordenamiento jurídico, re- 
pare en su integridad aquello que, sin culpa alguna de 
la víctima, ha sido violado, dañado y perjudicado. Por 
ello, no es adecuado que el Estado afronte esa repara- 
ción con una visión benefactora o pietista. No se trata 
de limosnas: se trata de derechos. Y fíjense, esa es la dis- 
tinción capital que informa el proyecto del Gobierno y 
que informa el proyecto del Partido Popular. Esa es la 
filosofía que permite decir que hay una alternativa no 
sólo real y formalizada sino absoluta e integral entre el 
proyecto de S S .  SS.  -los de la mayoría y los del Gobier- 
no, que espero lo reconsideren- y el proyecto que de- 
fiendo en nombre de mi Grupo. Y no es una cuestión 
secundaria. Porque, fíjense, señorías, el Ministm de Jiis- 
ticia dice que como es una ayuda, naturalmente el Es- 
tado se subroga luego en el lugar del damnifi- 
cado para exigir frente al autor del daño la indemniza- 
ción. ¿Por qué? Si no es una indemnización, no tiene nin- 
gún derecho a subrogarse. Es más, se establecen unos 
criterios de incompatibilidad entre esa ayuda que se con- 

cede, graciosamente al parecer, en el evanescente título 
de la solidaridad, al daminificado y la indemnización de- 
rivada del delito. ¿Por qué, si no son de la misma natu- 
raleza? ¿Por qué se tiene que privar al damnificado por 
el delito de la indemnización consiguiente por el hecho 
de que el Estado ha dado una ayuda que, por cierto, pue- 
de llegar a ser bastante menor, como ahora veremos, de 
la que le correspondería en un proceso penal? 

No es, por tanto, coherente el proyecto del Gobierno. 
Y fíjense, señorías, que resumiendo mucho, tengo que 
traer como ejemplo de la máxima incoherencia el pro- 
pio texto del Gobierno en los artículo 5 y 6 .  Se determi- 
na en el artículo 5 que las ayudas -así las llama- 
reguladas en la ley no serán compatibles con las indem- 
nizaciones por daños y perjuicios causadas por el deli- 
to que se establezcan mediante sentencia. Y añade en 
el artículo 6: El importe de las ayudas no podrá supe- 
rar en ningún caso la indemnización fijada en tal sen- 
tencia. 

¿En qué momento se fija entonces el montante total 
de la ayuda? ¿Antes de la sentencia? No se sabe cuál pue- 
de ser. ¿Después de la sentencia? Hay que esperar y, en- 
tonces, ¿para qué sirve este proyecto? Podrán decir que 
es un defecto de redacción evidente, técnicamente evi- 
dente, que se puede perfeccionar en enmiendas al arti- 
culado: naturalmente que sí. Pero no es ese el problema. 
Esa redacción oculta las diferencias que de manera te- 
legráfica -por razón de tiempo, que yo mismo he reco- 
nocido, de hora intempestiva- voy a tratar de resumir 
ante las señorías que tienen la generosidad de atender 
a este turno. 

En primer lugar, el texto del Grupo Popular conside- 
ra que la indemnización es un derecho de las víctimas, 
con base o fundamento en el derecho natural, si se quiere 
en el Estado social de derecho. Lo que no puede ser, se- 
ñorías de la mayoría, es que la solidaridad propia del 
Estado de derecho lleve a un concepto del Estado-bene- 
ficencia, en virtud del cual esa indemnización se trans- 
forma en ayuda pública, en beneficio, y no en derecho, 
sino en «podrán acceder a». Es decir, lo que era un de- 
recho es una mera concesión de la providencia estatal; 
lo que era una indemnización, que es un derecho per- 
fecto, es una ayuda pública en beneficio del damnificado. 

Veamos el concepto de daños. El proyecto que defien- 
do en nombre del Partido Popular abarca el de muerte, 
lesiones con invalidez permanente, incapacidad transi- 
toria o permanente. También, obviamente, el del Gobier- 
no alcanza a los daños de muerte, lesiones o daños que 
produzcan incapacidad. iAh!, aquí empezamos a mermar 
lo que es la indemnización y lo que debiera ser un dere- 
cho, y aquí ya empezamos con los problemas, natural- 
mente con la contradicción en la utopía del 
Estadeprovidencia: a recortar el gasto. Y aquí ya la inca- 
pacidad tiene que ser temporal, por más de seis meses, 
no cualquier incapacidad temporal, y la permanente tie- 
ne, al menos, que producir una minusvalía del 33 por 
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ciento. Por tanto, ya hemos limitado el alcance de esa 
utópica beneficencia, generosamente vista al principio, 
en concepto de ayuda pública, en beneficio del damni- 
f icado. 

El Grupo Popular sostiene que es necesario indemni- 
zar los perjuicios, como es natural, y mucho más cuan- 
do ustedes, señores de la mayoría, consideran que ha de 
subrogarse el Estado en la indemnización que le pudie- 
ra corresponder en el proceso penal. Daños y perjuicios, 
decimos nosotros. Ustedes, no: los daños y lesiones cor- 
porales, no los perjuicios. Y si luego resultare del juicio 
penal que la sentencia fijare daños y perjuicios mate- 
riales y morales, {quién revisa esa indemnización? Aquí 
ya no sabemos si se había fijado con arreglo a la redac- 
ción de los artículos 4 y 5 del proyecto. 

El señor PRESIDENTE Señor Trillo, le ruego 
concluya. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZCONDE 
Voy concluyendo a toda velocidad, señor Presidente, pue- 
do garantizárselo. 

Alcance de la indemnización y ayuda. Para el Grupo 
Popular, los gastos derivados de los daños corporales 
(médico-farmacéuticos, hospitalarios y de rehabilita- 
ción), más los gastos funerarios, en su caso, cuando ha- 
ya habido muerte. Para el Gobierno: ayuda en función 
de la incapacidad a través del cálculo de mensualida- 
des derivadas de tantas mensualidades del salario mí- 
nimo. Son las dos concepciones es verdad. Nosotros 
estamos pensando en el derecho del ciudadano ante el 
que ha infringido el ordenamiento. Ustedes están pen- 
sando en el bolsillo del contribuyente, del que quieren 
hacer regalos y, luego, naturalmente, se encuentran con 
que tienen que limitarlo, porque no les cuadran los pre- 
supuestos, presupuestos que, en este caso, no serían su- 
yos si reconocieran que hay un auténtico derecho a la 
indemnización. Naturalmente, los gastos funerarios us- 
tedes no los reconocen; sólo e independientes cuando se 
trate de una víctima menor de edad, podrán cobrarlos 
los padres del menor de edad, que no tendrán, según el 
texto del Gobierno, derecho a ninguna otra indemniza- 
ción de daños y perjuicios. Al menos, dicho sea sin sen- 
tido peyorativo, le pagan ustedes el entierro. Pero, eso 
sí, nosotros pedimos que también se paguen los perjui- 
cios, como es la pérdida de ingresos, por los salarios de- 
jados de devengar. Ustedes, no. Nosotros pedimos que 
se paguen alimentos a las personas a cargo de la vícti- 
ma. Ustedes, no. Fíjense si hay diferencias entre su pro- 
yecto y nuestra alternativa. 

Nosotros pedimos, además, otras ayudas y garantías, 
y ustedes algunas también las reconocen, por ejemplo, 
el derecho a la información, que está en el Convenio 
Europeo (al que luego tendremos ocasión de referirnos 
cuando el Presidente, a lo mejor, nos conceda un más 
venturoso segundo turno), ustedes también reconocen 

el derecho a la información, pero, luego, no conceden al 
damnificado un crédito preferente para obtener esa ayu- 
da. Nosotros, sí. Ustedes no permiten a la víctima que 
haga alegaciones en el proceso respecto de la libertad 
o situación personal de quien le ha causado el daño vio- 
lento. Nosotros le damos ese derecho. Ustedes no consi- 
deran, no quiero preguntarme por qué, que además de 
subrogarse el Estado, luego, el Estado tenga derecho a 
retener el 20 por ciento del salario o cualquier ingreso 
del condenado en la cárcel, para satisfacer con ello lo 
que es la indemnización; ustedes, ese beneficio tampo- 
co lo quieren. Nosotros queremos becas para estudios 
de los hijos de la víctima. Ustedes, no, a pesar del Estado- 
beneficencia. Nosotros queremos que se consideren de 
interés público y se fomenten las asociaciones de vícti- 
mas del terrorismo y delitos violentos. Ustedes, no. 

En fin, señoras y señores Diputados, señor Presiden- 
te, en conclusión, nosotros queremos que siendo más am- 
plia la cobertura que proponemos, siendo más de 
derecho y más íntegra la indemnización y el alcance de 
la misma, sea más barata para el Estado, porque cree- 
mos en la sociedad, no tenemos esa obsesión por el pre- 
supuesto público. Por ello proponemos, como lo hacen 
en Bélgica, como lo hacen en Francia, como lo hacen en 
Italia, que no son soluciones exóticas, un fondo que ha- 
brá de dotarse con las asignaciones derivadas del 0,5 del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas ... 
(Rumores.) 

El señor PRESIDENTE Un momento, señor Trillo. 
Señor Antich. (Pausa.) 
Señor Trillo, le ruego concluya. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE 
Gracias, señor Presidente. Estoy procurando concluir a 
toda velocidad, se lo garantizo. 

Un fondo de ayudas, decía, que está constituido por 
una parte de la asignación de fines de interés social del 
0,s del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas; 
con la asignación que anualmente se fije del Consorcio 
de Compensación de Seguros, porque para eso tiene que 
hacer frente a los riesgos no previstos en determinadas 
pólizas; con las aportaciones voluntarias de las institu- 
ciones, asociaciones y corporaciones de derecho públi- 
co o privado que quieran contribuir a ese fondo, y con 
los rendimientos de los efectos decomisados precisamen- 
te de los delitos que han causado el daño a los perjudi- 
cados. Ustedes simplemente lo dotan generosamente a 
cargo del contribuyente, de los Presupuestos Generales 
del Estado. De ahí el problema. Y es que ustedes han 
mirado siempre con recelo, por razones presupuestarias 
-yo sé que no por razones de solidaridad- y por razo- 
nes de filosofía a lo que es un proyecto que puede ser 
solventado con solidaridad auténtica por la propia so- 
ciedad. La diferencia es bien clara. Ustedes, en el terre- 
no del derecho, se quedaron, me temo, en el inventor de 
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la Seguridad Social, en Beveridge, y en el terreno del Es- 
tado me parece que una década antes, según estoy lle- 
gando a comprobar estos días. Nosotros creemos en el 
derecho y en el protagonismo de la propia sociedad. Y 
eso es más justo, más económico y más eficaz. Por eso 
ruego que acepten nuestro texto alternativo. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del Grupo 
Popular.) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Trillo. 
¿Turno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Mo- 

hedano. 

El señor MOHEDANO FUERTES: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, señor Trillo, me maravilla la desenvoltura 
y la seguridad con la que habla usted defendiendo esta 
enmienda a la totalidad al proyecto de ley de ayudas y 
asistencia a las víctimas de los delitos violentos, cuan- 
do, frente a esa desenvoltura, lo que he observado en la 
propia enmienda a la totalidad y en todos los anteceden- 
tes es una absoluta falta de claridad de ideas de su Gru- 
po respecto a lo que es la cobertura asistencia1 y 
económica a las víctimas de los delitos, especialmente 
de los delitos violentos. Me tiene que reconocer que es- 
ta enmienda no es ninguna novedad y que, además, no 
haría falta, como ocurre, aparte del momento del día en 
que estamos debatiendo este asunto, la presencia de nin- 
gún Ministro. Esta enmienda que ustedes han presenta- 
do es la copia literal de la proposición de ley que 
presentaron en el mes de septiembre de 1994. No han 
cambiado ni un punto ni una coma ni una sola palabra. 
Además, frente a esa coherencia que se grita, es absolu- 
tamente incoherente, porque dos meses antes presenta- 
ron ustedes, no en esta Cámara sino en el Senado, otra 
proposición de ley absolutamente distinta, y no sólo dis- 
tinta sino contradictoria con la que usted ha defendido 
hoy y con la que presentaron en el mes de septiembre. 
Una proposición de ley que era un refrito de una parte 
de la ley francesa y que reproducía literalmente una pro- 
puesta que a todos los grupos parlamentarios nos ha- 
bía hecho la Asociación de Víctimas por el Terrorismo. 
Ustedes, con tal de apuntarse un tanto, asumieron lite- 
ralmente esa proposición de ley. 

Pero en esa proposición de ley ustedes predicaban la 
cobertura no sólo de los delitos dolosos sino de todos 
los delitos imprudentes. Esos son los cálculos económi- 
cos que habían hecho. Proponían un formalismo abso- 
luto en la solicitud: era necesaria la intervención de 
abogado y procurador para pedir esa ayuda; un órgano 
mixto, que era el que decidía, electivo y, además, con ju- 
risdicción civil. No quiera que le repita porque no le va 
a gustar, todo lo que decía esa proposición de ley que 
ustedes presentaron en julio de 1994. Era un aprovecha- 
miento del efecto que sobre la sociedad tenía una pro- 

posición de ley de este tipo en plena campaña que 
estaban ustedes desarrollando contra lo que entendían 
ustedes era la política de reinserción de determinados 
tipos de presos. Absolutamente en contradicción con lo 
que habían hecho dos meses antes, presentan esa nue- 
va proposición de ley, de la que es trasunto esta enmien- 
da a la totalidad. Y aunque, efectivamente, corrigen y 
rectifican algunas de las deficiencias más gruesas de esa 
proposición de ley, quedan los defectos más importan- 
tes, señor Trillo, los defectos técnicos, la falta de solida- 
ridad y las incongruencias y las incoherencias que se 
siguen manteniendo en esta enmienda a la totalidad. 

En definitiva, abandonando ese lenguaje cansino y em- 
pobrecido, que es el lenguaje tecnocrático de nuestro 
tiempo, lo que estamos defendiendo con esta ley es una 
intervención del Estado dirigida a restaurar la situación 
en la que se encontraba la víctima antes del delito vio- 
lento, antes de padecer ese delito; al menos, si no res- 
taurarla absolutamente, paliar el efecto que ha 
producido. 

Es cierto lo que usted ha dicho de la doble victimiza- 
ción. Es cierto que, cuando el Estado monopoliza la reac- 
ción penal, el papel de las víctimas se va difuminando 
hasta desaparecer, porque la sociedad lo que busca pri- 
mero es la reacción punitiva, luego el rescate o la recu- 
peración del delincuente, pero se ocupa muy poco de la 
víctima. Es cierto también que a veces la investigación 
policial y la judicial produce un nuevo impacto de victi- 
mización, lo que usted, recogiendo lo que dicen todos 
los tratadistas, ha dicho que era la victirnización secun- 
daria. Toda esa teoría se recoge y se refleja en el pro- 
yecto de ordenamiento jurídico que ha presentado el 
Gobierno, no en su enmienda a la totalidad. 

Permítame que le diga, con el mismo respeto y con 
la misma cortesía que ha empleado usted en sus pala- 
bras al referirse al proyecto de ley, que en la actitud ha- 
cia la víctima del delito violento, que se refleja en la 
enmienda de su Grupo, es donde se oscila entre la mera 
compasión y la demagogia, entre la insolidaridad hacia 
las víctimas y la manipulación de éstas. Una actitud ab- 
solutamente equivocada de lo que es la victimología, una 
visión estrictamente mercantilista o, si me lo permite, 
economicista. Porque este proyecto de ley, que refleja 
precisamente esa concepción de asistencia y de ayuda 
a las víctimas y a sus problemas, no agota su cometido 
ni sus pretensiones, como parece deducirse de la defen- 
sa que ha hecho su Grupo, en una mera elaboración de 
programas indemnizatorios de contenido económico pa- 
trimonial a favor del sujeto pasivo del delito. Porque esa 
lectura, si fuera así sólo, sería mercantilista, de tal na- 
turaleza que, además, sería ajena a muchas de las ex- 
pectativas de la propia víctima, restringiendo y 
degradando la propia finalidad que se pretende con es- 
te tipo de legislación. 

Usted sabe que la victirnología está llamada, ante to- 
do, a devolver a la justicia penal y a la justicia criminal 
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la faz humana y la faz solidaria que nunca debió per- 
der y que la perdió después de la desnaturalización de 
la víctima, con la monopolización del Estado de la reac- 
ción penal. Y pretende también fomentar la cooperación 
de la víctima con el sistema legal, mejorar la actitud de 
colaboración ciudadana con la Justicia. ¿De dónde sa- 
camos, por tanto, esa afirmación que -repito- es una 
visión estrictamente economicista de su enmienda? Del 
ámbito de protección objetiva que ustedes plantean en 
su texto articulado. 

No hay que excluir, como ustedes hacen, ningún tipo 
de delito del ámbito general de cobertura de cualquier 
ley de ayuda y asistencia a las víctimas de los delitos. 
La asistencia a las víctimas que un Estado social debe 
ofrecer no ha de ser meramente económica. Por ello, la 
cobertura es y debe ser universal para la víctima de to- 
dos los delitos, como se hace en el proyecto de ley, aun- 
que luego se pueda limitar, como se hace en el mismo, 
el ámbito objetivo de los delitos que dan lugar a com- 
pensación económica. Por tanto, mientras la cobertura 
de la asistencia y de la ayuda es universal para las vícti- 
mas de todo tipo de delitos, sí que se puede limitar el 
ámbito objetivo de los delitos que dan lugar a uno de 
los tipos de asistencia y ayuda, que es a las compensa- 
ciones económicas. 

En segundo lugar, a pesar de esa visión estrictamen- 
te economicista de su enmienda y de su texto articula- 
do, no han hecho ningún cálculo económico de lo que 
esto supone. Usted dice que es más barato, de menor cos- 
to. (Por qué? Luego veremos a ver lo que dicen de que 
no es por vía presupuestaria, pero ustedes no han he- 
cho ningún cálculo económico. Yo le dejo el cálculo eco- 
nómico que ha hecho el Gobierno, pero usted me va a 
dejar ver el suyo también, a ver en qué consiste. Repito 
que no he visto ningún cálculo económico en su memo- 
ria ni en toda su exposición. 

Hay que hacer una proyección económica sobre la ba- 
se de la selección de los delitos que podrían estar inclui- 
dos dentro de esta cobertura. 

Ustedes dicen que es más barato porque creamos un 
fondo al estilo francés o al estilo belga, he tomado nota. 
No, el fondo belga es una tasa de 10 francos, que pagan 
todos los ciudadanos en todos los pleitos y el fondo fran- 
cés es un recargo sobre la prima de todos los seguros. 

Y en la exposición de motivos dicen: No se integrarán 
las correspondientes dotaciones de los presupuestos ge- 
nerales. Pero, jcómo que no se integrarán de los presu- 
puestos generales? ¿Es que el ingreso fundamental para 
este fondo, que es el 0,5 del IRPF, no es un ingreso pre- 
supuestario que se recauda de los ciudadanos? Es una 
contribución, es un crédito presupuestario, que aportan 
los ciudadanos vía IRPF, y es un ingreso presupuesta- 
rio absolutamente, que, además, habría que detraer de 
otros sectores, discapacitados, Cruz Roja, Cáritas, etcé- 
tera, que son los que se benefician de ese fondo. 

Además, ese fondo en su totalidad, que en el presu- 
puesto anterior ha sido de unos 9.500 millones de pese- 
tas -según creo recordar-, aunque se aplicara todo el 
0,5 que no va destinado a la Iglesia católica, no sirve pa- 
ra cubrir ni el 60 por ciento del cálculo económico que 
tiene hecho el Gobierno, que supondría en el próximo 
ejercicio este tipo de ayudas económicas. 

Dicen: para completar eso, una contribución (que tam- 
poco tienen calculada) del Consorcio de Compensación 
de Seguros. Y, sinceramente, señor Trillo, no sé qué tie- 
ne que ver el aseguramiento de este tipo de daños per- 
sonales con la propuesta de la enmienda de ustedes. Es 
más, en la práctica, este tipo de lesiones suele estar siem- 
pre excluido del ámbito de la cobertura de los seguros. 
Y añaden ustedes, que no entienden esto como benefi- 
cencia, donaciones de entidades públicas y privadas. Ya 
saben ustedes que esas donaciones serían mínimas, y, 
además, eso es una especie de canto al sol porque no 
tiene ninguna evaluación económica. 

Para acabar, dicen ustedes: y los beneficios de la li- 
quidación de cualquier clase de efectos relacionados con 
los delitos a que se refiere esta ley. Como estamos ante 
delitos violentos, sólo cabe pensar en los ingresos que 
se obtengan de la imposible venta de pistolas, cuchillos, 
navajas, estacas, etcétera. Dicen: liquidación de cualquier 
clase de efectos relacionados con la comisión de estos 
delitos; delitos violentos, armas, cuchillos ... Esa es la con- 
cepción económica que tienen ustedes de cómo se nu- 
tre el fondo para el pago de estas ayudas públicas. 

Discrepamos también de lo que usted ha defendido 
tanto aquí esta tarde: que estamos ante una indemniza- 
ción. Ustedes conciben esta prestación como una indem- 
nización y por tanto incluyen el daño moral. No, señor 
Trillo. Eso es una cosa ya defendida por todos los cri- 
minalistas y por todas las personas que han estudiado 
y escrito sobre la victimología; no se trata de la restitu- 
ción, ni de la reparación, ni de la indemnización, que es 
el delicuente quien debe asumir frente a la víctima y, 
por el hecho de que no se halle el delincuente o por el 
hecho de que el delincuente sea insolvente, el Estado no 
sustituye, asumiendo esa indemnización, al delincuente. 

Por consiguiente, no estamos ante un supuesto de 
genérica responsabilidad patrimonial del Estado ni tam- 
poco, como se establece en el Código Penal, de respon- 
sabilidad civil del Estado. No estamos hablando de 
indemnizaciones: estamos hablando de unas ayudas pú- 
blicas, de unas prestaciones públicas, señor Trillo, que 
no tienen nada que ver con la beneficencia con la que 
se tendría que dotar ese fondo que ustedes plasman en 
su texto alternativo, porque esa ayuda pública está fun- 
dada en el principio de solidaridad que inspira la ley y 
tendría su anclaje constitucional mucho más en el ar- 
tículo 41 de la Constitución que en el 106. Es un princi- 
pio de subsidiariedad y de complementariedad y 
tenemos que hacer una nítida separación en lo que son 
esas ayudas públicas; como dice Landrove, en el único 
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texto más importante que conocemos de victimología, 
más cerca del seguro social. Lo dicen los propios pena- 
listas. La ley alemana se construye y se adapta a los 
moldes de la asistencia social, no a la indemnización 
a la que usted se refiere, y, por lo tanto, todo el sistema 
está construido sobre el concepto de ayuda pública y 
no sobre el concepto de indemnización, porque el Es- 
tado aquí no está sustituyendo al delincuente, que es 
el que asume la restitución, el que asume la reparación. 
El Estado no asume esa reparación, sustituyendo al de- 
lincuente, y, por tanto, ustedes llegan a otra conclusión 
que es absolutamente diferente de la de nuestro pro- 
yecto de ley. Ustedes no tienen en cuenta la condición 
económica del sujeto pasivo del delito violento, ya que, 
en su criterio, lo que se está compensando es el mal que 
se ocasiona, no el efecto que el delito genera sobre la 
situación de la víctima, no la nocividad del delito so- 
bre la persona que es víctima de ese delito. Según su 
proyecto de ley, todos cobran igual, cualquiera que sea 
su situación económica y sus recursos financieros. 

Dice usted que el contenido del proyecto de ley no se 
ajusta al Convenio del año 1988 del Consejo de Euro- 
pa. Es la primera vez que oigo esto. El propio informe 
del Consejo General del Poder Judicial sabe usted que 
dice que este proyecto de ley satisface los requerimien- 
tos del Convenio, que se ajusta y respeta las exigencias 
del Convenio. Incluso, cuando se llega al punto de la de- 
terminación económica de las ayudas en el proyecto de 
ley, a veces no parece ajustarse al sistema compensa- 
torio, dice el informe del Consejo General del Poder Ju- 
dicial, que es el sistema de reintegración de gastos. Dice 
el informe del Consejo: aunque la facultad de limitar 
las ayudas con un límite o tope máximo que establece 
el convenio de 1988 hace probablemente y globalmen- 
te más ventajoso el articulado del proyecto de ley que 
el propio del Convenio, porque el Convenio exige el de- 
sembolso de unos gastos y su acreditación. Considera 
el informe del Consejo General del Poder Judicial que 
es globalmente más ventajoso -textualmente lo dice 
el informe del Consejo- el sistema de determinación 
de la compensación que establece la ley que el que es- 
tablece el Convenio de Europa. 

Señor Trillo, es cierto que ustedes plantean algunas 
cuestiones relativas a la asistencia no económica. He 
dicho antes -y lo sostengo- que su texto alternativo 
era fundamentalmente economicista y degradante de 
la propia concepción de lo que es la victimología. Es 
cierto que ustedes plantean algunas normas, aparente- 
mente de asistencia, absolutamente inviables, y otras 
inconstitucionales, desde mi punto de vista. ¿Cuál es 
la norma inviable? La norma inviable es que ustedes 
dicen que antes de que se dé un permiso penitenciario 
se oirá a la víctima para hacer alegaciones. Esto es im- 
posible. Hay casi 200.000 permisos penitenciarios al año 
y se colapsarían absolutamente la Administración pe- 
nitenciaria y los jueces y fiscales de vigilancia peniten- 

ciaria. ¿Es que no le parece a usted suficiente control 
de legalidad y oportunidad la intervención del juez y 
del fiscal en los permisos penitenciarios, aunque sólo 
sea en vía de recurso? Eso, que además es una figura 
extraña de la ejecución de sentencia en fase peniten- 
ciaria dentro de nuestro Derecho, colapsaría absoluta- 
mente la Administración penitenciaria, de los juzgados 
y de vigilancia penitenciaria, y haría imposible todas 
las normas de permisos penitenciarios. 

Y hablan ustedes de que nosotros no queremos la re- 
tención del 20 por ciento de los salarios, que ustedes 
plantean en el artículo 19 del proyecto. No, no es que 
no lo queramos. Es que, aparte de que es contradicto- 
rio con lo que dice la Ley de Enjuiciamiento Civil, a la 
que ustedes no plantean ninguna modificación, es in- 
constitucional. Lo es en un aspecto, en la medida en que 
supone embargar conceptos inferiores al salario míni- 
mo interprofesional. Además, frente a lo que ustedes 
dicen de que supondría una ventaja, es un inconvenien- 
te, porque las cantidades, cuando no estamos hablan- 
do del salario mínimo interprofesional, son inferiores, 
en muchos casos, a lo que señala la Ley de Enjuicia- 
miento Civil, ya que ustedes están restringiendo la capa- 
cidad de cobro de las víctimas; la Ley de Enjuiciamiento 
Civil no habla del 20 por ciento, habla de porcentajes 
muy superiores al 20 por ciento. 

El señor PRESIDENTE: Señor Mohedano, le ruego 
concluya. 

El señor MOHEDANO FUERTES: Acabaré en pocos 
minutos, señor Presidente. 

Es inconstitucional porque ustedes pretenden rete- 
ner cantidades que están por debajo del salario mínimo 
interprofesional; sin embargo, perjudican a la víctima 
porque sólo retienen el 20 por ciento cuando las canti- 
dades son superiores al salario mínimo interprofesio- 
nal, y la Ley prevé que se retenga más del 20 por ciento. 

Señor Trillo, esta ley no es insuficiente. Desde mi pun- 
to de vista, es un paso histórico, un paso histórico en 
lo que se refiere al establecimiento de la victimología 
en España. Es una ley que se ajusta a las exigencias del 
Convenio europeo, incluso va mucho más allá del Con- 
venio europeo en algunos puntos, y es un proyecto de 
ley que, en primer lugar, generaliza la atención psico- 
lógica y social a las víctimas no sólo de los delitos vio- 
lentos, sino de todos los delitos; en segundo lugar, 
establece un sistema que garantiza e¡ adecuado trato 
a las víctimas en sede policial y judicial de modo que 
no se añada eso de lo que usted hablaba, la doble victi- 
mizaciórz, de que no haya daño psíquico alguno duran- 
te el proceso penal y a la víctima se la mantenga 
informada de la marcha del proceso y su participación 
en el proceso no dañe su intimidad y su dignidad; y, en 
tercer lugar, es un proyecto de ley que establece el mar- 
co normativo que permite esa asistencia de ayuda eco- 
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nómica, todavía no tan grande como nos gustaría, pe- 
ro, desde luego, muy por encima de los propios módu- 
los que establece el Convenio. Abre la esperanza a que 
se puedan mejorar todavía estas ayudas económicas. 
Pero, señorías, señoras y señores Diputados, conside- 
ramos que no sólo es defectuoso e incoherente, técnica 
y políticamente, en su propia concepción, el texto al- 
ternativo de esta enmienda, sino que, además, el pro- 
pio proyecto de ley, independientemente de lo que dice 
el texto alternativo de la enmienda del Grupo Popular, 
debe ser apoyado -y, por tanto, como usted compren- 
derá, no vamos a aceptar la enmienda- por la Cámara 
por dos razones: porque marca un hito histórico defi- 
nitivo en la historia de la legislación penal y de la le- 
gislación criminológica y, señorías, porque abre un 
camino esperanzador, infinitamente esperanzador ha- 
cia el furuto en lo que se refiere a la asistencia y a la 
protección de las víctimas de los delitos. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Mohedano. 
Señor Trillo. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Gracias, señor Presidente. 

Gracias, señor Mohedano, por reconocer algunas evi- 
dencias, que no es común en esta tribuna y en el tono 
en que, además, lo ha hecho usted. Ha empezado dicien- 
do que, efectivamente, el lenguaje del proyecto del Go- 
bierno, a diferencia del nuestro, no quiere asumir, el 
suyo, el lenguaje de nuestro tiempo. Es verdad, ustedes 
están -lo he dcho, lo diré más claramente ahora- en 
el lenguaje jurídico-político del siglo pasado cuando no, 
en algún aspecto -lo he dicho- en el lenguaje del 
cc Welfare State» de los años 40, o en la concepción de 
un tipo de Estado de una década anterior, al menos por 
lo que estamos viendo y escuchando en estos días. 

Es verdad; el nuestro es un lenguaje de nuestro tiem- 
po, pero el lenguaje del Derecho, que es el lenguaje del 
sentido común, suele ser el que armonice las necesi- 
dades básicas de un ciudadano de esta época con las 
que eran básicas en cualquier otra época, y en este ca- 
so estamos hablando de algo muy serio que es la indem- 
nización a víctimas de delitos violentos que lo han sido 
a lo largo de la historia y que tienen categorías consa- 
gradas por debajo y por encima de esa visión providen- 
cialista del Estado que a todo quiere atender y nada 
puede pagar que tienen ustedes. Y, además, está claro 
hasta en las citas. Usted dice que lo último que ha leí- 
do sobre la indemnización y la victimología ha sido al 
Profesor Landrove, profesor respetabilísimo, pero que 
marca una escuela de la que casi un nieto es, por ejem- 
plo, al Profesor García de Pablos, que tiene una mono- 
grafía, nada menos que de 450 páginas, que tengo a 
disposición de S.  S., sobre las últimas tendencias de la 
victimología; lo digo para los que quieren que 
aprendamos. 

No quiero referirme, porque el tiempo no lo permi- 
te, señor Presidente, a las muchas alusiones que ha he- 
cho al principio de su intervención -yo comprendo que 
por hacer justicia, que no ha hecho el Ministro del ra- 
mo esta mañana- a los proyectos anteriores del Gru- 
po Popular. Básteme decir que si hubiera de recordar 
posiciones anteriores del Grupo al que pertenece S. S .  
seguro que entraríamos en una cascada de argumen- 
taciones dialécticas, por decirlo de una manera suave, 
en la que estoy seguro que no me dejaría continuar mu- 
cho tiempo la Presidencia; si empezara por referirme 
a la OTAN, a las posiciones personales de S.  S .  y de su 
Grupo, continuara por las libertades y terminara ha- 
blando de la intimidad y del derecho a mantener la pri- 
vacidad en las comunicaciones. Es preferible que no 
recordemos el pasado de nadie, señor Mohedano, las 
posiciones anteriores, ni vengamos a este debate a fi- 
jarnos en lo de ayer o anteayer. 

Eso sí, le diré que estamos muy orgullosos de haber 
perfeccionado el texto a base de sucesivas renuncias, 
de sucesivas decepciones. Han venido a este Pleno tres 
proyectos sucesivamente; éste, nuestro texto alternati- 
vo, es, orgullosamente, efectivamente, el cuarto, y que- 
dó pendiente de debate -lo ha dicho muy bien S.  S.- 
en octubre del pasado año, cuando la señora Del Cam- 
po Casasus expresaba en este Pleno -no me gusta alu- 
dirla al no estar presente, porque llevó ejemplarmente 
la defensa de sus posiciones en debates anteriores- 
que era cuestión de días. Han pasado algo más que días. 
También dijo en 1991: Queda muy escaso tiempo para 
la presentación del proyecto de ley por parte del Go- 
bierno, que ha tenido que esperar, eso sí, a los fastos 
electorales de 1995 para mandar un proyecto. Vamos 
a dejar los antecedentes en paz, señor Mohedano. 

Usted dice que nuestro proyecto se diferencia -y yo 
estoy de acuerdo, lo he señalado en mi intervención- 
en que nosotros consideramos que es la indemnización 
lo que debe anticiparse por el Estado y ustedes consi- 
deran que simplemente son unas ayudas que han de 
darse por el Estado beneficencia, por el Estado provi- 
dencia a quienes han sido víctimas de delitos violentos. 

Ahí está la diferencia capital, de acuerdo. En eso, se- 
ñor Mohedano, estamos absolutamente de acuerdo. 
Pero yo le pido que me aclare que si no es la indemni- 
zación lo que el Gobierno concede en esas ayudas, ¿por 
qué se subroga luego en el derecho de la víctima a pe- 
dir la indemnización al que le ha perjudicado? {Por 
qué? ¿Con qué derecho? ¿Qué técnica jurídica hay des- 
de Beveridge y el ccWelfare State» al viejo derecho ro- 
mano, nuevo derecho liberal y post-liberal, para que un 
derecho a la indemnización se convierta en un derecho 
del Estado a subrogarse en el lugar del que le ha dado 
simplemente una ayuda? Es la asunción de la titulari- 
dad, que se llama. Además, ¿por qué es incompatible? 
Si no es la indemnización, ¿por qué la ayuda del Esta- 
do es incompatible con la obtención de la indemniza- 
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ción en el proceso consiguiente? Acláremelo, señor Mo- 
hedano. Porque lo dice el proyecto, y lo sabe bien, artí- 
culos 4 y 5, para ser precisos, punto 1 y punto 1 de los 
artículos 4 y 5. 

¿Por qué, si no es la indemnización, se tasa la ayuda 
en lo que se fije en sentencia respecto de la indemniza- 
ción por responsabilidad civil? Porque se tasa con re- 
ferencia a la indemnización, señor Mohedano; porque 
no se puede eludir, por muchos artificios pasados, no 
de nuestro tiempo, efectivamente, que utilice el proyecto 
del Gobierno; estamos ante un derecho sustancial, que 
es el derecho a indemnizar a las víctimas de delitos vio- 
lentos cuando no se les puede satisfacer por el proce- 
so penal ordinario y ha de anticiparse por quien tiene 
el monopolio de la satisfacción jurídica de las preten- 
siones. 

Victimización secundaria, dice Su Señoría. Victimi- 
zación secundaria en el proyecto del Gobierno, idón- 
de? Dice usted que cómo podemos poner entre la 
victimización secundaria las alegaciones necesarias de 
la víctima ante los permisos penitenciarios de quien ha 
inferido el daño. Pues sí, señoría, efectivamente, hay 
2.000 permisos penitenciarios al año; afortunadamen- 
te no los 2.000 son por delitos violentos, afortunadamen- 
te. Es cierto que hay unos cuantos para delincuentes 
violentos, que no puede controlar el juez, y usted lo sa- 
be, señor Mohedano, como jurista, porque sólo puede 
conocer en vía de recurso y normalmente no recursa 
aquel que obtiene un permiso; efectivamente. Por tan- 
to, es bueno que, ya que el juez de vigilancia no tiene 
la capacidad de intervenir cuando se concede un per- 
miso penitenciario por la Administración que dirige el 
todavía ausente señor Belloch, Ministro del ramo, y que 
ya hemos visto cómo utiliza los permisos, por lo me- 
nos intervenga la parte que ha sido víctima del delito, 
porque tiene derecho a ello; así de simple. 

El señor PRESIDENTE: Señor Trillo, le ruego con- 
cluya. 

El señor TR1LU)-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Voy concluyendo, señor Presidente, se lo aseguro, a to- 
da velocidad. 

Dice usted que nosotros excluimos determinados de- 
litos. No es que excluyamos determinados delitos, no 
se excluye ningún delito que no sea violento. 

Ustedes introducen, con cierto afan demagógico, los 
delitos contra la libertad sexual aunque no sean violen- 
tos. Pues muy bien, se salen del marco del Convenio 
europeo. Nosotros dispuestos a ayudarles, por la vía del 
fondo, que ahora hablaremos de él, no por la vía de la 
ayuda del Estado del Welfare. 

Señor Mohedano, hablando del Convenio europeo, in- 
demnización para nosotros, ayuda pública en beneficio 
para ustedes; concepto del convenio europeo, indemni- 
zación, señor Mohedano, derecho, señor Mohedano; na- 

da de ayuda a la que podrán acceder; indemnización, 
en el texto en francés; reparación, indemnización, com- 
pensación, en inglés. Consulte el texto que quiera del 
Consejo de Europa; no hay una sola traducción, que no 
sea la del señor Belloch, que hable de ayudas públicas 
en beneficio al que podrán acceder. 

¿Quiere usted que sigamos comparando? Otras ayu- 
das: victimización secundaria. Los Estados tienen la 
obligación de proporcionar información. Es cierto que 
se recoge, pero se deja a disposición de los Estados la 
adopción de ayudas directas a las víctimas y a su fami- 
lia que vengan a reparar la llamada victimización se- 
cundaria. Por parte de ustedes, ni una. Fíjese: Perjuicios 
y daños alcanzados por el Convenio europeo; pérdida 
de ingresos (no está en el proyecto del Gobierno, sí en 
el del Partido Popular, Convenio europeo); gastos fune- 
rarios, ya lo he dicho, está en el proyecto del Partido 
Popular, no está en el proyecto europeo; alimentos de 
las personas a cargo de la víctima, está en el proyecto 
europeo, en el del Partido Popular; no está en el pro- 
yecto del Gobierno. ¿Quiere usted que sigamos con el 
Convenio europeo? 

El señor PRESIDENTE Señor Trillo, le ruego 
concluya. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
Estoy terminando, señor Presidente, se lo garantizo. 

Financiación. El Convenio europeo deja abierta la fi- 
nanciación para que puedan compartirla la sociedad 
y el Estado. Usted la pone sólo a cargo del Estado; no- 
sotros la ponemos a cargo de un fondo que, efectiva- 
mente, es el que se sigue en Bélgica, en Francia y en 
Italia. Dice usted que en Bélgica hay una prima obliga- 
toria de las compañías de seguros. Y aquí también pa- 
ra el consorcio, señor Mohedano, eso está claro. ¿Que 
es un riesgo excluido? Precisamente por eso intervie- 
ne el consorcio, señor Mohedano. Dice usted que en 
otros países hay una tasa y que por eso se puede sufra- 
gar a través de la desviación de determinados impues- 
tos. Es que aquí el 0,s por ciento es una cantidad 
disponible como beneficio fiscal, no como crédito pre- 
supuestario, señor Mohedano, como beneficio fiscal que 
puede asignarse a la integración de este fondo. Usted 
dice que sólo quedan 9.000 millones -no lo ha dicho, 
pero lo digo yo- después de detraer los 15.000 que se 
dan a la Iglesia católica. Me parece muy bien, señor Mo- 
hedano. De esos 9.000 millones jsabe cuántos se nece- 
sitarían para la cantidad de delitos violentos que ahora 
mismo habría que indemnizar: mil? Pues 5.000 millo- 
nes. Sólo con la mitad, 2.500, sobre los 9.000, podría us- 
ted integrar una buena cantidad, la mitad, del fondo que 
yo le estoy proponiendo; lo demás, efectivamente, po- 
dría cubrirse con el Consorcio de Compensación de 
Seguros y con las donaciones -y termino, señor Presi- 
dente, de verdad- que me dice usted que no se van a 
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producir más que mínimamente. Señor Mohedano, su 
Grupo Parlamentario, toda esta Cámara, ha aprobado 
recientemente una Ley de Fundaciones, en la que se 
otorgan unos beneficios fiscales excelentes a aquellas 
actividades, desarrolladas por entidades públicas a tra- 
vés de la forma fundacional, pueden ser incluso mayo- 
res, con unas desgravaciones excelentes, que vayan para 
fines de interés público, como lo son en este caso -creo 
que es indiscutible- las asociaciones de víctimas de 
terroristas o delitos violentos. 

Finalmente, del comiso de los efectos del delito. Dice 
usted que es una mínima cantidad lo que se puede sa- 
car de eso; espero que no lo mantenga usted en el pró- 
ximo debate que vamos a tener aquí de totalidad o al 
menos de articulado. El fondo que ha creado el Gobier- 
no, como gran medida electoral, para la indemnización 
a las víctimas de la droga, a partir de los efectos deco- 
misados a los narcotraficantes, porque aquí son pisto- 
las, pero allí es droga, allí es droga. Efectivamente, hay 
cuentas en las redes de narcotraficantes. Aquí también, 
señor Mohedano. ¿O es que no hay cuentas detrás de 
la organización terrorista ETA? ¿O es que no hay cuen- 
tas, señor Mohedano? ¿O es que no engrosaría adecua- 
damente esas cuentas el fondo del que nosotros estamos 
hablando? 

Vamos a hablar en serio, señor Mohedano, yo sé que 
usted ha pretendido hacerlo y se lo agradezco, vamos 
a tratar entre todos de ofrecer a esas víctimas -que 
es algo muy serio- soluciones eficaces y algo más que 
mera retórica, como usted ha dicho, no de nuestro 
tiempo. 

Gracias, señor Presidente. (Aplausos.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Trillo. 
Señor Mohedano. 

El señor MOHEDANO FUERTES Gracias, Pre- 
sidente. 

Señor Trillo, los antecedentes de su enmienda a la to- 
talidad no han sido invocados por mí, han sido invoca- 
dos por usted al subirse a esta tribuna, y creo que no 
tendrá usted tanta sensibilidad como para impedir que 
se critique la incoherencia y la incongruencia de esas 
proposiciones de ley, que no son precisamente de hace 
cinco años, ni de hace diez, son del mes de julio y del 
mes de septiembre de 1994, bien cercanas, de las que 
trae causa su enmienda y que, desde luego, demuestran 
-y lo sostengo- que ustedes no tienen absolutamen- 
te ninguna idea clara sobre la victimología. 

No voy a hablar del lenguaje, ni de Landrove, ni de 
García de Pablos y Molina, que, por otra parte, las te- 
sis que sostienen son las mismas, porque estamos en 
un debate parlamentario y no me voy a enzarzar en ese 
tipo de cuestiones que ahora no vienen al caso. Sí voy 
a contestar adecuadamente y dar respuesta a algunas 
de las cosas que ha dicho. Dice usted ¿cómo se sostie- 

ne que sean ayudas públicas y no indemnizaciones si 
el Estado se reserva la posibilidad de subrogarse y de 
reclamar al delincuente en el supuesto de que éste no 
sea insolvente? Muy sencillo, señor Trillo; de la misma 
manera que en la Seguridad Social, en los casos de ac- 
cidente de trabajo por no tener medidas de seguridad, 
el Estado puede reclamar al empresario el recargo que 
él no ha pagado en el momento que era insolvente; por 
el mismo sistema. Espero que atienda usted y lo tenga 
en cuenta, por el mismo sistema que la Seguridad So- 
cial puede subrogarse, cuando hablamos de ayudas es- 
tamos como le he dicho ante lo que los penalistas 
llaman una especie de seguro social. 

Nada del siglo pasado, señor Trillo. El Estado social 
de derecho que predica nuestra Constitución es el Es- 
tado del presente y del futuro. Ya sé que para ustedes 
eso de la sociedad del bienestar y el Estado del bienes- 
tar es el siglo pasado y el liberalismo o neoliberalismo 
más estricto y más estrecho es para ustedes el futuro 
y la modernidad. No va a ser el futuro de este país; el 
futuro de este país va a ser el Estado social de dere- 
cho; la sociedad de bienestar. 

Precisamente en esa concepción del artículo 41 de la 
Constitución tienen anclaje y cabida las ayudas públi- 
cas sobre las que se construyen estas compensaciones 
económicas. Igual que en la ley alemana; exactamente 
igual. La ley alemana -lo sabe usted- encaja en el or- 
denamiento jurídico estas compensaciones como unas 
ayudas públicas dentro de un sistema de asistencia so- 
cial. Para ustedes también el sistema social y el estado 
de derecho alemán debe ser también el Estado social 
de derecho del siglo pasado o de hace dos siglos. Esa 
es la absoluta diferencia y concepción política que nos 
separa a unos y a otros. (El señor Trillo-Figueroa Mar- 
tínez-Conde: Ciertamente.) 

El Convenio europeo -se lo vuelvo a repetir a usted, 
señor Trillo- establece un sistema de determinación 
de las cuantías económicas diferente del de este pro- 
yecto de ley. (El señor Trillo-Figueroa Martínez-Conde: 
Es verdad.) Eso ha sido perfectamente descubierto no 
por usted sino por el propio informe del Consejo Ge- 
neral del Poder Judicial. Le vuelvo a repetir lo mismo 
porque aunque se lo digo parece que hace oídos sor- 
dos. Ya le ha contestado a usted el Consejo General del 
Poder Judicial diciéndole que es globalmente más ven- 
tajoso el sistema de determinación de módulos que se 
establece en este proyecto de ley que el del convenio. 
¿Por qué? Porque en todo lo que usted ha dicho se le 
ha olvidado decir una cosa, y es que como el sistema 
del convenio es de reintegro de gastos, primero, hay que 
hacer el desembolso de los gastos y acreditarlos y justi- 
ficarlos y sobre eso, además, se puede establecer un 
porcentaje corrector, mientras que el sistema del pro- 
yecto de ley no es de reintegración sino de compensa- 
ción directa, con anticipo del 80 por ciento sin necesi- 
dad de que se haya hecho antes el desembolso ni de que 
se hayan de justificar los gastos. 
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El fondo. En su proyecto el fondo se nutre fundamen- 
talmente por vía presupuestaria, porque el 0,5 del IRPF 
figura en los créditos de los presupuestos. (El señor 
TrilbFigueroa Martínez-Conde hace signos negativos.) 
No diga usted que no: es por vía presupuestaria. ¿Qué 
quiere usted? ¿Detraer las ayudas que se dan a las aso- 
ciaciones de discapacitados, a Cáritas, a Cruz Roja, 
etcétera? ¿Quiere quitarles esas ayudas que están ob- 
jetivamente establecidas para dárselas a otros? ¿Eso es 
lo que usted quiere? ¿Que a la Cruz Roja, a Cáritas Es- 
pañola y a las asociaciones de discapacitados etcétera 
se les quiten esas ayudas y se den aquí? Nos encontra- 
ríamos con el mismo problema, estaríamos desnudan- 
do a un santo y habría que vestir después a otro. 

ETA. No me obligue a decir que están ustedes otra 
vez entre la más cínica demagogia y la mayor manipu- 
lación de las víctimas, porque estamos hablando de 
todos los delitos violentos y de los que se perpetran con- 
tra el ejercicio de la libertad sexual. Sabe usted perfec- 
tamente que de todos los delitos violentos una parte, 
afortunadamente cada vez menor, son los delitos de te- 
rrorismo, pero la mayor parte de estos delitos no son 
de terrorismo, ni la mayor parte de las víctimas, afor- 
tunadamente, son las víctimas del terrorismo. Las víc- 
timas del terrorismo además, como usted sabe, quedan 
fuera de esta ley porque tienen un régimen económico 
privilegiado respecto a esta ley, lo que no ha dicho us- 
ted. Las víctimas del terrorismo siguen teniendo no 
compensaciones sino un régimen extraordinario de pen- 
siones, que es privilegiado respecto a esta ley. Estamos 
hablando de todos los delitos violentos y, señor Trillo, 
eso no tiene nada que ver con el fondo de narcotráfico 
porque ese fondo no es la droga, son los coches, los avio- 
nes, los barcos, etcétera. En los delitos violentos de ro- 
bo con homicidio, de lesiones corporales, de atentados 
contra la vida, no hay coches ni barcos ni aviones ni 
pisos ni edificios ni grandes fortunas; normalmente hay 
pistolas, navajas y estacas. Usted se ha reído antes por- 
que sabe que es así y no haga usted demagogia sobre 
una cosa que sabe perfectamente es así. 

El señor PRESIDENTE: Señor Mohedano, le ruego 
concluya. 

El señor MOHEDANO FUERTES: Sí, señor Presi- 
dente. 

Para terminar, señor Trillo, efectivamente estamos ha- 
blando de cobertura universal porque es precisamen- 
te la asistencia psicológica, la asistencia social, la parte 
jurídico-penal el derecho a la información, el que no 
se produzca la doble victimización mediante la investi- 
gación policial y la judicial, eso en esta ley no sólo es 
para los delitos violentos, sino para todos los delitos y, 
por tanto, sí hay una cobertura universal no sólo para 
los delitos violentos y para los delitos que se perpetran 
contra la libertad social. La cobertura universal, señor 

Trillo, se pone de manifiesto en todos los últimos ar- 
tículos del proyecto de ley, cosa que no ocurre en su 
texto alternativo. La creación, señor Trillo, de las ofici- 
nas de ayudas a las víctimas de los delitos, que ya exis- 
ten en algunas comunidades autónomas y que se van 
a establecer en todos los juzgados de guardia median- 
te convenios entre el Ministerio de Justicia e Interior 
y las comunidades autónomas, queda bien clara en el 
proyecto de ley. 

No le puedo decir, señor Trillo, si su proyecto es más 
caro o más barato; sigue usted sin decirme cuál es su 
cálculo económico, porque ni ustedes mismos lo saben 
dentro de esa espiral de demagogia en que se han me- 
tido con este «benefactor» -entre comillas- texto al- 
ternativo que ustedes han presentado. 

Modelo del Estado social de Derecho y de la sociedad 
de bienestar, igual que la Ley de asistencia alemana; 
cobertura universal y no sólo cobertura para algunos 
delitos como figura en su proyecto de ley. Por tanto, se- 
ñor Trillo, mal que le pese, un hito histórico en la legis- 
lación penal y una apertura de la esperanza para el 
futuro en este tema. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos del Grupo 
Socialista.) 

El señor PRESIDENTE Gracias, señor Mohedano. 
{Grupos que desean fijar su posición? (Pausa.) 
Por el Grupo de Coalición Canaria tiene la palabra 

el señor Olarte. 

El señor OLARTE CULLEN: Señor Presidente, seño- 
rías, Coalición Canaria tiene una visión mucho más sim- 
plista de lo que ha constituido el núcleo del debate que 
se acaba de suscitar. 

En este infierno de la vida política en que se ha con- 
vertido la española en los últimos tiempos, nosotros 
desde nuestra ubicación aquí, lo que en otros lugares 
se llama el paraíso, contemplamos cómo los dos grupos 
parlamentarios que acaban de intervenir en un enco- 
nado debate, parece que nos han hablado casi del sexo 
de los ángeles. Con todo el respeto que nos merecen las 
intervenciones y las distintas posiciones esgrimidas por 
los grupos parlamentarios que me han precedido en el 
uso de la palabra, nos encontramos en un caso más de 
una enmienda a la totalidad que podía haberse resuel- 
to mediante la presentación de un número, por impor- 
tante que fuese, de enmiendas parciales al articulado 
del proyecto de ley del Gobierno, como en definitiva se 
pone de manifiesto por las que presumo habrá presen- 
tado el Grupo Popular y por su articulación en el con- 
junto del texto alternativo que hoy ha ofrecido a esta 
Cámara. Creo que así se habría podido obviar este de- 
bate ya que, en definitiva, elementos fundamentales de 
la filosofía, que alientan el proyecto de ley en la enmien- 
da a la totalidad, son compartidos por ambos grupos 
parlamentarios; los criterios e incluso las normas son 
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muy similares en ocasiones, por no decir que idénticas 
en otras. 

Precisamente por nuestra visión simplista, no nos va- 
mos a extender excesivamente en otros datos importan- 
tes como, a título de ejemplo, puede ser el texto de ambas 
exposiciones de motivos que sobrepasan el conjunto de 
la literalidad contenida en los preceptos normativos de 
una y otra oferta, en ambos casos más extensa que el 
articulado en su conjunto. Hay errores que considera- 
mos de bulto, como, por lo que respecta a la enmienda 
a la totalidad de texto alternativo, algunos pasajes en que 
el Grupo Popular incluye no sólo los delitos, sino las sim- 
ples faltas. Nosotros no entendemos cómo pueden lle- 
gar a producir las consecuencias del resarcimiento que, 
en definitiva, se pretende con el proyecto y con la mis- 
ma enmienda. 

En muchos casos nos encontramos con meras mejo- 
ras técnicas, por numerosas que sean, que, como antes 
decíamos, podían haberse incorporado por vía de en- 
miendas. Así, por ejemplo, en cuanto al artículo 1 ?, por 
lo que se refiere a las personas que estén legitimadas 
para la percepción de las indemnizaciones, dígase de 
la manera que se dice en el proyecto o dígase de la ma- 
nera que se establece en el texto articulado. Lo mismo 
ocurre con la referencia que se hace a que el delito ten- 
ga que ser intencional, en expresión -me parece- del 
Grupo Popular, corrigiendo la expresión de doloso; en 
definitiva, no cabe duda de que estamos ante denomi- 
naciones diferentes de lo que es lo mismo. Por último, 
un error que desde nuestro punto de vista no es un ermr 
meramente formal o de técnica jurídica, sino que afec- 
ta al fondo de una de las cuestiones que se regula y con- 
tiene en este proyecto: la referencia que se hace en el 
artículo 1P 2 del texto alternativo en cuanto al perjui- 
cio de los extranjeros. Sin perjuicio de que se quisiera 
enmendar lo relativo al transporte por la vía que fue- 
se, nos parece mucho más completa la consideración 
que del proyecto del Gobierno hace el Grupo Socialista. 

Por todo ello, para no extendernos más y porque, en 
definitiva, creemos que a esto tan sólo hay que darle 
la visión simplista que le ha dado Coalición Canaria, 
discrepando del criterio del Grupo Popular por lo ex- 
puesto al principio de nuestra intervención y a lo lar- 
go de la misma, nosotros votaremos en contra de la 
enmienda a la totalidad defendida por dicho grupo con 
anterioridad a mi intervención. 

Muchas gracias, señor Presidente. (El señor Trillo-Fi- 
gueroa Martínez-Conde pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Olarte. 
¿Señor Trillo? 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZCONDE 
Un minuto por el artículo 72.2, señor Presidente, que 
permite la lectura de documentos. (Rumores.) 

No se preocupen, señorías, no voy a hacerlo, pero sí 
a resumir. .. 

El señor PRESIDENTE Un momento, señor Trillo. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE 
El señor Olarte, señor Presidente ... 

El señor PRESIDENTE ¡Un momento, señor Trillo! 
(Pausa.) 

Señor Trillo, el artículo 72.2 lo que dice es que un di- 
putado podrá pedir la lectura de normas o documen- 
tos, no proceder por sí a la lectura, y la Presidencia 
tiene que valorar el documento cuya lectura se preten- 
de. Si es tan amable. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE 
Sí, señor Presidente; en efecto, así pretendía hacerlo, 
lo que ocurre -discúlpeme-, es que también he pre- 
tendido ganar tiempo, para no incordiar más a SS. SS. 

El señor Olarte -sin calificativos- ha dicho que el 
proyecto del Gobierno y el proyecto del Grupo Popular 
y me permito decirlo también en nombre del Gobier- 
no, dado que no está ninguno de sus representantes, ni 
siquiera el ponente del grupo de la mayoría ... Perdón, 
señor Mohedado; entonces, lo dejo a su juicio. 

Decía el señor Olarte que se dedicaban más páginas 
a la exposición de motivos y a la retórica que al articu- 
lado. Pido al señor Presidente que simplemente enume- 
re las páginas que dedica a la exposición de motivos 
la propuesta del Grupo Popular, que son cuatro, y exac- 
tamente 13 al articulado. Si quiere cotejarlo, tengo el 
proyecto a disposición del señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Trillo. 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE 
Señorías, ... 

El señor PRESIDENTE: ¡Señor Trillo! 

El señor TRILLO-FIGUEROA MARTINEZ-CONDE: 
A mí me interesa que en las actas no queden acusacio- 
nes tan banas como la del señor Olarte. 

El señor PRESIDENTE Señor Trillo, le ruego atien- 
da las indicaciones de la Presidencia. 

No es procedente señor Trillo lo que solicita S. S.; no 
es procedente la lectura «in extenso» de las exposicio- 
nes de motivo de las dos iniciativas -la del Gobierno 
y la del Grupo Popular- ni, para lo que a S. S. interesa, 
era necesario utilizar un turno como el que ha utiliza- 
do S. S. En el debate está lo que está, los argumentos, 
los documentos están a disposición de los diputados, 
y, desde luego, los documentos que están a disposición 
de los diputados no son objeto de lectura en el curso 
del debate. (El señor Olarte Cullen pide la palabra.) 

Señor Olarte. 
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El señor OLARTE CULLEN. No sé si es procedente 
en este momento, por las referencias que ha hecho a 
mi intervención el señor Trillo, que yo dé respuesta a 
ello. Estoy dispuesto. Si el señor Presidente considera 
que no, lo acato, pero, desde luego, lo lamento, porque 
me habría encantado poder acreditar lo que he dicho. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Entiendo que no procede 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
ningún turno sobre esta cuestión. 

lunya, tiene la palabra el señor Martínez Blasco. 

El señor MARTINEZ BLASCO Señor Presidente, se- 
ñorías, intervengo muy brevemente para fijar posición 
en relación con la enmienda de totalidad. 

En primer lugar constatamos que el Partido Popular 
ha abandonado alguna de las posturas de 1992 y, en ese 
sentido, la enmienda de totalidad presentada tiene al- 
gunos elementos positivos que deberían ser reconside- 
rados; por ejemplo, el tema del ámbito. Efectivamente 
creemos que es insuficiente el texto gubernamental exi- 
giendo una relación directa -un nexo casual directo-, 
que debería ampliarse a otros supuestos. 

También es un elemento positivo de la propuesta del 
Partido Popular el hecho de que el fondo que gestiona 
este tipo de ayudas no esté residenciado en el Ministe- 
rio de Economía y Hacienda, como señala el proyecto 
del Gobierno, sino en el Ministerio de Justicia e Inte- 
rior. Creemos que es mucho más lógico este departa- 
mento para este tipo de planteamientos. En todo caso, 
a pesar de estas propuestas innovadoras del Grupo Po- 
pular, que consideramos muy positivas, creemos que 
globalmente tiene más defectos que virtudes. En con- 
creto ya se han señalado en el debate algunas, que sen- 
cillamente voy a enumerar. 

En primer lugar, creemos que es un avance la pro- 
puesta que ha hecho el Gobierno de incluir los delitos 
contra la libertad sexual; criterio de diversos grupos 
en los debates del propio Código Penal. 

En cuanto a las normas para asignación y delimita- 
ción del importe de las ayudas, nosotros estimamos que 
es más completo el texto del Gobierno que la propues- 
ta del Grupo Popular. Y en cuanto a ese órgano que va 
a gestionar el fondo, creemos preferible que sea un Ór- 
gano administrativo -lo decimos sinceramente- por- 
que el hecho de que la tramitación, que está mucho más 
desarrollada en el proyecto del Gobierno, sea una tra- 
mitación administrativa da lugar incluso a reclamacio- 
nes contencioso-administrativas que supondría una 
serie de ventajas, puesto que están previstas denega- 
ciones, etcétera. Por fin, respecto a la propuesta con- 
fiscatoria del salario del recluso que hacen SS.  SS.  del 
Grupo Popular, ya saben que nosotros no compartimos 
esa tesis puesto que impediría la rehabilitación del de- 
lincuente. 

Por tanto, aun reconociendo que algunas de las pro- 
puestas que hacen el Grupo Popular deberían ser re- 
cogidas -y nosotros hemos hecho enmiendas parciales 
en ese sentido-, creemos que globalmente la propues- 
ta que ha presentado el Gobierno es mejor y, por eso, 
vamos a votar en contra de la enmienda de totalidad. 

El señor PRESIDENTE: Gracias, señor Martínez 

Vamos a proceder a la votación. 
Enmienda de totalidad de texto alternativo del Gru- 

po Popular al proyecto de ley de ayudas y asistencia a 
las víctimas de delitos violentos. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Blasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos emitidos, 240; a favor, 92; en contra, 147; absten- 
ciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada la en- 
mienda. 

- PROYECTO DE LEY SOBRE CONCESION DE UN 
CREDITO EXTRAORDINARIO, POR IMPORTE DE 

FICIT DE LA COMPAÑIA TRASMEDITERRANEA, 
SA.,  CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO DE 
1993, POR LA EXPLOTACION DE LOS SERVICIOS 

RES NACIONAL (Número de expediente 1211000101) 

3.020.942.990 PESETAS, PARA COMPENSAR EL DE- 

DE COMUNICACIONES MARITIMAS DE INTE- 

El señor PRESIDENTE Debate de totalidad corres- 
pondiente al proyecto de ley sobre concesión de un cré- 
dito extraordinario para compensar el déficit de la 
Compañía Trasmediterránea, S.  A., correspondiente al 
ejercicio de 1993, por la explotación de los servicios de 
comunicaciones marítimas de interés nacional. 

Para presentar el proyecto de ley, en nombre del Go- 
bierno tiene la palabra el señor Ministro de Economía 
y Hacienda. (El señor Vicepresidente, Bevia Pastor, ocu- 
pa la Presidencia.) 

El señor MINISTRO DE ECONOMIA Y HACIENDA 
(Solbes Mira): Muchas gracias, señor Presidente. 

Señorías el proyecto de ley sobre concesión de un 
crédito extraordinario, por importe de 3.020.942.990 pe- 
setas, para compensar el déficit de la compañía Tras- 
mediterránea, correspondiente al ejercicio de 1993, por 
la explotación de los servicios de comunicaciones ma- 
rítimas de interés nacional que hoy se debate en esta 
Cámara, tiene su origen en el Real Decreto 1876/1978. 
En el mismo se aprueban las bases a las que ha de ajus- 
tarse el contrato suscrito entre el Estado y la compa- 
ñía, formalizado en escritura pública el 4 de septiembre 
del año de 1978. 
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El objeto del contrato es la gestión y prestación de 
los servicios de comunicaciones marítimas de interés 
nacional, que constituye la actividad contratada en ser- 
vicio público propio del Estado, que la compañía ges- 
tiona en su nombre y temporalmente bajo la inspección 
y vigilancia de la Administración contratante. La dura- 
ción del contrato es de 20 años a partir de su entrada 
en vigor, con efectos retroactivos desde el 1 P de enero 
de 1978. Se entiende prorrogado si dos años antes de 
su terminación no es denunciado por alguna de las 
partes. 

El crédito extraordinario se destinará a financiar a 
la compañía el déficit real pendiente de subvencionar 
del ejercicio 1993, recogido en la Cuenta del Estado de 
dicho año que ha sido informada por la Intervención 
General de la Administración del Estado. 

El contrato regulador establece que el equilibrio 
económico-financiero de los servicios se obtendrá a tra- 
vés de las aportaciones del Estado, cuyas cuantías se 
fijarán mediante la Cuenta al Estado que formulará la 
compañía cada año. Asimismo, se determina que, si al 
liquidar la cuenta de un ejercicio resultase superávit, 
la cuantía del mismo quedará a disposición de la com- 
pañía para su aplicación como entrada en la cuenta del 
ejercicio siguiente. 

La cuantía del crédito extraordinario se ha determi- 
nado a través de la Cuenta del Estado, actualizada y ve- 
rificada por la Intervención General. El déficit real 
correspondiente, como he dicho anteriormente pendien- 
te de subvencionar, se eleva a 3.020.942.990 pesetas, que 
es el diferencial entre el superávit de la cuenta de ex- 
plotación y el déficit de la cuenta de inversiones. El cré- 
dito extraordinario, objeto del expediente al que hago 
referencia, se financiará con deuda pública, de acuer- 
do con lo establecido en el artículo 101 del texto refun- 
dido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por 
Real Decreto legislativo 109111988, de 23 de septiembre. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor ministro. 

A este proyecto de ley se ha presentado una enmienda 
de totalidad, de devolución, por parte del Grupo Popu- 
lar. Para su defensa, tiene la palabra el señor Camisón. 

El señor CAMISON MENSIO: Señor Presidente, se- 
ñorías, señor Ministro de Economía y Hacienda, nos re- 
mite el Gobierno este proyecto de ley para compensar 
el déficit de la empresa pública Trasmediterránea co- 
rrespondiente al año 1993 y para financiar este déficit, 
como ha dicho el señor Ministro algo más de 3.000 mi- 
llones, nos propone el Gobierno acudir a la deuda 
pública. 

Nuestra primera reacción al estudiar este proyecto 
de ley, señor ministro, ha sido presentar, como se de- 
muestra en este acto, una enmienda a la totalidad. {Por 

qué? Porque estamos ante una empresa pública con una 
desacertada gestión continuada y una muy equivoca- 
da política de captación de recursos. En efecto, se nos 
ha dicho ya hasta la saciedad en debates anteriores que 
desaparecerían los sucesivos déficit anuales de esta em- 
presa y no se ha cumplido esta promesa, se ha fracasa- 
do estrepitosamente. Al contrario, en los últimos años 
(y me refiero a ellos porque el año 1993 que nos ocupa 
está en medio de ese período, por lo que afectan las con- 
secuencias al ejercicio de 1993), se ha practicado por 
esta empresa pública una política de maquillajes. Val- 
ga el dato de que los atípicos generados desde el año 
1990 hasta el momento alcanzan los 10.000 millones de 
pesetas y la gestión se ha basado fundamentalmente en 
vender activos de la empresa pública que, como es sa- 
bido, se trata de una política de pan para hoy y ham- 
bre para mañana. 

Pero es que el problema sigue en los años sucesivos. 
Así, por ejemplo, en el pasado ejercicio se nos informa 
en documento público que las pérdidas de esta empre- 
sa pública están ya fijadas en 1.256 millones de pese- 
tas; y se nos dijo que no habría pérdida. Este resultado 
negativo, cuando se nos dijo que habría beneficios, tie- 
ne muchos orígenes. Uno de ellos, las pérdidas de las 
filiales, que han originado un agujero de más de 1.800 
millones. Esa cantidad solamente por dos filiales: la 
Naviera Mallorquina con 1.449 millones, y la Agencia 
Schenbri S.  A., con 407 millones. 

En esta ocasión, señor Ministro, se da una nueva cir- 
cunstancia, y es que ya se ha desregulado el cabotaje 
marítimo. Por tanto, compensar pérdidas vía créditos 
extraordinarios afecta ya a la competencia de esta em- 
presa pública con las otras privadas que están en concu- 
rrencia. En estos momentos ya existe esa concurrencia. 
Se están creando pérdidas en estos ejercicios, y en el 
que nos ocupa también. Sin embargo, no se hacen las 
inversiones necesarias, por ejemplo en seguridad. Una 
cuestión fundamental de inversiones necesarias son 
aquellas que afectan a la mejora del conocido coeficien- 
te AíAMAX, que en los buques de Trasmediterránea es 
en muchos casos inferior a uno. El límite inquietante 
está en el 0,7. Pues bien, todavía existen en Trasmedi- 
terránea dos buques con ese coeficiente AlAMAX infe- 
rior a ese 0,7 tan inquietante; son precisamente los 
buques Ciudad de Babajoz y Ciudad Santa Cruz de la 
Palma. Se han creado déficit ejecutando reformas en 
los buques de la empresa pública que eran absoluta- 
mente irracionales. La prueba es que hubo que volver 
a deshacer lo hecho y volver a ejecutarlo, en un claro 
ejercicio de despilfarro. Ahí están los casos del Ciudad 
de Salamanca y del Ciudad de Palma, con reformas irra- 
cionales que luego hubo que deshacer y volver a cons- 
truir, por importe de 140 millones para el primero y 170 
millones para el segundo. 

Para colmo, señor Ministro, estamos ante una empre- 
sa pública que ha sido constante piedra de escándalo 
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todos los años, y también en 1993. Por ejemplo, la ex- 
trañísima venta de su sede central, el edificio Bronce, 
en 7.000 millones, que se nos dijo que era para hacer 
frente a la necesaria renovación de la flota. Sin embar- 
go nos encontramos que al mes de efectuar la venta se 
alquila aquel edificio a la propia Trasmediterránea y 
se gastan 1.800 millones de los que había recibido en 
alquilar el edificio Bronce a la empresa compradora. 
Hubo, cómo no, comisiones hasta un total de 450 mi- 
llones. Entonces aparecen los extraños malabarismos 
para la búsqueda de una nueva sede, una vez que se ha- 
bía vendido la del edificio Bronce. Se hace el malaba- 
rismo de saltar de la búsqueda de terrenos en 
Mirasierra a la calle Albasanz 26, a la Alameda de Osu- 
na, donde por fin se centra. Y vemos, puesto que así se 
ha publicado y no ha sido desmentido, y que en inicia- 
tivas parlamentarias ha sido corroborado por el Gobier- 
no, que esto se ha utilizado como clave de una operación 
de especulación dirigida a plusvalía salvaje, que ascien- 
de a cerca de 1.500 millones de pesetas en once meses. 
El resultado de todo es que aquellos 7.000 millones de 
la venta del edificio, que estaban para renovación de 
flota, empezaron a dejar por el camino partidas como 
las comisiones, el valor residual, los 1.800 millones pa- 
gados a la empresa compradora, para, al final, de aque- 
llos 7.000 millones quedar para flota unos escasos 700 
millones; con lo cual vemos que se confirma en ese año 
un negocio absolutamente ridículo de esta empresa pú- 
blica. Esto ha acabado, como em de esperar, en una des- 
trucción deliberada de la calidad profesional de la 
compañía, asignatura pendiente que también se había 
prometido que se iba a corregir, un falseamiento siste- 
mático de los resultados reales de la gestión y una dis- 
minución importante del tráfico de pasajeros con un 
deterioro de la calidad del servicio. Añádase a todo eso 
el encargo de la construcción del J.J. Sister nuevo a unos 
astilleros finlandeses, cuando muy bien pudo ser cons- 
truido en astilleros españoles, contribuyendo a mitigar 
el paro nacional; y estamos hablando de una inversión, 
señor Ministro, de cerca de diez mil millones de pese- 
tas. Añádase la aventura de la Ruta del Quetzal en el 
J.J. Sister antiguo. Los guardacostas norteamericanos 
en Puerto Rico detectaron deficiencias de seguridad y 
obligaron al buque de Trasmediterránea a volver vacío 
a España. Ahí está, señor Ministro, el escoramiento y 
falta de seguridad en los cruceros por el Mediterráneo 
del buque Don Juan, con pérdidas millonarias. Podría- 
mos seguir; por ejemplo, los célebres viajes gratis to- 
tal de Trasmediterránea. 

Ante todo esto, comprenderá el señor Ministro la re- 
luctancia de nuestro Grupo político a dar el visto bue- 
no a este crédito extraordinario. Sin embargo, señor 
Ministro, señorías, dado que la desacertada gestión ya 
está consumada y no se consigue negándole el crédito 
que necesita, dado que ha habido un cambio de presi- 
dencia en la empresa pública, con visos de mejores pro- 

pósitos en la gestión por parte del nuevo presidente 
-en sus comparecencias así ha intentado demostrar- 
lo en esta Cámara-, habida cuenta de que la desregu- 
lación del cabotaje es muy reciente y, por tanto, la 
concurrencia y competencia está en sus albores, señor 
Ministro, vamos este año también a dar otro período 
de gracia y por eso, señor Presidente, en este acto y en 
este momento retiramos nuestra enmienda a la totali- 
dad. Quede esta retirada como una muestra de buena 
voluntad en espera de que de una vez por todas, señor 
Ministro, se corrija el desgobierno de esta empresa pú- 
blica. (Rumores.) 

Muchas gracias. (El señor Padrón Delgado pide la 
palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Tiene la palabra el señor Padrón. 
señor Camisón. 

El señorPADRON DELGADO Señor Presidente, aun- 
que se ha retirado la enmienda en el último momento, 
se han hecho una serie de afirmaciones y de acusa- 
ciones a las que ahora, al no haber trámite, no puedo 
contestar. (Rumores.) No sé si tengo derecho reglamen- 
tariamente o no, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Aunque 
se haya retirado la enmienda de totalidad, como se ha 
hecho después de haberla argumentado, de acuerdo con 
los precedentes de la aplicación del Reglamento de la 
Cámara, tiene S. S. derecho a intervenir. (Rumores.) 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, in- 
tervendré muy brevemente. A pesar del interés de to- 
dos los Diputados por acabar esta sesión plenaria, no 
he resistido la tentación de hacer alguna referencia a 
las imputaciones que el representante del Grupo Popu- 
lar, señor Camisón, ha hecho, basándose en la enmien- 
da de totalidad a este crédito extraordinario, a la gestión 
y al quehacer de la compañía Trasmediterránea en el 
año 1993. 

Señor Camisón, aunque en la Comisión, el próximo 
lunes, podré darle amplia referencia con más tiempo 
sobre todo lo que usted ha dicho, quiero que sepa dos 
o tres cosas. Primero, la compañía Trasmediterránea tie- 
ne un contrato que regula el régimen de prestaciones 
de los servicios de comunicaciones marítimas de inte- 
rés nacional, hecho en el año 1978, por lo cual el Go- 
bierno se atiene estrictamente al cumplimiento de ese 
contrato. Segundo que en ese contrato regulador se es- 
tablece una serie de comunicaciones con puertos en las 
líneas de Baleares, en las líneas del Norte de Africa y 
en Canarias, que obligan a la compañía al mantenimien- 
to de líneas que no son rentables y, por tanto, en ese 
contrato regulador se establecen las cláusulas para 
compensar adecuadamente los gastos de explotación 
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y de inversiones que tiene que hacer la compañía Tras- 
mediterránea. Tercero, la compañía Trasmediterránea, 
en el año 1993, ha tenido un beneficio de 3.717 millo- 
nes de pesetas, ha repartido un dividendo de un 12 por 
ciento y, por consiguiente, lo que aquí aprobamos con 
este crédito extraordinario es el cumplimiento de las 
cláusulas correspondientes de este contrato que obli- 
gan al Estado a compensar el gasto de explotación y 
de inversión si ha habido diferencia entre ambos. En 
el gasto de explotación del año 1993 hubo un beneficio 
de 2.653 millones de pesetas, a pesar de que en ese año, 
como consecuencia de la disminución del turismo en 
Baleares, hubo una pérdida de ingresos por pasaje de 
más de 1.400 millones de pesetas, señor Camisón, y que 
las inversiones que están programadas en el PAIF se han 
cumplido adecuadamente; únicamente hubo 840 millo- 
nes de pesetas más de gastos financieros, consecuen- 
cia del retraso en el pago de las subvenciones de los 
años 1990, 1991 y 1992. Por tanto, lo demás que usted 
ha dicho aquí son imputaciones que nada tienen que 
ver con este crédito; imputaciones bastante graves ba- 
sadas en informaciones que se han negado reiterada- 
mente y que no obedecen al estado de cuentas de la 
compañía Trasmediterránea, que ha sido auditada por 
la Intervención General del Estado dando conformidad 
a las mismas. Lo que pasa, señor Camisón, es que su 
estilo es tirar la piedra y esconder la mano, como 
siempre. 

Muchas gracias. (Rumores y protestas.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Muchas 
gracias, señor Padrón. (El señor Camisón Asensio pide 
la palabra.) 

Señor Camisón, tiene usted derecho a una réplica de 
cinco minutos. 

El señor CAMISON ASENSIO: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 
Yo esperaba que en la réplica el señor Padrón hicie- 

ra una serie de alegaciones desmintiendo cada una de 
las cuestiones que yo he afirmado, y no ha entrado al 
trapo. No ha podido desmentir ni una sola de ellas. Ha 
afirmado cuestiones que yo no he puesto en duda. 

Ha dicho que en el año 1993 tuvo un beneficio la em- 
presa. ¿Es que yo he dicho que tuvo pérdidas? ¿Por qué 
vamos a discutir eso si yo no lo he planteado? Lo que 
he dicho es que la gestión de la empresa pública, du- 
rante los últimos años, tiene todos estos defectos de ges- 
tión, que no voy a repetir y que usted no ha desmentido, 

y que todo ese proceso de deterioro económico, salpi- 
cado también de irregularidades, ha afectado, cómo no, 
al ejercicio de 1993. Si no fueran ciertas las cuestiones 
que yo he dicho, lo que tendría que haber ocurrido es 
que el beneficio hubiera sido mayor y resulta que bajó 
hasta esa cantidad mínima. Posteriormente, a la vista 
de estos hechos, se nos dijo en el último debate que en 
el próximo año no habría ese déficit, y contrastamos 
en dato reciente, en documento firmado por el Gobier- 
no, que en el año siguiente, 1994, cuando no iba a haber 
déficit, aparecen otras pérdidas de casi 1.300 millones 
de pesetas, y eso no lo ha podido S.  S .  desmentir. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 

Señor Padrón, brevemente. 
señor Camisón, 

El señor PADRON DELGADO. Señor Presidente no 
creo que del estado de la memoria y de las cuentas pre- 
sentadas por la compañía Trasmediterránea se pueda 
decir con fundamento que la compañía tiene defectos 
de funcionamiento y defectos en su gestión. La cuenta 
de resultados ha mejorado notablemente. Se ha reno- 
vado la flota. Cuando hace unos cuantos años la edad 
media era de treinta años hoy en día es de once años. 
En 1993 se han invertido cerca de 12.000 millones de 
pesetas en renovación de flota, y eso tiene un coste que 
viene en el contrato regulador. Por tanto, no es que la 
compañía tenga pérdidas; es que de no ser por la reno- 
vación de la flota y la cobertura de una serie de líneas 
no rentables que la compañía está obligada a cumplir 
por ese contrato regulador del año 1978 tendría bene- 
ficios. ¿Pero qué dirían ustedes si empezaran a suspen- 
derse aquellas líneas que no son rentables y, por tanto, 
no hubiera otro tipo de empresas privadas que las cu- 
briera? Serían las críticas permanentes puesto que se 
trata de una empresa pública, cosa que no hacen cuan- 
do se trata de una empresa privada. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Beviá Pastor): Gracias, 
señor Padrón. 

Retirada la enmienda de totalidad del Grupo Popu- 
lar a este proyecto de ley, se ha agotado el orden del 
día de hoy. 

Se levanta la sesión. 

Eran las cinco y cincuenta minutos de la tarde. 
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